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INTRODUCCION

                    “... que por buena que sea una norma, sólo tiene valor si se aplica de modo efectivo y que en el plano nacional una Inspección del Trabajo eficaz, constituye la mejor garantía de cumplimiento de las normas laborales tanto nacionales como internacionales.”

                                                                                                      Convenio 129/69 de la O.I.T.

1. Objetivos generales y específicos del tema de investigación. 2 Marco teórico. 3 La Fiscalización Laboral en Chile. 4 La Fiscalización Laboral Internacional. 

1.- Para obtener el grado académico de Licenciado en Ciencias Jurídicas, se exige como requisito parcial la elaboración de un estudio que tenga connotación jurídica. En ese contexto, la investigación  que hemos desarrollado se refiere a un tema que podríamos denominar jurídico - institucional, por cuanto se aboca al análisis de las facultades legales de una institución administrativa laboral chilena, cual es, la Dirección del Trabajo.

Los objetivos generales de la investigación son los siguientes:

1.- Conocer los aspectos funcionales y orgánicos de la Dirección del Trabajo.

2.- Analizar las funciones legales de la Dirección del Trabajo en el marco del Derecho laboral    chileno.

 Los objetivos específicos de la investigación son los siguientes:

1.- Determinar el alcance de la intervención administrativa estatal en el ámbito del Derecho del Trabajo en Chile, especificando la evolución de la normativa laboral en nuestro país.

2.- Conocer el origen, la evolución histórica y la estructura orgánica de la Dirección del Trabajo.

3.- Clasificar las funciones legales de la Dirección del Trabajo.

4.- Analizar la Función Fiscalizadora de la Dirección del Trabajo, mediante las atribuciones de los Inspectores del Trabajo.

5.- Analizar la aplicación de la sanción administrativa pecuniaria por la Dirección del Trabajo y los medios de reclamación frente a tal sanción.

2.- El marco teórico del estudio lo constituye la disciplina jurídica denominada Derecho del Trabajo y en particular, el llamado derecho administrativo del trabajo. Sobre estos conceptos haremos las siguientes consideraciones.

Jaime Montalvo Correa señala que la generalidad de las definiciones que puedan darse acerca del Derecho del Trabajo son  perfectamente válidas y aceptables y que las diferencias que se pueden apreciar entre unas y otras obedecen, en lo sustancial, a los distintos criterios adoptados o a los elementos tenidos en cuenta en cada una  de dichas definiciones. En algunos casos se toma como elemento principal de referencia el hecho social  típico y generalizado en que se concreta la prestación del trabajador, en otros, los sujetos que realizan tales prestaciones, sin que falte la utilización, como eje de la definición, de la relación o relaciones jurídicas básicas que regulan la disciplina, o incluso de la intención o finalidad perseguida por la misma. Hecha esta consideración previa, señalaremos diversas definiciones de Derecho del trabajo.

El citado autor propone como definición conceptual del Derecho del trabajo la siguiente: “sistema de principios y normas, emanados del Estado y de los propios interlocutores sociales en ejercicio de su autonomía colectiva, para regular el esfuerzo laboral prestado para otro en el marco de la relación de trabajo”.  

Sobre esta definición, Montalvo, realiza tres observaciones:

a) Cuando se refiere a un sistema de principios y de normas quiere acentuar la autonomía del Derecho del Trabajo, sin por ello desconocer  la unidad esencial del ordenamiento jurídico, ya que, el Derecho del trabajo posee principios especiales orientadores de las normas, principios tanto de interpretación como de aplicación de las mismas, suponiendo corrección o matización de los criterios interpretativos o aplicativos comunes.

b) Esta definición también hace referencia al centro básico de imputación de las normas laborales: el esfuerzo laboral prestado para otro en el marco de la relación individual de trabajo. Esta relación jurídica importa hasta justificar un sector diferenciado del ordenamiento, en cuanto a que su objeto se concreta sustancialmente en la prestación(o, más correctamente, puesta a disposición) para otro de un        esfuerzo  laboral.

c) Finalmente la definición hace referencia a los dos entes de los cuales pueden emanar las normas y los principios en que se manifiesta el Derecho del Trabajo, la autonomía colectiva y el intervencionismo del Estado.

d) Juan Caros Soto Calderón  expresa que existen cuatro enfoques conceptuales para definir al Derecho del Trabajo: los de tipo clasista, los estatutarios, los de contenido económico, y los formales o estrictamente jurídicos.

Por ejemplo, algunos autores como el francés Georges Scelle lo conciben como un Derecho de clase, esencialmente reivindicatorio de intereses.

La doctrina alemana, sostuvo durante un tiempo, que era un Derecho profesional o de grupo tal como lo es el Derecho Administrativo respecto del funcionario público.

Otros autores como Antokoletz lo consideran como un medio de adecuación de las relaciones entre capital y el trabajo.

Hay tratadistas, como Hermains y el profesor Gaete, que conceden especial relevancia al carácter técnico, lógico formal de la definición. 

Para Soto Calderón la definición más acertada es la propuesta por Eugenio Pérez Botija al señalar que “es el conjunto de principios y normas que regulan las relaciones de empresarios y trabajadores y de ambos con el Estado, a los efectos  de la protección  y tutela del trabajo”. Recoge esta definición los dos fines o aspectos que, según la doctrina española, tiene el moderno Derecho Laboral, es decir, el fin normativo o regulador en la disciplina de las relaciones interindividuales y el fin tutelar o protector, cuando alude a las relaciones con el Estado. 

Para Francisco Walker Errázuriz el Derecho del Trabajo es el conjunto de principios y normas jurídicas con las siguientes finalidades: 1.- Regular la relación jurídica proveniente del trabajo. 2.- Proteger a los económicamente débiles. 3.- Tender a la transformación paulatina del orden social existente. 

En cuanto a la naturaleza jurídica del Derecho del  Trabajo, esto es, si corresponde al Derecho Público o al derecho Privado, a ambos o a ninguno. Estas posiciones se pueden agrupar en las llamadas teorías monistas, dualistas y eclécticas. Las primeras plantean que el Derecho del Trabajo pertenece al Derecho Público o al Derecho Privado, las segundas  postulan que pertenece a uno y otro y las terceras señalan que se trata de un derecho que se aparta de la clásica división de Derecho Privado y Derecho Público.

Quienes sostienen que pertenece al Derecho Público (corriente monista publicista) se fundan en el hecho básico de la intervención del Estado en la relación de trabajo, que hace cada vez más débil el predominio de la autonomía de la voluntad en dicha relación. No obstante “hoy en día una gran parte de los estudiosos del Derecho laboral, le niegan el carácter de Derecho Público en exclusividad; pues si bien el Estado tiene una gran intervención en la relación de trabajo y sus derechos son irrenunciables basados en el principio de Orden Público, sus instituciones se independizan del Estado. ( Por ejemplo los Organismos Previsionales y los Sindicatos tienden a ser autónomos). 

Quienes sostienen que se trata de una disciplina perteneciente al Derecho Privado (corriente monista privatista) estiman que el derecho del Trabajo se fundamenta en principios e instituciones propias del Derecho Privado, de tal manera que la relación jurídica entre trabajadores y empleadores se origina en un contrato, el cual emana de la autonomía de la voluntad, que dice relación con la capacidad de los particulares para negociar en la fase pre-contractual, intentando el acuerdo de voluntades y además en la libertad de estipulación.

La mayor parte de los autores expresan que el Derecho del Trabajo tiene características de Derecho Privado y de Derecho Público (corriente dualista). Para la mayoría de estos autores las normas referentes al contrato de trabajo, tanto individuales como colectivas; como las que protegen a las mujeres y a los menores, son de Derecho privado, aún cuando sean de Orden público y las referentes a contratos colectivos y a accidentes del trabajo y enfermedades profesionales son  de Derecho Público.

En materia sindical, los Sindicatos estaría regidos por reglas de Derecho Público sólo cuando la voluntad estatal delegue en ellos cierta parte de su soberanía. Se encuentran entre estos autores los franceses, Jaussaud y Durán; los españoles, García Oviedo y Hernainz; los argentinos, Cabanellas y Krotoskin y el brasilero, Moraes Filho. 

Finalmente una tercera corriente considera al derecho del trabajo como un derecho especial o particular, es decir, se trataría de un tercer derecho, autónomo e independiente del Derecho Público y del Derecho Privado. Los rasgos esenciales que le darían al Derecho del Trabajo tal particularidad son los siguientes:

a) La presencia del Principio del Orden Público detrás de todos sus preceptos.

b) El hecho de que el Estado tenga una intervención en la relación laboral sin ser parte en la misma.

c) La existencia de organismos autónomos e independientes del estado como las Instituciones previsionales y los Sindicatos y que tampoco se pueden asimilar a ninguna entidad regida por el Derecho Privado. El principal sostenedor de esta concepción es el profesor brasileño Cessarino Junior. 

En cuanto al contenido del Derecho del Trabajo, en cuanto a disciplina jurídica, siguiendo los planteamientos de Montalvo, éste se puede dividir en tres grandes apartados: relación individual de trabajo, autonomía colectiva e intervencionismo del Estado.

Nuestro estudio se centrará en el tercer apartado, considerando que el intervencionismo estatal reviste un triple aspecto: normativo, jurisdiccional y administrativo. En particular sobre éste último, pues “el llamado intervencionismo administrativo abarca las actividades en que (con independencia de las normativas y jurisdiccionales) se manifiesta la acción de la administración en el ámbito laboral, ya se trate de actividades de policía (inspección, sanciones), fomento  (ciertas actividades de promoción) y servicio público (emigración, colocación).”  Queda  fuera de esta sistematización, la Seguridad Social, la cual cada vez ha ido adquiriendo una progresiva autonomía respecto del Derecho del Trabajo. 

3.- La Dirección del trabajo, institución administrativa estatal inserta en el ámbito laboral, cumple principalmente dos funciones: la de fiscalización del cumplimiento de la legislación laboral y social, como asimismo la interpretación administrativa de dicha normativa, así se desprende del inciso 1º del artc. 476 del Código del Trabajo, el cual dispone que “ La fiscalización del cumplimiento de la legislación laboral y su interpretación corresponde a la Dirección del Trabajo, sin perjuicio de las facultades conferidas a otros servicios administrativos en virtud de las leyes que los rigen”. Esta norma, “parca desde el punto de vista del léxico, profunda y amplísima en sus alcances, debe entenderse desarrollada con la normativa del D.F.L. Nº2, de 30 de mayo de 1967, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, orgánico de la Dirección del Trabajo”, publicado en el Diario Oficial, el 29 de septiembre del mismo año. 

Entenderemos por fiscalización como el proceso metódico en virtud del cual se controla  la aplicación de las disposiciones legales y convencionales, por cuyo cumplimiento le corresponde velar, en la especie, a la Dirección del Trabajo. 

Nótese que hemos agregado la fiscalización de la legislación social, por cuanto existen normas de esa naturaleza que le otorgan a la Dirección del Trabajo, la facultad de fiscalización, como detallaremos en su oportunidad ( capítulo III). 

Esta investigación se abocará al análisis de la primera de las funciones mencionadas, esto es, la función fiscalizadora. Debemos señalar que el presente estudio pretende ser un texto de consulta práctico para cualquier persona que se interese en el tema y además servir de apoyo a la docencia y sobretodo de fuente de información para los estudiantes que cursan la cátedra de Derecho Laboral. En consecuencia, los temas tratados en cada capítulo están estructurados en  forma directa, centrándose en el eje que lo constituye precisamente la función de fiscalización de la Dirección del Trabajo. Pienso que el aporte de esta investigación se orienta en ese sentido, pues no pretende ser la enciclopedia francesa sobre el tema, ni tampoco agotarlo. Estimo que una tesis de grado debe abordar temas concretos y no divagaciones jurídicas que terminan por confundir, en ese marco debo mencionar  y agradecer la orientación recibida por el    Sr. Mario Carvallo Vallejos, profesor Titular de Derecho Laboral de la Escuela de Derecho de la Universidad Católica del Norte, sede Coquimbo.

En nuestro país, el primer antecedente del origen de la Dirección del Trabajo, lo encontramos en la llamada “Oficina del Trabajo”, cuando por decreto Nº 730, publicado en el Diario Oficial de 17 de abril de 1907, se encargó a un funcionario del Ministerio de Industrias y Obras Públicas, las funciones de registrar estadísticas de materias laborales y de estudio de jornadas de trabajo y sus condiciones. Sin embargo, el origen de la función fiscalizadora, sólo surge a partir de 1919, año de creación de la Organización Internacional del Trabajo, O.I.T., cuando por decreto Nº 1.938, se dispuso la creación de una Sección de Inspección.

Desde una perspectiva histórica, los momentos más gratificantes y más difíciles en la evolución de la Dirección del Trabajo, se pueden resumir en las expresiones de la  Directora Nacional de la institución, María Ester Feres, la cual señala que “ han existido muchos momentos gratificantes dentro de la historia de la institución. Su propia instauración como servicio público en 1924 constituye un momento de gran importancia. Otro proceso fundamental se produjo a partir de 1967 cuando comenzaron a ampliarse progresivamente las facultades del Servicio culminando exitosamente con el D.F.L. Nº2, de 1967, cuando se creó la Ley Orgánica del Servicio. Estos fueron los momentos en que el servicio alcanzó un máximo de estatura jurídica y de relevancia al interior del aparato público. 

Con seguridad, los momentos más amargos para la Dirección del Trabajo están relacionados con el desmantelamiento de la legislación protectora y con la deslegitimación y persecución de las organizaciones sindicales que se vivió a partir de 1973. No sólo fue disminuido el manto protector y se cercenaron las facultades de la Dirección del Trabajo, además se redujo fuertemente su dotación y las condiciones físicas para cumplir su labor”.
 

En suma el rol histórico que ha cumplido la Dirección del Trabajo es la preocupación de hacer realidad la protección legal que el Estado le otorga a los trabajadores, los que se encuentran en una situación de desequilibrio contractual con respecto a empleadores.

Precisaremos, en el contexto de esta introducción, la naturaleza jurídica de la Dirección del Trabajo. 

La Dirección del Trabajo es definida en el art. 1º del D.F.L. Nº2/67, como “un Servicio técnico dependiente del Ministerio del Trabajo y de Previsión Social con el cual se vincula a través de la Subsecretaría del Trabajo”. En el considerando 2º , del cuerpo legal citado, se establece que la Dirección del Trabajo, es el organismo creado por la ley para supervigilar la aplicación de las leyes que garantizan los derechos sociales de los trabajadores.

A lo anterior, debemos agregar que por el artc. 2º del D.L. Nº 3.351, de 1981,  el Servicio dejó de ser un ente centralizado, y pasó a ser una institución fiscalizadora. Luego de conformidad con el artículo  26, de la L.O.C. 18.575, la  Dirección  del Trabajo es un Servicio descentralizado, es 

decir, un ente que actúa con personalidad jurídica propia y con el patrimonio que la ley le asigna, encontrándose sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio correspondiente. “De este modo entonces, podemos concluir que la Dirección del Trabajo es un Servicio desde el punto de vista jurídico-administrativo: Autónomo, Descentralizado y Fiscalizador, razón por la cual, tiene como característica funcional, el ser un organismo Técnico, tanto por las tareas que debe desarrollar, por la calidad de sus funcionarios , como por las materia a que se aboca”. 

4.- La inspección del trabajo, entendida como función o actividad, coadyuva en los propósitos que la legislación laboral aspira a cumplir en la sociedad, presupone que la acción espontánea de los interesados  es por si misma insuficiente para garantizar su eficaz cumplimiento; tiene, pues, el mismo presupuesto material que la inspección en cuestiones tributarias. De ahí que se puede afirmar que la historia de la legislación de carácter social en el orden laboral sea también la historia de la Inspección del Trabajo. En efecto, las primeras leyes laborales inglesas, sobre jornada de mujeres y menores, confiaban la fiscalización de su cumplimiento a los Tribunales de Justicia, a los órganos parroquiales, entre otros, de tal manera que este sistema fue insuficiente para lograr el objetivo perseguido.

Estas fallas estructurales llevaron a la constitución de servicios especializados, técnicos e independientes, lo que se consiguió con la dictación de la Ley Althorp, en 1833.

La solución inglesa al problema se extendió por Europa y alcanzó un importante desarrollo después de la Conferencia de Berlín de 1890, convocada por Guillermo II de Alemania, en línea con la política social interna seguida por Bismarck desde 1881. En la Conferencia se siguió la regla tradicional de que sólo serían válidos los acuerdos adoptados por unanimidad, para no lesionar el principio  de la soberanía de cada uno de los Estados, frustrándose la idea de implantar los servicios de inspección del trabajo en los Estados asistentes. El paso decisivo se dio con la constitución de la Organización Internacional del Trabajo, en 1919,la cual formuló como uno de sus nueve principios fundamentales que: 

“ Cada Estado deberá organizar un servicio de inspección, en el que participarán mujeres, a fin de velar por la aplicación de las leyes y reglamentos para la protección de los trabajadores”(Tratado de Versalles, cláusula 9ª, artc. 427).  
 
La O.I.T. mediante la Recomendación de 1923, inspiró la organización del servicio en un gran número de países y consolidó sus criterios mediante la aprobación del Convenio Nº  81 de 1947 relativo a la Inspección de la Industria y del Comercio, complementado con una Recomendación Nº 81 del mismo año. En 1969, mediante el Convenio Nº 129, se extendió la inspección al ámbito de la agricultura y Nº 178, en 1996 relativo a la inspección de las Condiciones de Vida y de Trabajo de la Gente de Mar.

El Convenio Nº 81 contiene los principios generales sobre la misión de la inspección del Trabajo, las facultades y obligaciones especiales de los inspectores, la organización y personal de la inspección, los medios  de acción de los servicios de inspección y los informes de los inspectores. Este convenio se ha extendido a la inspección de  todas las actividades económicas.

Las funciones del sistema de inspección según el Convenio Nº 81, son las siguientes:

a) Velar por el cumplimiento de las disposiciones legales relativas a las condiciones de trabajo y a la protección de los trabajadores en el ejercicio de su profesión, tales como las disposiciones sobre horas de trabajo, salarios, seguridad, higiene y bienestar, empleo d menores y demás disposiciones afines en la medida en que los inspectores del trabajo estén encargados de velar por el cumplimiento de dichas disposiciones;

b) Facilitar la información técnica y asesorar a los empleadores y a los trabajadores sobre la manera más efectiva de cumplir las disposiciones legales;

c) Poner en conocimiento de la autoridad competente las deficiencias o los abusos que no estén específicamente cubiertos por las disposiciones legales existentes. 

En cuanto a las prerrogativas de los inspectores del trabajo, el Convenio Nº 81 establece que éstos podrán entrar libremente y sin previa notificación, a cualquier hora del día o de la noche, en todo establecimiento sujeto a inspección o respecto del cual exista un motivo razonable para suponer que esta sujeto a inspección, a fin de proceder a cualquier prueba, investigación o examen que consideren necesario para cerciorarse de que las disposiciones legales son estrictamente observadas. Para tales efectos, los inspectores del trabajo estarán facultados para interrogar, solos o ante testigos, al empleador o al personal de la empresa sobre cualquier asunto relativo a la aplicación de las disposiciones laborales, así como para exigir la presentación de cualquier documentación establecida por la legislación del trabajo a fin de verificar su conformidad con las disposiciones legales y para obtener copias o extractos de la misma, para requerir la colocación de avisos señalados por la ley y, por último, para tomar y llevarse muestras de las sustancias y materiales utilizados o manejados en el establecimiento con el propósito de ser analizadas, siempre y cuando ser notifique al empleador o su representante de tal acción.

Asimismo, los inspectores del trabajo están facultados para adoptar las medidas destinadas a suprimir los defectos comprobados en las instalaciones, montaje o métodos de trabajo que, a su parecer, constituyen razonablemente un peligro para la salud o seguridad de los trabajadores.

Con objeto de que se adopten tales medidas dentro del marco de la ley, los inspectores del trabajo estarán habilitados, a reserva de los recursos judiciales o comunitarios previstos por la legislación nacional, para ordenar o hacer ordenar las modificaciones necesarias en las instalaciones cuyo estado pueda afectar a la salud y la seguridad de los trabajadores y exigir que se adopten las medidas inmediatas en caso de que l peligro sea inminente.

Se preverán sanciones pertinentes por la infracción de las disposiciones legales cuya aplicación está sujeta a la fiscalización de los inspectores del trabajo y por cualquier obstrucción de que éstos sean objeto en el desempeño de sus funciones.

En cuanto a los deberes y obligaciones de los inspectores se establece que éstos no podrán poseer interés directo o indirecto alguno en las empresas que estén bajo su vigilancia, ni deberán revelar, aun después de haber dejado el servicio, los secretos comerciales o de fabricación o los métodos de producción de que puedan llegar a tener conocimiento en el desempeño de sus funciones. Además, deberán tratar en forma absolutamente confidencial el origen de cualquier queja que se les de a conocer un defecto o infracción de las disposiciones legales para que los trabajadores en ningún caso vean afectada su seguridad en el empleo.

 
Es interesante señalar que en 1998, la Conferencia Internacional del Trabajo aprueba la Declaración de Principios y Derechos Fundamentales en el Trabajo, según la cual, todo país, por el sólo hecho de ser miembro de la O.I.T., se compromete a cumplir los principios contenidos en aquellos convenios, aún cuando no los haya ratificado. 
 

El aporte de la O.I.T. se puede sintetizar de la siguiente manera: “ La O.I.T., con sus Programas y su obra legislativa y técnica, protagonizo desde su creación, la internacionalización del Derecho del Trabajo, a la que dio clarísima fundamentación doctrinal. Posteriormente la idea apareció en numerosas entidades y proyectos, y  como era lógico, está recogida y desarrollada en las grandes organizaciones internacionales posteriores a la Segunda Guerra Mundial. La Organización de las Naciones Unidas, el Consejo de Europa, la Comunidad 

Europea, La Organización de los Estados Americanos, etc., ofrecen en sus Estatutos y en sus estructuras orgánicas muestras reveladoras de un incipiente intervencionismo normativo y administrativo en materias laborales a escala internacional.” 

Finalmente, los Estados miembros de la O.I.T. deberán promover una cooperación eficaz entre los servicios de inspección y demás servicios públicos o privados que desarrollen actividades análogas, así como la colaboración entre los funcionarios de la inspección del trabajo, los empleadores y los trabajadores o sus organizaciones. 

ANALISIS  DE LA FUNCION FISCALIZADORA DE LA DIRECCION DEL TRABAJO

CAPITULO I : LA INTERVENCION ADMINISTRATIVA EN EL AMBITO LABORAL.
“La legislación laboral sin inspección es más un ejercicio de ética que una disciplina social obligatoria”

 M. Alonso Olea 

1.1 Concepto y Composición de la Administración del trabajo. 2.2 Evolución de la Normativa Laboral en Chile. 3.3 Organismos de la Administración Pública en Chile.

1.1- Concepto y composición de la Administración del Trabajo.
 
La concepción acerca del rol del Estado y de los medios que éste debe utilizar para lograr sus fines, ha variado sustancialmente a lo largo de la historia, en particular, en la historia del mundo contemporáneo del Estado de signo liberal e individualista, que se limitaba a garantizar el ejercicio de la libertad individual y el disfrute de la propiedad privada, se paso a un Estado de signo intervencionista que concurre con los particulares, cuando no los desplaza, para conseguir la promoción del bienestar general. 

El cambio experimentado reveló que el orden económico y social, no fue considerado como un orden autónomo, exento de la acción estatal, por el contrario, se admitió que la acción de los particulares resultaba insuficiente para lograr al menor costo posible un orden social conforme a un ideal de justicia. La consecuencia es obvia : “ El Estado reguló la vida económica y social, constituyó nuevos órganos jurisdiccionales o amplió la competencia de los ordinarios y, en fin, estableció una red de servicios públicos que atendían a la consecución de sus nuevos objetivos, completando así el intervencionismo normativo con el propiamente administrativo”.
 

En ese contexto se le reconoció al Estado la función de velar por la protección de la parte trabajadora y de supervigilar el sistema de relaciones laborales. 

Podría tipificarse  la acción estatal laboral  por el uso progresivo de las siguientes medidas o técnicas de intervención: policía , legislación y fomento, hasta llegar a los servicios públicos encaminados a satisfacer la necesidad pública de que se trate de una manera directa, por órganos de la propia administración creados al efecto y con exclusión o en concurrencia con los particulares. 

El intervencionismo administrativo, como una parte del intervencionismo estatal, fue una necesidad surgida da la propia legislación laboral, pues su observancia, al igual que su preparación, exigieron desde un principio la constitución de unos organismos  y entidades estatales que pudieran imponerla a la voluntad individual y colectiva que se pretendía con formar con el signo de lo social.

 En resumen, el Estado desplegó su acción para la regulación de un orden laboral tres planos funcionales: con nuevas normas; con nuevos órganos de justicia; y con la constitución y actividad de una nueva Administración.

Hoy día esa filosofía política se encuentra sometida a un creciente cuestionamiento  y se asumen posiciones no intervencionistas, de modo que el Estado vuelve a funciones de garantía última o mínima, pero la gestión se confía a la iniciativa privada o se coordina con ésta. La “desregulación”, es una de las alternativas triunfantes frente a la socialización, la nacionalización etc. que se tienen como técnicas estériles y anacrónicas. La acción del Estado pero de forma subsidiaria, comenzó a ser aceptada, articulándose los principios de autonomía y democracia para las relaciones entre el Estado y la sociedad. 

La Administración del Trabajo puede ser definido  de acuerdo con el Convenio Nº 150 de la O.I.T. de 1978 como “ el conjunto de actividades de la gestión pública en materia de política nacional del trabajo”. 
 Lo anterior comprende a todos los organismos que participan en esas actividades, conformando el llamado sistema de administración del trabajo. Por su parte la Recomendación Nº 158 de la O.I.T. de 1978, señala tres funciones principales del sistema de administración del trabajo : normas del trabajo , relaciones de trabajo y empleo. 
 Tal sistema es encabezado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y está integrado por  organismos de la administración pública centralizada y de la funcional y geográficamente descentralizada, así como por las estructuras institucionales que coordinan  las correspondientes actividades y, también por las existentes para la consulta participación de los empleadores y de los trabajadores y de sus organizaciones.

De acuerdo con lo expuesto, la Administración pública laboral puede tener un contenido muy amplio : comprendería todos los servicios estatales que están relacionados con la regulación y desarrollo de las relaciones laborales. Los órganos titulares del poder normativo originario, los Tribunales de Justicia , etc., entrarían en este concepto, que perdería en precisión lo que gana en extensión. de ahí la necesidad de introducir algunas especificaciones.

En primer término ha de tomarse la Administración en su sentido ordinario de poder administrativo, distinto del legislativo y judicial. En segundo término, debemos dejar fuera a aquellos órganos y entidades que tienen una competencia genérica, que afecta tanto a las relaciones laborales como la de otros sectores sociales o que tienen respecto de esas relaciones una competencia indirecta. 

“ En la práctica - señala Efrén Borrajo -  la Administración laboral está integrada por los organismos y entidades que tienen una competencia específica en las materias laborales, y, más concretamente , en las relaciones de trabajo, individuales y colectivas, y el la Seguridad social” 

Este conjunto de organismos y entidades que tienen la señalada competencia, lo que denominaremos Administración Pública Laboral y colaboran con ella un gran número de entidades privadas, incluso las mismas empresas amparadas en el principio de subsidiaridad.

La determinación de los cometidos básicos de la administración del trabajo se relaciona estrechamente con la fijación de sus ámbitos de competencia. Ambos son influidos por la naturaleza de las demandas políticas. Señala Emilio Morgado que  no existe un enunciado de cometidos que constituyan un “modelo” universalmente apropiado, ya que ellos están determinados por los objetivos y contenidos de la política nacional laboral, ésta comprende “ tanto las orientaciones y directrices para el manejo de los asuntos referidos al trabajo humano, como las actividades encaminadas a materializar aquellas orientaciones y directrices.”  

En otros términos, dicha política señala las actividades a desarrollar por los que intervienen en los asuntos laborales, así como los procedimientos y los fines previamente establecidos.

No obstante la inexistencia de un modelo de validez universal, se puede afirmar que los cometidos de la administración del trabajo generalmente incluyen los siguientes aspectos : 

(a)  la inspección del cumplimiento de las normas del trabajo;

(b)  las relaciones individuales y colectivas de trabajo ;

(c)  la seguridad y salud en el trabajo

(d)  el empleo ;

(e)  la formación profesional ;

(f)  los asuntos internacionales del trabajo :

(g)  la legislación del trabajo ;

(h)  la rehabilitación profesional, y

(i)  la seguridad social.

Por otra parte, reafirmando el principio de intervención administrativa en el ámbito laboral, se establece el carácter tutelar del Derecho del Trabajo, por cuanto pretende dar protección a la parte económicamente más débil de la relación laboral, esto es, al trabajador. Al respecto, la función protectora del Estado se establece en el artc. 2º inc. final del C.T., el cual previene : “ Corresponde al Estado amparar al trabajador en su derecho a elegir libremente su trabajo y velar por el cumplimiento de las normas que regulan la prestación de servicios”. 

El profesor Francisco Tapia G. sintetiza de la siguiente manera lo ya referido : “ La juridificación de las relaciones del trabajo a través de la norma de derecho del trabajo, impuso entonces en las leyes y código del trabajo, instituciones que tenían el sello de lo protector para aquella parte de las relaciones obrero-patronales que se distinguían por la condición de desigualdad para contratar, por lo que el Estado otorgaba un amparo normativo. Es lo que ocurrió en el caso chileno con las leyes de 1924 y el Código de 1931, así como su desarrollo legislativo posterior hasta 1978, año en que se modifican las normas sobre contrato de trabajo bajo un sello distinto  del que rigió tradicionalmente  las relaciones laborales” 

A esa evolución normativa que ocurrió en nuestro país nos referiremos en el próximo punto.

2.2- Evolución de la normativa laboral en Chile.

Dado que este tópico se aparte del tema central de este estudio sólo nos referiremos de manera general al mismo.

En Chile el derecho del trabajo, en el sentido de una normativa específica que tiene por objetivo central la tuición de los derechos de la parte más débil de la relación laboral, no nace sino en la tercera década del siglo XX.  Sin embargo, orígenes de disposiciones referidas a la regulación de las relaciones laborales, se encuentran en los Códigos dictados durante el siglo XIX.

Cabe señalar que antes de que nuestro país alcanzara la independencia política de España, en el periodo que comprende la conquista y la colonia, existió una copiosa legislación laboral, al respeto recomendamos consultar el estudio “ El Derecho Indiano del Trabajo” del profesor  Manuel Salvat Monguillot. 

El Código Civil de 1855 en los párrafos 7,8 y 9 del Título XXVI del Libro IV, contemplaba normas como el desahucio, causales de terminación del contrato, duración del mismo etc. . El Código de Comercio de 1865, por su parte, incorporó normas de protección a los trabajadores respecto de los contratos de los hombres de mar, así como disposiciones referidas a los agentes de comercio y empleados dependientes de comercio.

El Código de Minas de 1888, contemplaba disposiciones similares a las del Código Civil en lo que respecta al arrendamiento de servicios de operarios mineros.

Por su parte, el Código de Procedimiento Civil impuso en el artículo 455, ciertas normas de amparo de los trabajadores al establecer la inembargabilidad de los sueldos, salarios y jornales, así como la de los útiles a aperos para el ejercicio profesional de los oficios.

Luego de la Guerra del Pacífico, el auge salitrero dinamizó el conjunto de la economía chilena aumentado significativamente el número de los trabajadores asalariados, no sólo en la minería sino también en la industria, en el transporte y en el comercio.

 
A fines del siglo XIX y comienzos de siglo XX, se evidencian desmejoradas condiciones de trabajo de los obreros, surge la denominada “cuestión social”, que traerá como consecuencia la dictación de las primeras leyes sociales que trataron de remediar esa situación. Al respecto podemos citar: Ley 1.838, sobre habitaciones obreras ; Ley 1.990, sobre descanso dominical ; Ley 2.951, de la silla ;Ley 3.170, sobre accidentes del trabajo y Ley 3.185, sobre salas cunas, entre otras.

En 1907 comienza también el incipiente desarrollo del sistema de administración del trabajo con la creación, por decreto 730,  de la Oficina de Estadística del Trabajo, dependiente del Ministerio de Industrias y Obras Públicas, con funciones de investigación  y apoyo a la generación de legislación.

En 1920 comienza una nueva etapa en la historia de Chile, con la elección del Presidente don Arturo Alessandri Palma. Del pensamiento político del gobernante y de la época en general se puede apreciar el carácter tuitivo que tiene desde un comienzo la legislación laboral chilena  y la importancia que en el programa del Presidente se le otorga a la legislación laboral, pues “... en estos conflictos que,(se refiere a la  huelga de los obreros del carbón) desgraciadamente, se van generalizando entre nosotros, hay siempre una parte débil frente a la otra que es fuerte y poderosa ; necesario, conveniente, indispensable es, entonces que entre el débil y el fuerte aparezca la justicia soberana e imparcial, fría como la ley, majestuosa como la fuerza moral que ella representa, fuerza moral que dirima la contienda, que restablezca la paz y el orden, produciendo la armonía entre el capital y el trabajo, los dos rodajes de la máquina del progreso.

...Nadie puede desconocer la eficacia del proletariado como factor económico irremplazable y el Estado debe tener los elementos necesarios para defenderlo, física, moral e intelectualmente.

...En el mecanismo de nuestra organización administrativa falta el órgano adecuado para atender, desarrollar y fiscalizar todas las cuestiones relativas a los problemas económicos - sociales. Ese órgano es el Ministerio del Trabajo y de la Previsión Social que debe crearse, que reclama la opinión y el cual vengo pidiendo desde hace tiempo con resolución inquebrantable”. 

 
En la administración de Alessandri se prepara un proyecto de Código del Trabajo que se envía al Congreso en 1921 y que fue redactado por don Moisés Poblete Troncoso con la cooperación de Claudio Arteaga y Alfredo Weber, entre otros. Sin embargo, el proyecto no fue aprobado por el Congreso. 

La crisis política del periodo, provocada en gran medida por las demandas sociales insatisfechas, provoco la presión de la oficialidad militar joven para el despacho de un conjunto de leyes de carácter social en el año 1924, algunas de esas leyes fueron las siguientes :

a)  Ley  4.053 sobre contrato de trabajo de obreros ;

b)  Ley  4.054 sobre seguro obrero ;

c)  Ley  4.055 sobre accidentes del trabajo ;

d)  Ley  4.056 sobre tribunales de conciliación y arbitraje ;

e)  Ley  4.057 sobre organización sindical ;

f)  Ley  4.058 sobre cooperativas ;

g)  Ley  4.059 sobre contrato de trabajo de empleados particulares .

La Constitución Política de 1925, a su vez, incorporó por primera vez preceptos propiamente laborales (artículo 10), que consagraba normas sobre protección al trabajo.

La ley 4.056, es refundida en el decreto 2.100, de 1927, el cual estableció en primera instancia los Juzgados del Trabajo (órgano unipersonal), y en segunda instancia, los Tribunales del Trabajo (órgano colegiado).

En 1930 el gobierno de Carlos Ibañez del Campo presentó al Congreso un proyecto de Código del Trabajo que refundía en un sólo texto las leyes vigentes, haciendo diversas correcciones en ellas. Dicho proyecto no alcanzó a tratarse por el Parlamento, pues el Gobierno obtuvo facultades extraordinarias. En virtud del D.F.L. 178 de 1931, el propio poder ejecutivo promulgó el primer Código del Trabajo de Chile, el que estaba constituido por cuatro libros :

I .-  Del Contrato de Trabajo.

II.-  De la Protección de Obreros y Empleados en el Trabajo.

III.- De las Organizaciones Sindicales.

IV.- De los Tribunales y de la Dirección del Trabajo. 

Desde la promulgación de las leyes sociales señaladas hasta  la dictación del Código del Trabajo de 1931, se dictan diversas leyes de ese carácter y se ratifican los primeros ocho convenios de la Organización Internacional del Trabajo ( O.I.T.).La estructura básica del Código de 1931 se mantuvo hasta el 15 de junio de 1978, aunque fue objeto de numerosas y fundamentales modificaciones. 

Siguiendo  el análisis  del profesor Francisco Walker E., las características de la institucionalidad  laboral chilena en el periodo que se extiende entre 1931 y 1973 son las siguientes :

1.- En el ámbito de las relaciones individuales del trabajo se parte de la distinción entre obreros y empleados, según predominara el esfuerzo físico o intelectual, con normas diversas para cada uno de estos trabajadores.

2.- En cuanto al término de la relación laboral, hasta 1966 existieron normas que permitían el libre despido delos trabajadores con un simple pre-aviso de seis días en caso de los obreros y de 30 días para los empleados.

En 1966, se dicta la ley Nº 16.455 que estableció una estabilidad relativa en el empleo, pudiéndose despedirse sólo por una causal específicamente determinada en la ley, teniendo el derecho el trabajador de reclamar de ese despido , debiendo el empleador reincorporar al trabajador o pagar una indemnización.

Existía durante todo ese periodo una normativa sobre despidos colectivos que significaba que para poder despedir en una empresa a un determinado número de trabajadores, se requería de una autorización conjunta del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y del ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.

3.- En el ámbito de las relaciones colectivas del trabajo, la ley establecía normas sobre sindicatos  y conflictos colectivos del trabajo. En el ámbito de la Seguridad Social se fue creando paulatinamente, un sistema de pensiones sobre la base de un Seguro Social Obligatorio con aporte del empleador, del trabajador y, en algunos casos, con aporte del Estado. Este sistema se encontraba regido principalmente por el sistema financiero de reparto. 

A partir del año 1973, la normativa del Trabajo comienza a  cambiar sustancialmente por el cambio de la filosofía política que el país experimento a contar de esa época. Algunas de las primeras normas que se dictaron  fueron las siguientes :

1.- Bando Nº 36 y  Decreto Ley Nº 43, de 1973, que suspendieron los pliegos de peticiones, conflictos colectivos y juntas de conciliación, prorrogando sucesivas veces los instrumentos colectivos vigentes hasta 1980.

2.- Decreto Ley Nº 198, de 1973, que limita las actividades sindicales, situación que tratan también los Decretos Leyes Nº 2346, 2347 y 2376, de 1978.

3.- Decreto Ley Nº 307, de 1974, que fusionó en un sistema único la diversidad de sistemas existentes de prestaciones familiares.

4.- Decreto Ley Nº 670 de 1974, en su articulo 86, que coloca término al funcionamiento de todas las Comisiones Tripartitas existentes, con la sola excepción de la correspondiente a la locomoción colectiva particular, que subsiste hasta 1981.

5.- Decreto Ley Nº 1447 de 1976 que crea el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo (Sence).

Con al dictación del Decreto ley Nº 2.200, de 1978, se inicia la construcción de una normativa laboral, basada en el modelo neoliberal ; normativa que rompe el carácter tuitivo del derecho laboral chileno, buscando privilegiar la iniciativa privada y la flexibilidad de las relaciones de trabajo. En el plano político se pone en marcha el denominado Plan Laboral que expresa una visión coherente del gobierno en materia de relaciones laborales y cuya importancia doctrinaria puede resumirse en  que consagra la libertad de asociación, impidiendo cualquier especie de asociacionismo no voluntaria.

Se pueden distinguir, según Francisco Walker E., dos etapas en la construcción de la institucionalidad laboral durante el Régimen Militar :

1.- 1973 a 1978 : esta etapa se caracterizó por una indefinición del gobierno entre dos tendencias ; una que quería introducirle reformas a la legislación laboral y previsional vigente en esa época, sin innovar profundamente con respecto a la normativa anterior, y otra que quería cambiar la legislación en sus bases más profundas.

2.- 1978 a 1990 : esta etapa es de la mayor trascendencia del Régimen Militar, pues en ella se produce una verdadera “Revolución Laboral” que se encuentra ligada con la instauración de un modelo de Economía de Mercado, de carácter ortodoxo. 

Los aspectos más importantes de esa política - señala el profesor Walker- en lo que materia del trabajo se refiere se pueden sintetizar en los siguientes puntos :

 a).-  La consideración del mercado de trabajo como un elemento importante a ser considerado en el ámbito de la legislación laboral, lo que significa un acercamiento al concepto de trabajo mercancía.

 b).-  Colocar como eje  de las relaciones de trabajo la empresa, lo que significa en materia de relaciones colectivas del trabajo, que éstas deben circunscribirse a tal ámbito.

 c).-  Darle a las relaciones individuales del trabajo un enfoque flexibilizador , tratando de integrar los principios clásicos del Derecho Laboral, como son el de la “tutela del trabajador” y el de la “irrenunciabilidad de los derechos”.

 d).-  Darle un enfoque a las relaciones de trabajo congruente con la necesidad  de incentivar el éxito de la empresa.

 e).-  Establecer como principio que estará detrás de la nueva legislación vigente, que es el de monopolio del empleador en la administración de la empresa.

Respecto de las relaciones colectivas del trabajo, se dicta en 1979 un conjunto de decretos leyes relativos a : organizaciones sindicales, negociación colectiva y asociaciones gremiales.

 En 1987, por Ley Nº 18.620, se aprueba un nuevo Código del Trabajo, en el que se refunden las normas sobre relaciones individuales y las relaciones colectivas del trabajo, que reemplazan al Código del Trabajo de 1931. No obstante, se mantienen vigentes otros cuerpos normativos complementarios, en especial, los que fijan la organización, estructura y funciones de diversos organismos de carácter laboral.

Desde 1990, con el advenimiento del régimen democrático de gobierno, se producen cambios en la institucionalidad del trabajo, con el propósito de lograr un equilibrio entre los conceptos de equidad y productividad, además de mantener el avance económico con conjuntamente con el avance en el plano social.

Por iniciativa del poder ejecutivo, se dictaron diversas leyes entre las que sobresalen :

 La Ley Nº 19.010, de 1990, sobre Terminación del Contrato de Trabajo, la cual elevó las indemnizaciones de cinco a once años para los trabajadores contratados después de 1981 ; eliminó el desahucio unilateral del empleador , estableciendo que todo desahucio debe ser fundado en causa legal ; aseguró la posibilidad de reclamo judicial en el caso de despido por necesidades de la empresa, el cual, en el evento de ser acogido, permite el trabajador recibir un 20% adicional a su indemnización. Esta misma Ley eliminó la posibilidad de despedir trabajadores con fuero en virtud de las causales que establecía el artículo 157 del Código del Trabajo(derogado), de manera que siempre será requisito previo la autorización del juez competente. Se incorporó también el incremento previsional en la base de cálculo de las indemnizaciones y se creó una indemnización a todo evento que pueden acordar voluntariamente las partes a partir del séptimo año de antigüedad del trabajador. Esta Ley estableció, por primera vez, un sistema de indemnizaciones para los trabajadores de casa particular.

 
La Ley Nº 19.049,de 1991, sobre Centrales Sindicales, dota a éstas de un amplio campo de oportunidades de acción, otorga fuero a sus dirigentes y contempla permisos y otros mecanismos para un desarrollo adecuado de sus responsabilidades sindicales.

La Ley Nº 19.069, de 1991, sobre Organizaciones Sindicales y Negociación Colectiva, fortaleció los fueros sindicales, incrementó los permisos para que los dirigentes puedan desarrollar sus funciones, estableció un sistema eficaz de recaudación financiera para las organizaciones y determinó que todos los trabajadores que se beneficien de la negociación colectiva realizada por los sindicatos contribuyan a su funcionamiento con el pago de una contribución equivalente al 75% de la cuota sindical ordinaria durante el periodo de vigencia del convenio colectivo.

Respecto de la negociación colectiva, se ampliaron las materias de negociación eliminando las excesivas prohibiciones que tenía el Código del Trabajo. Se permite que los sindicatos de trabajadores eventuales y, cuando existe acuerdo de las partes, los sindicatos interempresas, las federaciones y confederaciones, también puedan subscribir instrumentos colectivos.

A las anteriores leyes mencionadas debemos agregar la Ley Nº 19.250, de 1992, que introduce diversos cambios en distintos aspectos sobre las relaciones individuales del trabajo y la Ley Nº 19.296, de 1994, sobre Asociaciones de Funcionarios Públicos. 

Este conjunto de modificaciones se traduce en un nuevo texto refundido, coordinado y sistematizado del Código del Trabajo, que modifica y reemplaza el texto refundido de 1987. A juicio del profesor Francisco Walker, “ si bien desde el punto de vista formal el nuevo texto antes citado constituya un nuevo Código del Trabajo, en cuanto a su fondo parece más bien ser una edición con modificaciones de aquel elaborado en 1987”. 

Además en el año 1992, nuestro país, mediante Decreto Supremo Nº 677, ratificó el Convenio 144 de la O.I.T. :T :, el cual busca generar procedimientos que aseguren consultas efectivas entre los representantes de los trabajadores, de los empleadores y del gobierno acerca de los convenios Internacionales y Recomendaciones de la O.I.T., así como respecto de las demás actividades de ese organismo internacional.

Finalmente, entre 1994 y 1996 no se han producido cambios sustanciales en la legislación, salvo algunas disposiciones en materia procesal en algunos temas puntuales y normas acerca del funcionamiento de la Dirección del Trabajo.

3.3- Organismos de la Administración Pública del Trabajo en Chile.

Según las normas internacionales del trabajo relativas a la competencia de la Inspección del Trabajo de la O.I.T. , las actividades de la gestión pública en materia de política nacional del trabajo son realizadas por organismos  oficiales tales como instituciones públicas, organismos paraestatales, administraciones regionales, locales o descentralizadas  y cualquiera otra estructura institucional establecida con el objeto de coordinar dicha labor. 

El funcionamiento de la administración del trabajo  debe asegurar la consulta  y participación de los empleadores, los trabajadores, y sus representantes ; y sus estructuras deben contar con un personal suficientemente  capacitado.

El Convenio Nº 150 de la O.I.T.  señala que las organizaciones no gubernamentales, especialmente las de los empleadores y los trabajadores, pueden desempeñar ciertas actividades de administración del trabajo y resolver determinadas cuestiones  mediante negociaciones colectivas. Estas organizaciones deben ser consultadas  y cooperar con las autoridades públicas en el marco del sistema de administración del trabajo.

En España, el centro de la orgánica de la administración del trabajo es el  Ministerio del Trabajo y Asuntos Sociales, prolongado  y multiplicado en su acción por Entidades Gestoras  de Seguridad Social y por ciertos organismos  y servicios más o menos independientes, pero sometidos a la dirección y tutela de dicho Ministerio.

En Latinoamérica, en un importante número de Ministerios del Trabajo se advierte la existencia de órganos de dirección a los que se suelen unir órganos de apoyo directo a la función ministerial. A ello se agregan órganos de consultoría y asesoramiento técnico y órganos operativos en sectores especializados.

Además, expresa Emilio Morgado, existen órganos colegiados, generalmente tripartitos a los que se les asignan facultades variadas : algunos tienen el carácter de consultivos, otros son de gestión y otros son de verificación y control, en tanto que otros tienen facultades normativas o bien jurisdiccionales. En esos órganos tripartitos tienen lugar algunas manifestaciones de la participación de los trabajadores y de los empleadores - y de sus respectivas organizaciones - en la administración del trabajo. Tal participación puede asumir las modalidades de consulta, de cooperación y de delegación de funciones. 

Las relaciones entre al administración del trabajo y los empleadores y los trabajadores  - y sus organizaciones- no se agotan en las modalidades de participación ya señaladas, sino que también se manifiestan en servicios de asesoramiento  y de apoyo puestos a disposición de los usuarios sociales. Entre esos servicios destacan :

a)  estudios e investigaciones en materia laboral.

b)  estadísticas de trabajo y de empleo.

c)  informaciones acerca de la legislación vigente.

d)  orientaciones acerca del apropiado cumplimiento e interpretación de las normas del trabajo y

e)  programas de capacitación y actualización en temas laborales..

En Chile, los principales organismos de la administración del trabajo son el Ministerio del Trabajo y Previsión Social,  la Subsecretaría del Trabajo y los organismos vinculados  a ella y la  Dirección del Trabajo.

En este capítulo sólo haremos una breve descripción  del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y de la Subsecretaria del trabajo y los organismos vinculados a ella, para luego detallar el origen, la evolución y la estructura orgánica de la Dirección del Trabajo.

1.3.1.- El Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

El Ministerio del Trabajo fue creado por Decreto Ley Nº 44, de 14 de octubre de 1924, con el nombre de Secretaría de Estado de Higiene, Asistencia, Previsión Social y Trabajo, que comprendía también al actual Ministerio de Salud, siendo posteriormente separados en virtud del Decreto Ley Nº 2, del año 1932.  Dicho Ministerio es dirigido por el Secretario de Estado denominado Ministro del Trabajo y Previsión Social, quien es asesorado por los subsecretarios  y por las secciones que de él dependen. Por su intermedio realiza el Presidente de la República, la política social que estima más conveniente.

Le corresponde  proponer y formular las políticas específicas del trabajo y previsión social, estudiar y proponer la legislación aplicable a estos sectores ; controlar el cumplimiento de esas normas ; evaluar el cumplimiento de las políticas aplicadas, supervigilar y fiscalizar la administración que ejecuten los servicios de su dependencia, y coordinación  que debe realizarse con las autoridades superiores de Gobierno y con las organizaciones del área privada.

El Ministro, como representante del Presidente de la República, es el jefe de las subsecretarías del Trabajo y Previsión Social y de los funcionarios públicos  dependientes de su Ministerio. Le corresponde especialmente : 

a)  Fijar las políticas en todos los asuntos relativos a su Ministerio.

b)  Adoptar planes y programas y velar por su cumplimiento

c)  Orientar las relaciones públicas del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y servicios de su dependencia  y dirigir las relaciones internacionales de él, de acuerdo con el Ministerio de Relaciones Exteriores.

d)  Determinar las normas y criterios sobre relaciones humanas y administración del personal del 

 Ministerio y servicios de su dependencia.

e)  Promoverla reforma y perfeccionamiento de la legislación en asuntos de su incumbencia.

f)  Cuidar el estricto cumplimiento de las instrucciones del Presidente de la República y de los acuerdos del Consejo de Gabinete, y

g)  Realizar todas aquellas funciones que sean necesarias para la buena marcha de su Ministerio y que la Ley le imponga o faculte.( D.F.L. 25/59  artcs. 1º y 2º)

 Los Subsecretarios, como colaboradores inmediatos y directos del  Ministro, deben ocuparse de la administración y servicio interno del Ministerio, y especialmente de :

a)  Subrogar al Ministro, según antigüedad en la designación.

b)  Informar permanentemente al Presidente de la República de la gestión ministerial.

c)  Coordinar su gestión con los Subsecretarios de los demás Ministerios  para la formulación de acciones comunes en aspectos sectoriales.

d)  Impartir las instrucciones, fiscalizar su aplicación y coordinar la acción de los organismos del sector correspondiente.

e)  Velar por el cumplimiento de las instrucciones gubernamentales sobre descentralización administrativa y descentralización.

f)  Ejercer las atribuciones o ejecutar las tareas que el Ministro le delegue.

g)  Firmar por el Ministro la documentación que éste determine, salvo los decretos supremos, sin perjuicio de lo dispuesto en la letra a) precedente.

h)  Presentar la documentación para conocimiento y firma del Presidente de la República.

i)  Rectificar los decretos ya firmados por el Presidente de la República y por el Ministro respectivo o por este, en su caso, sólo para corregir los errores manifiestos de escritura o numéricos. (D.L. 1028/75, artc. 2º).

Los Secretarios Regionales Ministeriales son los representantes del respectivo Ministerio en cada región del país, y actúan como colaboradores directos del Intendente Regional. En cuanto a los cargos de Secretarios Regionales Ministeriales del Trabajo y Previsión Social, fueron establecidos por el D.F.L.  Nº 3 de 1987, del Trabajo, y a ellos no se les han asignado atribuciones y funciones específicas sectoriales.

1.3.2.- La Subsecretaría del Trabajo y los organismos vinculados a ella.
 El Subsecretario del Trabajo es el colaborador directo del Ministro en todos los asuntos laborales y tiene a su cargo la responsabilidad especial de la administración y servicio interno del Ministerio y de las funciones que no correspondan a organismos técnicos determinados.

Le corresponde específicamente a esta Subsecretaría :

a)  Ejecutar las políticas, normas e instrucciones emanadas del Ministro.

b)  Supervisar el cumplimiento de las leyes del trabajo, y

c)  Administrar el presupuesto de la Subsecretaría. (D.F.L. 1/67, artc. 5º).

Si bien la estructura orgánica de la Subsecretaría contempla la existencia de una Oficina de Planificación y Presupuesto (artc. 6º del D :F.L. 1/67 y artc. 10 de la Ley 16.635),  y de una asesoría técnica, es necesario destacar que ellas dejaron de operar. Las funciones  de estas oficinas fueron redistribuidas entre los gabinetes del Ministro y Subsecretario.

Subsisten, sin embargo, un área de Relaciones Laborales Internacionales ; la Secretaría del Ministro ; la Jefatura Administrativa y las Secretarías Regionales Ministeriales, las cuales colaboran directamente con el Intendente.

Los organismos vinculados a la Subsecretaría del Trabajo son : la Dirección General de Crédito Prendario y la Dirección del Trabajo.

CAPITULO  II :ORIGEN , EVOLUCION HISTORICA Y ESTRUCTURA ORGANICA DE LA DIRECCION DEL TRABAJO.

“Es imposible pensar que el crecimiento económico pueda darse con equidad social sin la existencia de la Dirección del Trabajo”

María Ester Feres.

2.1 Origen y evolución histórica de la Dirección del Trabajo. 2.2 Estructura orgánica de la Dirección del trabajo.

2.1.- Origen y evolución histórica de la Dirección del Trabajo.

La primera iniciativa para instituir un órgano especial del trabajo se debe a Luis Blanc, cuando propuso, como consecuencia del impulso inspirador de la  Revolución Francesa de 1848, la creación de un Ministerio del Progreso y del Trabajo, proyecto que no llego a concretarse. Las primeras oficinas de trabajo tuvieron objetivos principalmente de índole estadístico, como por ejemplo  las que se establecieron en Gran Bretaña y en el estado de Massachusetts, en los Estados Unidos en 1866 y 1876 respectivamente. 
.

La Dirección del Trabajo, en Chile, tiene como antecedente la Oficina de Estadística del Trabajo, que se creó por decreto Nº 730 de 5 de abril de 1907, publicado en el Diario Oficial el 17 de abril de ese año, que comisionó al inspector de la Sección Estadística Agrícola del Ministerio de Industrias y Obras Públicas, don Simón Rodríguez, para hacer la estadística del trabajo en todo el país, con arreglo a un programa que incluía, entre otras tareas, investigar el número y clase de operarios de cada industria y el número y clase de los que el desarrollo de cada industria exigía, como también estudiar las jornadas de trabajo y sus condiciones generales.  

La obra de la Oficina de Estadística del Trabajo, fue continuada en 1909 por don Eugenio Frías Collao, quien logró darle forma legal, como organismo especializado por decreto Nº 1.938 del Ministerio de Industrias  y Obras Públicas, de 4 de noviembre de 1919, año de creación de la O.I.T., que reglamentó  sus funciones y organización. Las funciones que se le encomendaban se referían  a materias relativas a la legislación social con el objeto de mejorar la condición moral, intelectual           y material de los empleados y obreros, y su estructura estaba constituida por las Secciones de Reformas Legales, Estadística, Inspección del Trabajo, Accidentes del Trabajo, Higiene y Bolsas del Trabajo. 

Se disponía en dicho decreto que en “la Sección Inspección del Trabajo se comprenderá la inspección y vigilancia directa del trabajo con el fin de asegurar el estricto cumplimiento de las disposiciones legales y administrativas vigentes y las que se dicten en lo sucesivo sobre la materia” 
, lo que constituye el origen de la función fiscalizadora del Servicio. 
 Este organismo respondía al nuevo ideario sobre la intervención del Estado en materias relativas a la contratación entre empleadores y trabajadores.

Luis Lizama P. señala taxativamente que este servicio público “ fue creado con el nombre de Dirección General del Trabajo por la Ley Nº 4.053, de 29 de septiembre de 1924. Se le concibió como el organismo técnico que tenía a su cargo los servicios inspectivos del trabajo, establecidos a su vez, para vigilar el cumplimiento de  la legislación social ”. 
 Agrega Lizama que, la creación de un organismo con estas facultades se entendía como necesaria para dotar de eficacia a las normas que protegían a los trabajadores y se sostenía que el grado de perfección de los servicios inspectivos era el factor determinante en el nivel de protección que el sistema jurídico era capaz de asegurar a los trabajadores. Este organismo dependía del Ministerio del Interior.

Por el decreto Nº  2.024 de 10 de diciembre de 1927, que fija la organización de del Ministerio de Bienestar Social, señala dentro de sus organismos dependientes a la Inspección General del Trabajo y establece que le corresponde la fiscalización en el cumplimiento de las leyes pertinentes y lo concerniente a los Tribunales encargados de su aplicación. Esta transformación, según los tratadistas, resiente  profundamente su organización, porque se le confían las facultades inspectivas a los Intendentes y gobernadores en sus jurisdicciones, contando para ello cada Intendencia con su propia Secretaría del Trabajo y de la Vivienda. “Se destruye así  la unidad técnica y administrativa que tenía la dirección y que era la condición esencial de su eficacia  en el control del cumplimiento de la legislación laboral en todo el territorio nacional sin la intervención de las autoridades locales”. 

Posteriormente, el D.F.L.  Nº 1.331 de 5 de agosto de 1930, del Ministerio de Bienestar Social, fija la estructura de la Inspección General del Trabajo, reorganizándola  según las orientaciones impartidas por la O.I.T. que indicaban que  los servicios inspectivos debían actuar  sustraídos de la dependencia de las autoridades locales, aunque esto último no se modificó, la nueva estructura quedo  establecida como sigue: Inspección General, la Secretaría, el Departamento de Bienestar, el Departamento Jurídico (encargado entre otras funciones, de la supervigilancia  de los Tribunales del Trabajo) y por el Departamento de Asociaciones al que se le encomienda la fiscalización y fomento de la organización sindical del país, el fomento de los contratos colectivos y la intervención directa en los conflictos entre patrones y obreros. Señala además, dicho D.F.L. que la Inspección ejercerá sus funciones en las provincias por medio de las Secretarías de Bienestar sobre las que tendrá el control funcional, pero cuya dependencia quedará a cargo de los Intendentes y Gobernadores.

El D.F.L. Nº 178, de 13 de mayo de 1931, que contiene el texto del primer Código del Trabajo, en su título III del Libro IV, define la organización de la Inspección General del Trabajo indicando que habrá una autoridad superior del Trabajo o Subsecretaría del Trabajo e Inspectores Provinciales, Departamentales y Comunales. Mantiene los Departamentos de Bienestar Social, Jurídico y de Asociaciones y esboza un procedimiento de fiscalización. Con lo anterior, el proceso de recuperación del carácter nacional de la Inspección del Trabajo se completó, estableciendo en el artículo 559 que los Inspectores del Trabajo Provinciales, Departamentales y comunales dependerán de la Inspección General del ramo, excluyéndose la subordinación antes referida a Intendentes y Gobernadores.

Mediante el decreto Nº 369, publicado en el Diario Oficial de 27 de mayo de 1932, se aprueba un Nuevo Reglamento Orgánico de la Inspección General del Trabajo, que la define como un organismo dependiente del Ministerio de Bienestar Social, integrada por los departamentos ya mencionados , pero incorporando algunas funciones de apoyo administrativo y de auditoría interna a través de los “Servicios del Personal” y “Control de Visitación General”, respectivamente.

 
En febrero de 1940, la Ley Nº 6.528 reorganizó los Servicios y creó la Dirección General del Trabajo, la que tendría a su cargo la supervigilancia de la aplicación de las leyes del trabajo y del funcionamiento de las sociedades industriales y gremiales. Esa misma Ley, dispuso que la Dirección General del Trabajo dependería directamente del Ministerio del Trabajo, dependencia que se ha mantenido hasta la actualidad. 

En el año 1942 por decreto Nº 321, refundió las disposiciones del Título III del Libro IV del Código del Trabajo y las de la ley Nº 6.528, otorgándole a la Dirección General del Trabajo la estructuración que se prescribía en los artículos 557 a 571 del citado cuerpo legal. Luego por decreto Nº 1.104, de 1943, del Ministerio del Trabajo, se reglamenta en forma detallada la organización del Servicio, la distribución y deberes de su personal, incluidos el personal de los Tribunales del Trabajo y se especifican los procedimientos técnicos, jurídicos  y administrativos. También define la cantidad de Inspecciones Provinciales, Departamentales y Comunales y crea el Departamento de Inspección, entregándole el control funcional y técnico de las inspecciones.

En 1953, mediante el D.F.L. Nº 76, desaparecen de su estructura el personal de los Tribunales del Trabajo pero, en términos generales, se mantiene su estructura, incorporándose una nueva dependencia: el Departamento de Conflictos Colectivos, Sueldos y Salarios. 

El artículo  1º del D.F.L. Nº 76, de 1953, establecía las siguientes funciones de la Dirección General del Trabajo:

“a)    Fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones legales referentes al trabajo y a la previsión social;

  b)   Facilitar información técnica y asesoría a los empleadores y patrones, y a los empleados y obreros y a las organizaciones sindicales sobre la manera más efectiva de cumplir las disposiciones legales;

  c)  Poner en conocimiento de la autoridad competente las deficiencias o los abusos que no estén específicamente considerados por las disposiciones legales existentes y proponer y preparar las reformas necesarias;

  d)  Mantener relaciones de colaboración técnica con otras reparticiones o autoridades que tengan atribuciones en materia de su incumbencia, y

   e)  Desempeñar todas las otras funciones que le encomiende este texto  y demás preceptos  vigentes o que se dicten en el futuro que le den intervención”.

En el año 1960, mediante el D.F.L. Nº 308 se le dio al servicio su denominación actual esto es: Dirección del Trabajo. En 1967, nació una nueva etapa en la historia de la Dirección del Trabajo, por cuanto, en virtud del D.F.L. Nº2 , se reestructura el servicio, se le otorgan funciones más modernas y adecuadas a la época y se amplia su planta de funcionarios en un cien por ciento aproximadamente. Este cuerpo legal constituye la actual Ley Orgánica del servicio. 

Posteriormente, entre 1978 y 1996 se dictan diversas normas legales referidas principalmente a las facultades de fiscalización de la Dirección del Trabajo.

El D.L. Nº 2.201, de 1978, le asigna al servicio la función de velar por la salud de los trabajadores, prohibiendo el trabajo extraordinario en circunstancias calificadas, controlar jornadas y fiscalizar descansos y velar por el cumplimiento de las normas sobre protección a la maternidad.

 El D.L. Nº 3.551, de 1981, otorga a la Dirección del Trabajo las facultades para fiscalizar la legislación previsional.

En el año 1981, la ley Nº 18.048, amplía las facultades del servicio para fiscalizar la legislación previsional.

La ley Nº 18.372, del año 1984, faculta al Director del Trabajo para autorizar sistemas excepcionales de distribución de jornadas.

Finalmente, en el año 1996, la Ley Nº 19.481, amplía las facultades de la Dirección del Trabajo en materias de Higiene, Seguridad y Prácticas Antisindicales.

2.2.- Estructura Orgánica  de la Dirección del Trabajo.

El D.F.L. N° 2, de 1967, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, dispone la reestructuración y fija funciones de la Dirección del Trabajo, constituye la Ley Orgánica del Servicio que establece en el  Titulo I, la definición y la estructura del servicio. En este apartado sólo nos referiremos al segundo aspecto mencionado.

La Dirección del Trabajo estará a cargo de un funcionario con el título de Director, quien tendrá las atribuciones y deberes señalados en ese decreto con fuerza de ley y demás  leyes y reglamentos que le sean aplicables, así lo dispone el artc. 1° de la Ley Orgánica, en adelante L.O., por otra parte , el artc. 7°  letra b) de la Ley 18.834 que aprueba el Estatuto Administrativo establece que los jefes superiores de los servicios serán cargos de la exclusiva confianza del Presidente de la República.

Sigue en jerarquía al Director un funcionario con el título de Subdirector del Trabajo, que tiene las atribuciones y deberes que le asignen la L.O. y demás leyes y reglamentos que le sean aplicables.(artc. 3° L.O.).

El artc. 4° de la L.O. establece que la Dirección del Trabajo tendrá la siguiente estructura orgánica:

1.- Departamentos:

a) de inspección;

b) de Negociación Colectiva;

c) de Organizaciones Sindicales;

d) Jurídico;

e) Administrativo.

2.- Oficinas:

a) de Estudios, Organización y Métodos;

b) de Contraloría;

c) de Relaciones Públicas;

d) de Estudios Económicos, Estadísticas e Informaciones.

 
Esta estructura no refleja la situación actual del servicio, la que se puede apreciar en el siguiente organigrama:

ESTRUCTURA ORGANIZACIONAL Y FUNCIONAL DE LA DIRECCION DEL TRABAJO.

La Dirección del Trabajo está constituida por una Dirección Nacional y 13 Direcciones Regionales, que representan, el nivel central y las unidades territorialmente desconcentradas, respectivamente. La Dirección Nacional se encuentra conformada por la Dirección y La Subdirección que constituyen los niveles jerárquicos superiores responsables del funcionamiento de toda la institución y, por los departamentos y oficinas ya mencionados.

Las instancias operativas de la Dirección del Trabajo están constituidas por las Inspecciones Provinciales y Comunales, establecidas en el artc. 18 de la L.O., se hace presente que las Inspecciones Departamentales que establece tal artículo, no tiene vigencia debido a la nueva división político administrativa del país.

Director del Trabajo:

Le corresponde especialmente la dirección y supervigilancia de la Dirección del Trabajo en toda la República y la representación del Estado en la aplicación y fiscalización de las leyes laborales y previsionales. Entre las funciones asignadas al Director destacan las siguientes:

a) Dirigir, controlar y coordinar todas las actividades del Servicio, pudiendo en el ejercicio de esta facultad, dictar resoluciones, circulares órdenes de servicio e instrucciones que estime necesarios.

b) Fijar la interpretación de la legislación y reglamentación en las materias de su competencia, salvo que el caso esté sometido al pronunciamiento de los Tribunales y esta circunstancia esté en su conocimiento.

c) Proponer a la consideración del Supremo Gobierno las reformas legales y reglamentarias, relacionadas con el derecho laboral.

d) Ubicar y distribuir al personal del Servicio.

e) Velar por la correcta aplicación de las leyes del trabajo en todo el territorio de la República.

f) En general realizar cualquier gestión o actividad tendiente a una mejor aplicación de las facultades que la L.O. u otras le otorgan.

Con respecto a lo mencionado en último término, los artículos 481 y 482 del Código del Trabajo, facultan al Director del Trabajo, en los casos en que el afectado  no haya reclamado en conformidad a lo establecido en el artículo 474, del mismo Código, para dejar sin efecto o rebajar en su caso, las multas administrativas impuestas por funcionarios de su dependencia, y renunciar o desistirse  de la acción ejecutiva para su cobro cuando concurran los requisitos que el mismo artículo 482 establece. Por otra parte, el D.S. N° 1.189, de 1972, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, autoriza al Director del Trabajo a celebrar convenios de pago de las multas aplicadas por inspectores del trabajo.

Subdirector del Trabajo:

Le corresponde al Subdirector del Trabajo, subrogar, con las mismas facultades, al Director en los casos de ausencia temporal o accidental, o mientras se nombre al titular. Además, debe cooperar, en general, a la labor que le corresponda al Director de acuerdo con la ley. (artc. 6º L.O.) En relación a esta última atribución, esta a cargo del funcionamiento de las siguientes dependencias: Oficina de Contraloría, Servicio de Bienestar, Oficina de Capacitación y del Boletín Oficial, publicación mensual de difusión de la normativa y jurisprudencias laboral, de la cual es su Director.

 Departamentos:

De acuerdo con el artc. 7º de la L.O. los departamentos son dependencias técnicas que colaborarán con el Director del Trabajo en todo lo relacionado con las materias específicas que a ellos conciernen. Su estructura estará contemplada en el Reglamento Orgánico General del servicio, el cual no se ha dictado todavía. A los departamentos les corresponde, principalmente, el desarrollo de labores de tipo normativo contralor, dentro de las cuales  pueden destacarse  las de impartir normas e instrucciones que permitan uniformar criterios, brindar apoyo técnico permanente y controlar el funcionamiento de las Inspecciones en las materias de sus respectivas competencias y actuar, por excepción, en tareas de carácter operativo.

Departamento de Inspección :

Se le denomina desde 1983, como Departamento de Fiscalización.  Le corresponde controlar funcional y técnicamente a las Inspecciones del Trabajo, con especial énfasis en los procedimientos de fiscalización de las materias laborales y previsionales que competen al Servicio, para cuyo efecto debe planificar, organizar dirigir, coordinar y controlar la función de fiscalización; elaborar normas generales e instrucciones adecuadas para el cumplimiento de la labor fiscalizadora; estudiar y evaluar los resultados de la aplicación de las normas laborales, proponiendo las reformas legales y reglamentarias que la práctica aconseja.(artc. 8ºL.O.).

En el marco de la actual definición de Misión Institucional , a la que haremos referencia en el próximo capítulo, el elemento de la esencia que le corresponde cumplir a este departamento  se sustenta en el “velar por el cumplimiento de la normativa laboral”. Por lo tanto, el logro de la misión de la Dirección del Trabajo en lo que al efectivo cumplimiento normativo respecta, descansan en el perfeccionamiento sostenido de las formas de organización del trabajo, de los procedimientos operativos, la cobertura y los productos y resultados de la actividad fiscalizadora, tema central de este estudio.  En la actualidad el Departamento de fiscalización está estructurado de la siguiente forma:

a) Jefatura del Departamento.

b) Subjefatura de Gestión.

c) Subjefatura Operativa.

d) Unidad de Programación y Control Regional

e) Unidad de Control Multas y Reconsideraciones.

f) Unidad de Condiciones y Medio Ambiente de Trabajo.

g) Unidad (grupo) de Fiscalizadores Itinerantes.

h) Unidad de Sectores Especiales

i) Unidad de Proyectos y Métodos.

j) Unidad de Asesoría Jurídica. 
 

 Departamento  de Negociación Colectiva:

Le corresponden al Departamento de Negociación Colectiva , de acuerdo con el artc. 9º, de la L.O., las siguientes funciones:

a) Supervigilar la constitución y funcionamiento de las Juntas de Conciliación y Tribunales Arbitrales;

b) Impartir instrucciones sobre los procedimientos de mediación en los conflictos colectivos del trabajo;

c) Estudiar, proponer y divulgar los sistemas y métodos de entendimiento directo de las partes, que permitan prevenir los conflictos colectivos y que facilitan el cumplimiento de los contratos, convenios, fallos arbitrales y actas de avenimiento;

d) Estudiar regímenes de remuneraciones y beneficios establecidos para los trabajadores;

e) Supervigilar el desarrollo de los conflictos colectivos y arbitrales del país;

f) Velar por el cumplimiento de las actas de avenimiento, convenios colectivos y fallos arbitrales, y denunciar en su caso, las infracciones respectivas, y

g) Mediar a petición de parte o de oficio en los conflictos colectivos, antes de iniciado el proceso de conciliación en la respectiva Junta  o después de agotado dicho proceso.

Hay que tener presente que éste departamento sólo desarrolla aquellas funciones que son compatibles con la legislación actual, en particular a lo previsto en el Libro IV del actual Código del trabajo, toda vez que por ejemplo, el artc. 84, Nº 4 del D.L. Nº 2.758, de 1979, derogó el Título IV del antiguo Código del Trabajo, sobre Conflictos Colectivos, procedimientos y Juntas de conciliación, entre otras materias. 

Departamento de Organizaciones Sindicales:
Le compete a este departamento fomentar y supervigilar el funcionamiento de las organizaciones sindicales; estudiar y evaluar los resultados de la aplicación de la legislación y reglamentación respectiva y proponer las reformas que se justifiquen; propiciar cursos de orientación sindical, calificar inhabilidades; apoyar y controlar técnicamente la acción del Servicio en materia de organizaciones sindicales y llevar el Registro Nacional de Sindicatos. (artc. 10 L.O.)

Departamento Jurídico:

El artc. 11 de la L.O. establece las siguientes funciones del Departamento Jurídico:

a) Asesorar a la Dirección del Trabajo, a la Junta Clasificadora de Empleos y Obreros, a las Comisiones Mixtas de Sueldos Y demás organismos de su dependencia, en todas las materias legales y reglamentarias de su competencia;

b) Realizar los estudios jurídicos que se le encomienden y proponer las reformas legales y reglamentarias relacionadas con el Derecho laboral;

c) Evacuar consultas legales. La respuesta que envuelve el cambio de doctrina o que se refiera a materias sobre las cuales no haya precedente, deberá ser sometida a la aprobación del Director y necesariamente deberá llevar la firma de éste. En los otros casos bastará la firma del Jefe del Departamento Jurídico y se entenderá, no obstante, que el dictamen emana de la Dirección del Trabajo;

d) Atender las relaciones con los organismos e instituciones de carácter internacional afectas al estudio o aplicación del Derecho Laboral en la forma que determine el Ministerio del Trabajo y Previsión Social;

e) La divulgación de las leyes y reglamentos del trabajo, la preparación de las publicaciones del Servicio y la atención de la Biblioteca.

Este departamento cumple con uno de los fines fundamentales del servicio, el cual se refiere a la fijación del sentido y alcance de las leyes y reglamentos del trabajo, por medio de la preparación de dictámenes y otros documentos que interpreten la legislación y reglamentación laboral. Este tema, dada su importancia, lo analizaremos en el próximo capítulo.  

Departamento Administrativo:
Es el encargado de obtener y proveer, con la oportunidad y especificaciones requeridas, los recursos financieros y materiales necesarios para la normal operación del Servicio, y efectuar las acciones tendientes a controlarlos y optimizar su aprovechamiento. Este Departamento, aparte de desarrollar todas aquellas actividades de apoyo logístico, tales como adquisiciones, contabilidad y presupuesto, inventario, servicios generales y otras, cuenta con una unidad especializada en la prevención y evaluación de riesgos de accidentes y enfermedades profesionales dentro del Servicio.

Departamento de Proyectos y Desarrollo Organizacional:

Le corresponde la función de diseñar, proponer, asesorar, coordinar y evaluar planes estratégicos, proyectos y programas de mejoramiento de la gestión del Servicio. Sus Objetivos generales se pueden sintetizar en los siguientes: mejorar la calidad de servicio a los usuarios; fomentar, coordinar y facilitar el proceso de modernización de la gestión de la institución y rediseñar e implementar un proceso integrado de Planificación Estratégica Institucional y un Sistema de Control de Gestión Estratégica y Operacional. Entre sus funciones se cuentan con cooperar  en la elaboración del presupuesto institucional, colaborar en el diseño de los procesos operativos de la organización, desarrollando indicadores que permitan evaluar la productividad y calidad de la gestión y realizar el seguimiento de las metas del Servicio.

Como señalamos al comenzar este apartado, la estructura organizacional establecida por el D.F.L. Nº2, no corresponde en estricto rigor a la actual estructura de la Dirección del Trabajo, la cual, por razones  de principios de gestión administrativa y como una necesidad de adecuarse a los requerimientos que produce el cambio de las condiciones históricas, hoy contempla nuevas estructuras, tales como:  Departamento de Recursos Humanos, cuya misión es diseñar y administrar los procesos de gestión, de los recursos humanos y del cambio organizacional, considerando la cultura institucional. En particular le corresponde  atender los asuntos relacionados  con los derechos y obligaciones del personal, como asimismo coordinar y evaluar las políticas institucionales de desarrollo estratégico. Departamento de Estudios,   este departamento le corresponde propone, coordinar y realizar estudios que proporcionen antecedentes sobre el sistema de relaciones laborales que sean útiles para definir políticas públicas, que sirvan a los usuarios para determinar sus propias políticas y que constituyan un aporte al servicio para el diseño de sus líneas de acción. 

Lo anterior se aplica de igual forma a las Oficinas, las cuales según la L.O. son las siguientes: Contraloría, Relaciones Públicas, Estudios, organización y métodos, y Estudios Económicos, Estadísticas e informaciones. Algunas de estas oficinas han desaparecido, otras se han transformado y también se han incorporado otras, por ejemplo, la oficina de capacitación.

Como el objetivo central de este trabajo esta enfocado al análisis de la función fiscalizadora de la Dirección del Trabajo, no abordaremos con detalle la estructura orgánica del Servicio, en particular  a las Oficinas, si nos concierne tratar con mayor detención  la Direcciones Regionales y las Inspecciones Provinciales y Comunales de la Dirección del Trabajo, las cuales en este capítulo sólo se analizan desde el punto de vista orgánico.

Las Direcciones Regionales e Inspecciones del Trabajo son las dependencias encargadas del cumplimiento de las labores operativas de la Dirección del Trabajo en sus respectivos territorios jurisdiccionales y, en consecuencia, están facultadas para ejercer aquellas atribuciones que los reglamentos les han conferido expresamente, así como las que son de competencia de la Dirección Nacional, salvo las que por su naturaleza o por mandato legal sean privativas de esta última.

Direcciones Regionales:

Fueron creadas por el D.S. Nº 60, de 1984, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Son los niveles intermedios de la gestión del Servicio que dependen jerárquica y administrativamente del Director del Trabajo y se relacionan funcionalmente con cada uno de los departamentos del Servicio en las materias de su competencia, correspondiendo la supervigilancia funcional y técnica, en materia de inspección al Departamento de Fiscalización(esto  último también se aplica a las Inspecciones del Trabajo). Lo anterior sin perjuicio da las facultades propias del respectivo Intendente Regional, en virtud de lo dispuesto en el artc. 20 del D.L. Nº 575, de 1974.

La Dirección Regional establecerá  su sede en  la cuidad capital de la respectiva región, ella puede establecer, según las necesidades del Servicio, la Inspecciones que procedan, en carácter de intermitentes, en todas aquellas localidades que justifiquen la presencia del Servicio.

La Dirección Regional esta a cargo de un funcionario denominado Director Regional del Trabajo, el cual tiene, en virtud del D.L. Nº 574/74 y en la circular Nº 3.100/203 de 1976, y sin perjuicio de lo dispuesto en la L.O., las siguientes funciones:

a) Dirigir, planificar, organizar, coordinar y controlar el funcionamiento de la Dirección Regional y de sus unidades o inspecciones dependientes e impartir las normas generales e instrucciones que estime necesarias para su mejor administración;

b) Aplicar las políticas que, dentro de su competencia, determine el Intendente Regional;

c) Asesorar al Secretario Regional Ministerial del Trabajo y colaborar con éste la coordinación de las instituciones relacionadas con el sector;

d) Informar, cuando se les solicite, tanto al secretario Regional Ministerial como a la Secretaría Regional de Planificación y Coordinación, sobre el cumplimiento de los planes y programas del Servicio de la Región;

e) Disponer los cometidos que deban realizar los funcionarios y delegar, cuando fuere necesario , las atribuciones que hagan posible su cumplimiento dentro del territorio regional, y, en general, resolver todos los asuntos relativos al personal de la Dirección Regional conforme a las disposiciones legales pertinentes;

f) Velar por el cumplimiento de las normas aplicables a la Dirección Regional y adoptar las medidas necesarias para asegurar su eficiente funcionamiento;

g) Coordinar las actividades del Servicio con la Intendencia respectiva, Gobernaciones, Municipalidades y otros servicios e instituciones;

h) Realizar los actos que sean necesarios para el cumplimiento de las funciones del servicio, de acuerdo a las facultades que le hayan sido delegadas por el Director del Trabajo, como por ejemplo en materia de reconsideración de multas, fiscalización, personal, presupuesto capacitación , asistencia técnica a usuarios, organizaciones sindicales, negociación colectiva y defensa judicial, entre otras.

Inspecciones Provinciales y Comunales del Trabajo:

Al igual que las Direcciones Regionales, son las dependencias operativas de la Dirección del Trabajo, en sus respectivos  territorios jurisdiccionales. En la actualidad la institución cuenta con 134 Inspecciones de nivel Provincial y Comunal. De éstas, 83 son oficinas permanentes y 51 son oficinas de atención intermitente. Las Inspecciones del Trabajo son órganos técnicos encargados de fiscalizar en forma integral la aplicación de las normas laborales y previsionales que la ley a encargado a los fiscalizadores de la Dirección del trabajo.

En cumplimiento de este objetivo, las Inspecciones deberán ejecutar todas aquellas acciones tendientes a prevenir  o resolver, según el caso, las denuncias, reclamos y, en general, cualquier materia que , dentro de la órbita de sus facultades, le sea sometida a su conocimiento.

Las Inspecciones Provinciales dependerán jerárquica y administrativamente de las respectivas Direcciones Regionales.

Las Inspecciones Comunales dependerán jerárquica y administrativamente de las Inspecciones Provinciales que correspondan. Ello sin perjuicio de las atribuciones del Director Regional si lo hubiere.

Las Inspecciones Provinciales están a cargo de un Inspector Provincial del Trabajo y le corresponde, en general, desarrollar las siguientes funciones:

a) Dirigir y administrar la inspección;

b) Planificar, coordinar y controlar el funcionamiento de la Inspección con arreglo a las directrices que imparta la Superioridad de la Dirección del Trabajo;

c) Asesorar  e informar al Director Regional en los asuntos de su competencia;

d) Velar por el cumplimiento de las normas aplicables a su Inspección;

e) Delegar en los jefes de secciones o Unidades las funciones y atribuciones que estime necesarias para un adecuado funcionamiento de la Inspección;

f) Adoptar las medidas conducentes a la calificación del personal adscrito a la Inspección, incluidos los funcionarios de las dependencias bajo su control, de acuerdo a las disposiciones legales y reglamentarias vigentes, y

g) En general, desarrollar todas las tareas afines al objetivo de la Inspección como asimismo aquellas que le hayan sido expresamente encomendadas.

Las Inspecciones Comunales están a cargo de un Inspector Comunal y Jefes de Sección quienes deben cumplir las siguientes funciones:

a) Dirigir y administrar la Inspección o Sección conforme a las instrucciones vigentes;

b) Planificar, coordinar y controlar el funcionamiento de la Inspección o Sección, de acuerdo con las directrices impartidas por el Director Regional o Inspector Provincial, según corresponda;

c) Asesorar a su superior jerárquico en las materias propias de su competencia;

d) Velar por el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias aplicables a la Inspección o Sección; y

e) En general, desarrollar todas las tareas afines al objetivo de la Inspección o Sección como asimismo aquellas que le hayan sido expresamente encomendadas.
El artículo 21 de la L.O. señala que la estructura de las Inspecciones estará determinada por el Reglamento Orgánico general del Servicio, el cual todavía no ha sido dictado. No obstante lo anterior las Inspecciones del Trabajo cuentan con las siguientes unidades para su funcionamiento: Unidad de Fiscalización, Unidad de Reclamos y Comparendos, Unidad de Organismos Sindicales, Unidad de Negociación Colectiva, Sección de Partes y Archivo y Procuraduría de Multas.

CAPITULO III: LAS FUNCIONES DE LA  DIRECCIÓN DEL TRABAJO.

“ Contribuir a modernizar y hacer más equitativas las relaciones laborales, velando por el cumplimiento normativo, promoviendo la capacidad de las propias partes para regularlas, sobre la base de la autonomía colectiva y el desarrollo de relaciones de equilibrio entre los actores , favoreciendo de tal modo el desarrollo del país”.

Misión Institucional de la Dirección del Trabajo.

3.1 Función Pre- Contenciosa de la Dirección del Trabajo 3.2 Función Normativa de la Dirección del Trabajo 3.2.1 Jurisprudencia Administrativa 3.2.2 Jurisprudencia Judicial 3.3 Función Conciliatoria de La Dirección del Trabajo.

Señala el artc. 1º del D.F.L. Nº 2/67  que “la Dirección del Trabajo es un Servicio técnico dependiente del Ministerio del Trabajo y Previsión Social con el cual se vincula a través de la Subsecretaría del Trabajo.

Le corresponderá  particularmente, sin perjuicio de las funciones que leyes generales o 

especiales le encomienden:

a) La fiscalización de la aplicación de la legislación laboral;

b) Fijar de oficio o a petición de parte por medio de dictámenes el sentido y alcance de las leyes del 

       trabajo;

c) La divulgación de los principios técnicos y sociales de la legislación laboral;

d) La supervigilancia del funcionamiento de los organismos sindicales y de conciliación, de 

       acuerdo con las normas que los rigen, y

e) La realización de toda acción tendiente a prevenir y resolver los conflictos del trabajo. 

Según Cristian Melis  “es posible afirmar que en términos generales a la Dirección del 

Trabajo le corresponde velar por el cumplimiento de las normas legales y cumplir todas aquellas

 funciones que la ley le encomiende, con el fin de asegurar la paz y seguridad en las relaciones 

del trabajo, para lo cual se le asignan una serie de atribuciones y facultades, así, como 

obligaciones  que debe ceñirse en su actuar”. 

En este capítulo estableceremos cuales son las funciones que le corresponden a la Dirección 

del  Trabajo desde una perspectiva general o  bien en cuanto a las funciones que como institución le 

competen, para ello seguiremos la clasificación que de tales funciones realizan los autores Patricio 

Novoa F.  y Luis Lizama P.  en las obras ya citadas.

Un esbozo de las funciones que debe cumplir la Dirección del Trabajo (en adelante D.Tr.)

 se desprenden de los considerandos de la L.O. del Servicio, los cuales señalan:

1.- Melis, Cristian  ob-cit, pág. 11. La cursiva es nuestra.

1º .- Que para alcanzar un adecuado desarrollo económico y social del país, es función primordial 

del Estado, velar por la correcta aplicación de las leyes que garantizan los derechos sociales de los 

trabajadores;

2º.-  Que la Dirección del Trabajo es el organismo creado por la ley para supervigilar la aplicación de esas leyes y realizar las demás funciones tendientes a asesorar al Supremo Gobierno en el desarrollo de la política social;

3º.- Que la importancia cada vez creciente de esa legislación, dado el desarrollo industrial y agrícola y la activa participación del trabajador en este proceso, hace necesaria la existencia de un organismo ágil y capaz de realizar convenientemente la labor técnica y fiscalizadora respectiva.”

 El Código del trabajo en el articulo Nº 476 dispone lo siguiente: “ La fiscalización de la legislación laboral y su interpretación corresponde a la Dirección del Trabajo, sin perjuicio de las facultades conferidas a otros servicios administrativos en virtud de las leyes que los rigen.”

Las funciones que cumple la D.Tr. , según Patricio Novoa F., son las siguientes:

A) Función Fiscalizadora.

B) Función Pre-contenciosa.

C) Función Normativa.

D) Función Sancionadora.

Dado que el tema de este estudio es el análisis de las facultades de fiscalización de la D.Tr. en su aplicación práctica, La función de fiscalización será tratada en el próximo capítulo, por ahora centraremos nuestra atención en describir las funciones pre-contenciosa y normativa de la D.Tr. .

La función sancionadora de la D.Tr. la trataremos en un capítulo separado, entendiéndola no como una función propiamente tal, sino como atribuciones de los fiscalizadores en su ejercicio de la función fiscalizadora, en ese sentido analizaremos el tema de la multa administrativa dentro de las facultades punitivas de la D.Tr..  Estimamos  que constituye una función de la Dirección del Trabajo la actividad conciliatoria, por ello la trataremos en este capítulo.

3.1 Función Pre-contenciosa de la Dirección del Trabajo:
 
Se entiende como función pre-contenciosa a “diversos cometidos específicos de carácter litigioso que diversos artículos del Código del Trabajo disponen que sean conocidos por primeramente en vía administrativa por la Dirección del Trabajo, de cuya resolución se puede entablar reclamo ante el Juez de Letras del Trabajo”. 

Esta función está  establecida en los artículos 12, 27, 31,34, 87, 146, 157, 223, 237, 282, 331 y 478 del Código del Trabajo. A continuación estableceremos cuales son estas funciones que en cada caso se le encomiendan a la D.Tr. .

Artículo 12 C.T. : dispone, en  su inc. 1º  que “el empleador  podrá alterar la naturaleza de los servicios o el sitio del recinto en que ellos deban prestarse, a condición de que se trate de labores similares, que el nuevo sitio o recinto quede dentro del nuevo lugar o ciudad, sin que ello importe un menoscabo para el trabajador”. Corresponde al denominado Ius Variadi del empleador. El inc. 3º establece que “el trabajador afectado podrá reclamar en el plazo  de treinta días hábiles a contar de la ocurrencia del hecho a que se refiere el inciso primero o de la notificación de aviso a que alude el inciso segundo, ante el inspector del trabajo respectivo a fin de que éste se pronuncie sobre el cumplimiento de las condiciones señaladas en los incisos precedentes, pudiendo recurrirse de su resolución ante el juez competente dentro del quinto día de notificada, quien resolverá en única instancia, sin forma de juicio, oyendo a las partes.” 

Al respecto el dictamen Nº 5.885/251, de 1996, señala que no resulta procedente que el Director del Trabajo revise una resolución  dictada por un Inspector del Trabajo en virtud de lo establecido en el inciso 3º del artc. 12 ya referido.

Artículo 27 C.T.: Regula la jornada mayor de trabajo, en su inc. final dispone que “en caso de duda, y a petición del interesado, el Director del Trabajo resolverá si una determinada labor o actividad se encuentra en algunas de las situaciones descritas en este artículo. De su resolución podrá recurrirse a ante el juez competente dentro del quinto día de notificada, quien resolverá en única instancia, sin forma de juicio, oyendo a las partes.”

Artículo 31 C.T.: Bajo el epígrafe Horas extraordinarias establece que “en las faenas que, por su naturaleza, no perjudiquen la salud del trabajador, podrán pactarse horas extraordinarias hasta un máximo de dos por día, las que se pagarán con el recargo señalado en el artículo siguiente.

 La respectiva Inspección del Trabajo, actuando de oficio o a petición de parte, prohibirá el trabajo en horas extraordinarias en aquellas faenas que no cumplan con la exigencia señalada en el inciso primero de esta artículo y de su resolución podrá reclamarse ante el juzgado de Letras del Trabajo  que corresponda, dentro de los treinta días siguientes a la notificación.”

Artículo 34 C.T.: Bajo el epígrafe Descanso dentro de la jornada, dispone en su inc. 2º que “ se exceptúan de lo dispuesto en el inciso anterior los trabajos de proceso continuo. En caso de duda de si una determinada labor está  o no sujeta a esta excepción, decidirá la Dirección del Trabajo mediante resolución de la cual podrá reclamarse ante el Juzgado de Letras del Trabajo en los términos previstos en el artículo 31”.

El dictamen Nº2.947/111, de 1996, fija el alcance de este inciso en lo que respecta a la duración del descanso dentro de la jornada de trabajo establecido en el inc. 1º del citado artículo.

Artículo 87 C.T.: Se refiere a los trabajadores agrícolas. El inc. final establece que  “la calificación, en caso de duda, se hará por el inspector del trabajo de la localidad, de cuya resolución se podrá reclamar ante el Director del Trabajo, sin ulterior recurso”.

 Artículo 146 C.T. : Define a quienes son trabajadores de casa particular y al igual que en el caso anterior , en caso de duda , la calificación la hará el inspector del trabajo respectivo, de cuya resolución podrá reclamarse al Director del Trabajo, sin ulterior recurso.

Artículo 157 C.T. inc. 1º : “en los casos en que las infracciones por parte de los trabajadores alas normas de los reglamentos internos se sancionen con multa, ésta no podrá exceder de la cuarta parte de la remuneración diaria del infractor , y de su aplicación podrá reclamarse ante la Inspección del Trabajo que corresponda.”

Artículo 223 C.T. : Dispone el inc. 2º que “la Inspección del Trabajo podrá, dentro del plazo de los  noventa días corridos contados desde la fecha del depósito del acta, formular observaciones a la constitución del sindicato si faltare cumplir algún requisito para constituirlo o si los estatutos no se ajustaren a lo prescrito por este Código”. El sindicato puede reclamar las observaciones mencionadas ante el Juzgado de Letras del Trabajo, dentro del plazo de sesenta días.

Artículo 237 C.T. : Se refiere a la inhabilidad o incompatibilidad de un dirigente sindical, la que será calificada de oficio  por la D. Tr. , el inc. 6º expresa que “el afectado por la calificación señalada en el inciso anterior podrá reclamar de ella ante el Jugado de Letras del Trabajo respectivo, dentro del plazo de cinco días hábiles contados desde que le sea notificada.”

Artículo 282 C.T. : Establece la facultad de la D.Tr. para formular observaciones al acto de constitución o a los estatutos de una central sindical y de estas observaciones la entidad puede reclamar ante el Juzgado de Letras del Trabajo dentro del plazo de 45 días contados desde su notificación.

Artículo 331 C.T. : Establece la posibilidad de reclamación de las observaciones hechas por el empleador en un proceso de negociación colectiva, en este caso, dispone el inc 2º, “la reclamación deberá formularse ante la Inspección del trabajo dentro del plazo de cinco días contados desde la fecha de recepción de la respuesta. La Inspección del Trabajo tendrá igual plazo para pronunciarse, contado desde la fecha de presentación de la reclamación”.

3.2 Función normativa de la Dirección del Trabajo:

El artículo 476 del C.T., inserto en el Título Final, bajo el epígrafe “De La Fiscalización, de las Sanciones y de la Prescripción”, establece que la interpretación de la legislación laboral corresponde a la D.Tr., sin perjuicio de las facultades conferidas a otros servicios administrativos en virtud de las leyes que los rigen.

Esta norma debemos vincularla con el artículo 1º, letra b, de la L.O. de la D.Tr., que señala como función del Servicio la de fijar de oficio o a petición de parte por medio de dictámenes el sentido y alcance de las leyes del trabajo. El artículo 5º, letra b, del mismo texto legal citado, dispone que al Director le corresponderá especialmente fijar la interpretación de la legislación y reglamentación social, sin perjuicio de la competencia que sobre determinadas materias tengan otros Servicios u Organismos Fiscales, salvo que el caso esté sometido al  pronunciamiento de los Tribunales y esta circunstancia esté en su conocimiento.  

Se concluye de lo anterior que una de las funciones relevantes de la D.Tr., es la interpretación de la ley laboral, esta acción es entendida como aquella operación que tiene por objeto fijar o determinar el sentido y alcance de un precepto legal. Esta interpretación es denominada por la doctrina como interpretación administrativa, que es la que efectúa la autoridad administrativa en cuanto órgano de aplicación del derecho, es decir, se determina este tipo de interpretación atendiendo al sujeto que la emite, constituyendo así una categoría de interpretación por vía de autoridad, diferente a la que realizan el legislador y el juez. Luis Lizama P., opina al respecto que tal definición “ carece de un elemento que diferencie a la interpretación administrativa de cualquier otra decisión adoptada por un órgano de la administración en el ejercicio de sus competencias, que pueden ser o no interpretativas. Por ello, me parece más pertinente entender que la interpretación administrativa es privativa de ciertos servicios públicos especialmente facultados por el sistema jurídico para interpretar la ley... entonces , la interpretación administrativa puede ser definida como aquella que realizan ciertos servicios públicos que cumplen funciones fiscalizadoras con el objeto de dar coherencia y uniformar a la supervigilancia de aplicación correcta de las normas interpretadas”. 

En otras palabras, para el autor citado no se trata de cualquier servicio público que pueda efectuar la interpretación administrativa de la ley, sino que se debe tratar de entidades fiscalizadoras cuya obligación es velar por la correcta aplicación de las leyes y cuya competencia interpretativa se les ha conferido para que en el ejercicio de sus facultades fiscalizadoras sus funcionarios apliquen en forma coherente y uniforme la normativa interpretada.

La labor interpretativa de la D.Tr. se materializa jurídicamente a través del Dictamen, éste se puede definir como la opinión jurídica que tiene la D.Tr. sobre una materia específica de la legislación laboral, emitida de oficio o a requerimiento de un particular, en el ejercicio de la facultad legal de interpretar la legislación laboral. El dictamen es para los funcionarios del Servicio una instrucción de cumplimiento obligatorio en el ejercicio de sus funciones fiscalizadoras de la legislación laboral y previsional, y para los particulares el deber de acatamiento cuando no han impugnado este pronunciamiento  a través de los recursos legales. 

El Director del Trabajo uniforma los criterios interpretativos en materia laboral generando lo que se llama doctrina, concepto sinónimo de precedente, esto es, constituye la norma jurídica contenida en la decisión interpretativa  que emana del superior jerárquico que obliga en su cumplimiento a los funcionarios de su dependencia e indirectamente vinculantes para los sujetos fiscalizados. 

Para Luis Lizama, el concepto doctrina es diferente al concepto de jurisprudencia administrativa, éste se refiere al conjunto de decisiones interpretativas contenidas en los dictámenes que emanan de los jefes superiores de los servicios públicos facultados para interpretar la legislación nacional. La jurisprudencia administrativa se contiene en los actos administrativos denominados genéricamente dictámenes, o de igual forma se utilizan las expresiones instrucciones generales o circulares. La D.tr. utiliza en la práctica la expresión Orden de Servicio. Le corresponde al Departamento Jurídico la elaboración de los dictámenes que son sometidos a la aprobación del Director del Trabajo, tarea técnica a cargo de abogados pertenecientes a tal Departamento.
Existe un limite que es importante destacar en cuanto a la interpretación de la legislación laboral por parte de la D.Tr. a través de su Director y es que el caso este sometido al pronunciamiento de los Tribunales de Justicia y que tal situación sea de su conocimiento. No obstante, de existir  un caso resuelto o sometido al conocimiento de los Tribunales sobre la misma materia, cuando en dicho caso no sean partes los mismos trabajadores que han solicitado la intervención del Servicio. 

 
Por otra parte la D.Tr. no tiene la facultad para calificar hechos, los que en caso de controversia deben ser calificados en vía jurisdiccional por los Tribunales del Trabajo; salvo las situaciones que señalamos al referirnos a la función pre-contenciosa del Servicio.

 
La naturaleza jurídica del dictamen corresponde al de un acto administrativo de efecto general, que son aquellos cuyos efectos involucran  a un número amplio e indeterminado de personas y su manifestación típica la constituye el reglamento. Por lo tanto, el contenido del dictamen es normativo pues fija el sentido y alcance de las leyes laborales y en algunas situaciones debe obviar una laguna legislativa. “Desde este ángulo hemos de ver en el dictamen una fuente del derecho, de origen estatal, en tanto emana de un organismo que integra la Administración del Estado, de gran importancia  frente a un Derecho en permanente cambio y mutación donde los principios doctrinales y los emanados de esta jurisprudencia administrativa lo enriquecen”.  

Expresa Patricio Novoa que la eficacia jurídica del dictamen de la D.Tr. es sólo en vía administrativa, esto es, su conclusión jurídica no obliga al tribunal competente, el que puede en el caso particular que esta sometido a su conocimiento, sentenciar de manera diferente a lo sustentado por la D.Tr. a través de los dictámenes.

Agrega el citado autor que la D.Tr.,  en relación con la interpretación de los contratos, ha sustentado la tesis de que se encuentra facultada para interpretar sus cláusulas y cursar sanciones que de ello deriven cuando.  Existe un límite que es importante destacar en cuanto a la interpretación de la legislación laboral por parte de la D.Tr. a través de su Director y es que el caso este sometido al pronunciamiento de los Tribunales de Justicia y que tal situación sea de su conocimiento. No obstante, de existir  un caso resuelto o sometido al conocimiento de los Tribunales sobre la misma materia, cuando en dicho caso no sean partes los mismos trabajadores que han solicitado la intervención del Servicio.(Ord. Nº155/50, de 04.02.95).

Agrega el citado autor que la D.Tr.,  en relación con la interpretación de los contratos, ha sustentado la tesis de que se encuentra facultada para interpretar sus cláusulas y cursar sanciones que de ello deriven cuando se constata  una infracción a la norma laboral. Este es un tema que ha dado origen a numerosa jurisprudencia administrativa y judicial, esta última en sentido diametralmente contraria a la sostenida por el Servicio.

A continuación citaremos parte de la jurisprudencia administrativa y judicial relativa a la interpretación de los contratos.

3.2.1 Jurisprudencia Administrativa

“ La  Dirección del Trabajo carece de competencia para pronunciarse respecto de problemas relacionados con la aptitud física o psíquica de un dependiente para desempeñar el trabajo convenido y la forma de dar cumplimiento a las instrucciones impartidas por un organismo de salud.”

Ord. Nº 8913/153, de 27.11.89.

“ En uso de las facultades de fiscalización que le competen, este Servicio puede realizar la correcta aplicación de la legislación laboral respecto de las cláusulas de contratos de trabajos específicos ya suscritos entre un empleador y un trabajador”.

Ord. Nº 9319/ 165, de 30.11.89.

“ Los Dictámenes de la Dirección del Trabajo rigen desde la fecha que son emitidos; no obstante , los derechos que en ellos se reconocen pueden ser exigidos , desde el momento que le fueron negados o desconocidos, sin perjuicio de las normas de prescripción previstas en.... el Código del Trabajo”.

Ord. Nº 1226/ 27, de 22.02.90.

“ La Dirección del Trabajo no está facultada para fijar fechas de pagos derivados de una relación laboral, debiendo el acreedor , en esta caso los trabajadores de la empresa, exigir el pago de las diferencias de gratificación mediante el ejercicio de las acciones que la ley les otorga, sin perjuicio de la prescripción que pudiere afectar a dichas acciones”.

Ord. Nº 5298/248, de 14.09.92.

“ Esta Dirección del Trabajo carece de facultades para declarar la nulidad de una cláusula ilegal y, por ende, de atribuciones para impartir instrucciones tendientes a que la misma se suprima de un contrato individual o colectivo de trabajo, siendo de competencia de los Tribunales de Justicia la declaración de nulidad de esa cláusula, a través de una sentencia judicial”.

Ord. Nº 155/006, de 10.01.94.

“La Dirección del Trabajo se encuentra imposibilitada de determinar el alcance de acuerdos verbales mediante los cuales se han modificado los contratos individuales de trabajo que no son reflejados en la conducta de las partes en el cumplimiento de sus obligaciones”.

Ord. Nº157/008, de 10.01.94.

“ La Dirección del Trabajo carece de competencia para pronunciarse sobre eventuales responsabilidades civiles o penales por descuentos efectuados al término de una relación laboral tras el otorgamiento del correspondiente finiquito”.

Ord. Nº 1167/062, de 03.03.94.

“No corresponde a la Dirección del Trabajo, sino que a las partes, definir expresiones propias del preciso ámbito técnico y contractual en el que han sido utilizadas”.

Ord. Nº 1928/092, de 31.03.94

“La Dirección del Trabajo carece de competencia para declarar la nulidad de una cláusula contenida en un contrato individual de trabajo”

Ord. Nº 2609/119,de 16.04.94.

“Tratándose de pronunciamientos meramente declarativos, esto es, de aquellos que fijan el verdadero sentido y alcance de una disposición legal, es del caso señalar que éstos, por naturaleza, no originan derechos para regir en el futuro, sino que se limitan a reconocer uno ya existente, de suerte que el titular de este podría interpretarlo desde el momento que cumplió los requisitos que, para disfrutar el beneficio respectivo, exige la ley interpretada, y en tanto no prescriba la acción correspondiente.

Distinta es la solución tratándose de aquellos dictámenes que no obstante ser, por su naturaleza, declarativos, reconsideran uno anterior, caso en el cual resulta plenamente aplicable al principio ya tantas veces citado de la irretroactividad de los actos administrativos, esto es, sólo pueden disponer para lo futuro, no afectando situaciones pasadas”

Ord. Nº 1669/67, de 13.03.95.

“La Dirección del Trabajo carece de competencia para calificar si determinados hechos específicos, como la incapacidad que aqueja a un trabajador para desarrollar las funciones convenidas, configuran causal de terminación de contrato, correspondiendo esta facultad a los Tribunales de Justicia, sin perjuicio de las demás consideraciones efectuadas en el presente informe”.

Ord. Nº 2548/126, de 24.04.95.

“La fiscalización del cumplimiento de las normas de un contrato individual o instrumento colectivo de trabajo supone necesariamente l potestad para interpretar éstas.

 Se deniega la reconsideración del dictamen Nº 1666/60, de 18.03.96.”.

Ord. Nº 4423/185, de 07.08.96.

“La Inspección Comunal del Trabajo carece de competencia para investigar y resolver una denuncia por cambio en las condiciones de trabajo de dos dependientes cuando éstos, a la vez, sometieron dicho caso al conocimiento de los Tribunales de Justicia.”

Ord. Nº 4925/270, de 19.08.97. 

“ No procede reconsiderar la instrucción impartida a una empresa por una fiscalizadora, en el sentido  de agregar a los contratos de trabajo una cláusula referente a la duración y distribución de la jornada de trabajo, ya que es una exigencia de la ley misma y tuvo el propósito de que el dependiente conozca con certeza tanto la extensión de su jornada como los días y horas entre los cuales deberá prestar servicios.”

Ord. Nº 1240, de 06.03.85

3.2.2 Jurisprudencia Judicial:

“Del estudio del estatuto orgánico que rige a la Dirección del Trabajo se infiere que las facultad es de los fiscalizadores de este Servicio consisten en vigilar la aplicación de las normas del trabajo, y procurar la conciliación entre las partes, lo que no coincide con las resoluciones impugnadas, las que han pretendido resolver un problema jurídico ordenado el cumplimiento de decisiones que inciden en una materia jurisdiccional y no administrativa. Determinar si una persona que fuera contratada a plazo fijo goza de inamovilidad por causa de fuero maternal en circunstancias que no hizo saber su estado de embarazo a su empleador, excede del ámbito de atribuciones de un órgano administrativo, pues ello compete ser decidido por un tribunal laboral por medio de una sentencia y a través de un debido proceso. Por ello, cuanto ha decidido al respecto un fiscalizador empleado de la Administración es ilegal y arbitrario y debe ser dejado sin efecto, pues vulneran el derecho asegurado por el artículo 19 Nº 3, inciso 4º de la Constitución, los fiscalizadores de la Dirección del Trabajo que  adoptan decisiones e imparten instrucciones a los empleadores, en materias que son propias del orden jurisdiccional y de la competencia de los tribunales laborales, puesto que dicha disposición garantiza que nadie puede ser juzgado por comisiones especiales sino por el tribunal que señale la ley y establecido con anterioridad por ésta.”

Corte Suprema. Sentencia de 23.10.91, Causa Rol Nº 17.791

“Al comprobar el cumplimiento que ha tenido el contrato durante los dos últimos años y con ello dar por establecido que sufrió modificación, los recurridos han entrado ha hacer una interpretación, lo que no les corresponde, por lo que debe concluirse que si bien su interpretación podría no ser arbitraria, sí es ilegal por exceder el marco de sus atribuciones, dentro de las cuales, por lo demás, no está la de dictar instrucciones que impliquen pronunciamiento sobre aquellas cuestiones cuya decisión el artículo 390 de Código del ramo entrega a los Juzgados de Letras del Trabajo.

Las instrucciones dictadas por un fiscalizador de la Dirección del Trabajo, que se basan en la comprobación del cumplimiento del contrato de trabajo durante u  determinado período, y que en tal virtud dan por establecido que éste experimento una modificación, constituyen una interpretación ilegal que excede del marco de las atribuciones del órgano administrativo, dentro de las cuales, por lo demás, no están las de dictar instrucciones que impliquen pronunciamiento sobre aquellas cuestiones cuya decisión el artículo 390 entrega a los Juzgados de Letras del Trabajo.” Corte Suprema. Sentencia de 21.06.93. Causa Rol Nº 21.097

“La actividad fiscalizadora de la Dirección del Trabajo dentro de sus facultades legales en regla general puede, interpretando los contratos y la ley vigente, dar instrucciones sobre la aplicación de la legislación laboral, salvo si existen divergencias sobre los hechos o situaciones a las cuales les deba aplicarse las normas interpretadas, pues resulta obvio que en tal caso deberá dirimirse esa discusión en sede judicial.

De esta forma no puede estimarse que la instrucción dada por el fiscalizador de la Dirección del Trabajo, en cuanto a que los trabajadores deben ser remunerados en la forma señalada en el motivo anterior sea un acto arbitrario e ilegal, toda vez que no se trata de una decisión tomada imprevistamente, por mero capricho ni tampoco ha sido adoptada contraviniendo alguna disposición legal, ya que en la forma de pagar a los trabajadores que se encuentran en la situación de los tripulantes de los barcos Polaris y Pelikan no fue prevista en el convenio colectivo y tampoco en alguna disposición legal.(Considerando 7º).

Corte Suprema. Sentencia de 27.06.94. Causa Rol Nº 23.140

“ Procede acoger recurso de protección deducido contra resolución de Inspección Regional del Trabajo, cuyo contenido vulnera en forma ilegal el derecho reconocido en el Nº 16 del artículo 19 de la Constitución.

En efecto, aunque en el derecho laboral tenga aplicación el llamado “principio de la realidad” que ha hecho suyo la Dirección Nacional del Trabajo, no por ello se puede presumir  que los contratos de trabajo, vigentes y legalmente celebrados, que mantienen los conductores, cobradores con los empresarios de los buses que la recurrente ha recibido en comodato, para la explotación de la línea licitada de que se tarta, hayan dejado de tener vigencia y relevancia para las partes en ellos involucrados. Ni permite a la autoridad imponerle a los afectados -recurrentes- la forzada suscripción de un nuevo contrato de trabajo para con dichos conductores.”(Considerando 1º).

Corte Suprema . Sentencia de 02.08.95. Causa Rol Nº  24.945.

“ Las labores fiscalizadoras deben ejercerse con el objeto de corregir el debido cumplimiento de las normas laborales y cuando se sorprendan infracciones objetivas y evidentes, o sea menester aclarar el sentido e interpretar normas de dudosa aplicación, sin que pueda la autoridad administrativa calificar la existencia de un vinculo de subordinación y dependencia, facultad que pertenece a los tribunales de justicia.”(Considerando 6º).

Corte de Apelaciones de Santiago. Sentencia de 07.10.96. Causa Rol Nº 2.864-96.

“1º Que el artículo 2º del Código del Trabajo, junto con reconocer la función social que cumple el trabajo, le otorga al Estado la misión de amparar al trabajador en su derecho a elegir libremente su empleo y, además, velar por el cumplimiento de las normas que regulan la prestación de servicios, labor ésta que corresponde cautelar, en representación del Estado a la Dirección del Trabajo y, especialmente, en lo que al presente recurso interesa, debe fiscalizar la aplicación de la ley laboral;

3º Que el presente caso, al contrario de lo expuesto precedentemente, la recurrida procedió a interpretar normas legales y convencionales, arrogándose facultades propias y excluyentes de los tribunales competentes en dichas materias, esto es, los Juzgados del Trabajo. En efecto, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 420 del Código del Trabajo, corresponde a éstos conocer de las cuestiones o controversias suscitadas entre empleadores y trabajadores por aplicación de las normas laborales, o bien las derivadas de la interpretación y aplicación de los contratos individuales o colectivos del Trabajo”.

Corte Suprema. Sentencia de 2 de julio de 1997. Causa Rol Nº 1.471-97

 
Luis Lizama P., plantea que uno de los problemas que se ha presentado con el ejercicio de las facultades interpretativas de la D.Tr. tiene relación con lo establecido en el dictamen Nº 8.230/283 de 16.12.91, que estableció que la D.Tr. tenía la facultad para interpretar contratos y convenios colectivos de trabajo, facultad que ha sido cuestionada por la Corte Suprema porque con ello sería posible que la autoridad administrativa laboral se inmiscuya en materias reservadas a la jurisdicción. “En mi opinión- expresa Lizama- el problema de fondo que subyace a esta controversia judicial tiene que ver con la determinación del alcance del concepto de fiscalización: Si este se refiere sólo a la constatación de la existencia de o no de infracciones objetivas o evidentes a la legislación laboral, o bien, importa la calificación jurídica de los hechos que comprende el procedimiento inspectivo”. 

El dictamen en cuestión señala en lo pertinente que el amplio  concepto de “leyes sociales” y “leyes del trabajo” comprende toda norma general o particular que,  con el carácter de ley, regula las relaciones entre trabajadores y empleadores, sin perjuicio de otras normas de índole social.

Entre las normas particulares que  regulan las relaciones entre trabajadores y empleadores se encuentra el contrato de trabajo el cual reviste el carácter de ley para los contratantes, incorporándose desde su nacimiento hasta su extinción a la legislación laboral aplicable al caso particular.

Para velar por la aplicación y la fiscalización de las leyes sociales y laborales, el legislador ha otorgado al Director del Trabajo la facultad señalada en la letra b), del artículo 5º, del D.F.L. Nº2, esto es “Fijar la interpretación de la legislación y reglamentación social...”, por cuanto es inherente a la tarea fiscalizadora la de interpretar la norma a fin de darle una correcta aplicación.

Estas funciones interpretativas, fiscalizadoras y de resguardo en la debida aplicación de la legislación  y reglamentación social, tiene dos alcances:

a) Inhibe a la Dirección del Trabajo para pronunciarse sobre los presupuestos fácticos que dan origen o extinguen una relación laboral particular o los derechos sociales derivados; y

b) Deja siempre a salvo el derecho de los particulares de recurrir ante el órgano jurisdiccional competente, sea éste ordinario o arbitral, para la solución de las controversias surgidas entre las partes surgidas entre las partes por la aplicación de la legislación laboral o social.

3.3 Función conciliatoria de la Dirección del Trabajo.
Esta función se encuentra consagrada positivamente en el artículo 1º, letra e) de la LO., que señala que es función de la Dirección del Trabajo “ La realización de toda acción  tendiente a prevenir y resolver los conflictos del trabajo”.

Dicha función se realiza en la práctica por medio de un comparendo de, que se puede definir como “ la instancia administrativa que le corresponde efectuar a la Dirección del Trabajo, con el fin de resolver materias laborales y previsionales reclamadas por un trabajador a su empleador ”.

Por lo tanto estamos en presencia de un reclamo por parte de un trabajador el cual lo debe efectuar en la Inspección del trabajo correspondiente al domicilio de la empresa donde laboraba, por lo que se concluye que se trata de una relación de trabajo ya terminada. 

Es recomendable que el trabajador que interpone el reclamo adjunte los siguientes documentos e información, lo cual no significa que de no tenerlos no pueda efectuar el reclamo:

1.- Carnet de Identidad.

2.- Contrato de Trabajo.

3.- Liquidaciones de sueldo (tres últimos meses).

4.- Información sobre el empleador:

_ Nombre completo o razón social de la empresa.

_ Nombre del representante.

_ Dirección exacta del lugar del trabajo.

Una vez recibido el reclamo por la Oficina de Turno, el funcionario le hace entrega al  trabajador de una citación en la que consta el día y hora del comparendo.

 La Unidad de Comparendo citará al empleador a tal comparendo, el cual en caso de no concurrir puede ser multado administrativamente con medio ingreso mínimo mensual para fines no remuneracionales. En caso de que no asista por una segunda vez o las siguientes, la multa es de un ingreso mínimo mensual.

A este comparendo pueden asistir las partes personalmente o representadas, en este caso el mandato debe constar por escrito.

  Las acciones que se realizan con relación a un comparendo son las siguientes:

a) El fiscalizador efectúa los comparendos de conciliación por reclamos interpuestos por los trabajadores que han sido despedidos y que se encuentran con beneficios pendientes.

b) La Unidad de Comparendos cita a empleadores y trabajadores, con el fin de que concurran a un comparendo para resolver las materias reclamadas y lleguen a un acuerdo respecto a la materia.

c) Los funcionarios del trabajo tienen la facultad de exigir al empleador la presentación de documentación , que acredite el pago de las deudas reclamadas por el trabajador, bajo apercibimiento de sanción administrativa.

d) Los trabajadores obtienen con la emisión  del acta de comparendo, el mérito ejecutivo de las deudas reconocidas por el empleador. Con ello el trabajador tiene la posibilidad de iniciar directamente el juicio ejecutivo ante los Tribunales del trabajo.

e) El fiscalizador comparendista agotará todas las instancias a su alcance para conciliar a las partes, resguardando que se cumplan los deberes y derechos laborales y previsionales que exige la ley. En caso de que el fiscalizador no alcance a este objetivo, orientará al trabajador para que recurra a los Tribunales del Trabajo.

Esto último es de suma importancia pues recordemos que una vez terminada la relación laboral corren los plazos de prescripción de la acción judicial laboral. En la práctica los trabajadores son orientados para que concurran a la Corporación de Asistencia Judicial, en donde son asesorados jurídicamente en forma gratuita.

 
Observemos a continuación información estadística acerca de las materias reclamadas por trabajadores y de comparendos realizados por la Dirección del Trabajo.( Fuente Boletín Oficial de la Dirección del Trabajo Nº 129, 1999, pág. 17 y Memoria Anual de la Dirección del Trabajo 1998, págs. 30 y ss.)

CAPITULO IV , LA FUNCIÓN FISCALIZADORA DE LA DIRECCION DEL TRABAJO.

“ La Dirección del Trabajo es un Servicio Público altamente comprometido, profesional y competente en la fiscalización, interpretación y actualización de la normativa laboral, en especial de la seguridad e higiene  en el trabajo; experto en relaciones laborales y promotor de su modernización y equidad, con capacidad de estudio y diagnóstico de la realidad laboral del país.”

Visión de la Dirección del Trabajo por su actual Equipo Directivo.

4.1 Tipos de Inspección. 4.2  Etapas de la Fiscalización. 4.3 Facultades y Atribuciones de los Fiscalizadores. 4.4Jurisprudencia Administrativa  4..5 Jurisprudencia Judicial. 4.6 Estrategias  y Políticas de Fiscalización

La función fiscalizadora de la D.Tr. esta prevista en el artículo 476 del Código del Trabajo y en la letra a) del artículo 1º de la L.O. del Servicio y se ejerce según lo dispuesto en el título IV, en  los artículos 23 y ss. de dicho cuerpo legal, bajo el epígrafe “Del ejercicio de las funciones y las atribuciones de los Inspectores”.

La Fiscalización se puede definir como aquel proceso mediante el cual una institución vigila el cumplimiento de determinadas normas legales. En el caso de la normativa laboral, la ley ha determinado que a la Dirección del Trabajo le corresponde la fiscalización de la aplicación de la legislación del ramo. En el contexto del derecho laboral se entiende por fiscalización “el proceso metódico en virtud del cual se controla la aplicación de las disposiciones legales y convencionales, por cuyo cumplimiento corresponde velar a los Servicios del trabajo”.  

 
La actividad fiscalizadora  es llevada a cabo por funcionarios públicos denominados genéricamente  “Inspectores del Trabajo”. Esta función se extiende no sólo a velar por el cumplimiento de la legislación laboral propiamente tal, sino también a las normas de higiene y seguridad en el trabajo (artc. 184 C.T.) y a determinadas normas de naturaleza previsional, como pasamos a detallar. 

1.- Corresponderá a los Inspectores del Trabajo la fiscalización del cumplimiento de la obligación  de los empleadores de enterar las cotizaciones correspondientes en las Administradoras de Fondos de Pensiones a que se encuentren afiliados los trabajadores.

Artc. 19, D.L. 3500, de 1980.

2.- Corresponderá a la Dirección del Trabajo la fiscalización del cumplimiento por los empleadores de las obligaciones relativas a la declaración y pago de las cotizaciones en las Instituciones de Salud Previsional, respecto de los trabajadores afiliados.

Artc. 30, inc. Final, Ley 18.933.

3.- Corresponderá a la Dirección del Trabajo fiscalizar el cumplimiento de la legislación previsional respecto de los imponentes de la ex Caja de Previsión de Empleados Particulares y del ex Servicio de Seguro Social, sin perjuicio de las facultades que le asisten a la Superintendencia de Seguridad Social.

Artc. 76, Ley 18.482.

4.- Corresponderá a la Dirección del Trabajo aplicar las sanciones que correspondan, con motivo de las irregularidades de que tomen conocimiento en materia de licencia médica, que le sean informadas por los servicios de Salud e Isapres.

Artcs. 50 y 57 de D.S. Nº3, Reglamento de Licencias Médicas.

5.- Corresponderá a la Dirección del Trabajo el control del cumplimiento de las normas que reglamentan la constitución y funcionamiento de los Comités Paritarios de Higiene y Seguridad, sin perjuicio de las atribuciones que asisten a la Superintendencia de Seguridad Social y a los organismos de Salud.

Artc. 28, D.S. 54, de 1969, de M. del Trabajo y Previsión Social.

6.- Corresponderá  a los Inspectores del Trabajo comprobar los hechos declarados por asegurados que tramiten solicitud de rebaja de edad, por trabajos pesados, al ex Servicio de Seguro Social cuando no obtengan la respectiva certificación patronal.

Artc. 11 D.S. 681, de 1984, del M. del Trabajo y Previsión Social.

7.- Corresponderá a la Dirección del Trabajo determinar el procedimiento a seguir cuando no sea posible realizarse una sola asamblea de trabajadores interesados en afiliarse a una Caja de Compensación.

Artc. 11, Ley 18.833, Estatuto General de Cajas de Compensación de Asignación Familiar.

8.- Corresponderá a los funcionarios del Trabajo denunciar ante el Ministerio del Interior o a Intendentes y Gobernadores, cualquier infracción que constaten en el trabajo de extranjeros o en la contratación de los mismos.

Artc. 75 D.L. 1094, de 1975, que establece normas sobre extranjeros en Chile.

9.- Corresponderá a la Dirección del Trabajo dar cuenta de inmediato al Servicio Nacional de Capacitación respecto de toda irregularidad que observe en la ejecución de los planes de aprendizaje de los trabajadores a que se refiere el respectivo Estatuto.

Artc. 19,D.F.L. Nº1, de 1989,del M. del Trabajo y Previsión Social, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de las normas sobre el Estatuto de Capacitación y Empleo.

10.- El inc. 3º del artc. 8º del D.L. 3.476, de 1980, modificado por las leyes 18.482 y 18.591, estableció que el control y supervigilancia del cumplimiento de las leyes sociales y de previsión respecto del personal que se desempeña en los establecimientos particulares subvencionados, serán de competencia de los organismos que existen sobre la materia , sin perjuicio de las atribuciones del Ministerio de Educación Pública.

11.- La Ley Nº 19.214, que creó el Fondo para la Capacitación y Formación Sindical, asignó la administración y supervigilancia de éste a la Dirección del Trabajo.

12.- El artc. 64 de la Ley 19.296, que establece normas sobre asociaciones de funcionarios de la Administración del Estado, prescribe que éstas quedaran sujetas a la fiscalización de la Dirección del Trabajo.

 En el Código del Trabajo, se establecen otras facultades y obligaciones encomendadas a la Dirección del Trabajo.

1.- Conceder las autorizaciones que sean procedentes para la contratación de los menores de quince años y mayores de catorce.

Artc. 13, inc. 4º C.T.

2.- Controlar el debido cumplimiento de los registros de asistencia.

Artc. 33, inc. final C.T.

3.-  Establecer la presencia de fuerza mayor que permita incluir el domingo o festivo en la distribución de la jornada de trabajo.

Artc. 37, inc. 2º C.T.

4.- Controlar el debido cumplimiento de los sistemas especiales de trabajo y descanso autorizados por la Dirección Nacional.

Artc. 38, inc. final.

5.- Exigir modificaciones al reglamento interno en razón de ilegalidad.

Artc. 153, inc. 3º C.T.

6.-  Mediar en la solución de los reclamos que conozca, por despido injustificado, indebido o improcedente.

Artc. 168, inc. 2º C.T.

7.- Le corresponde fiscalizar el cumplimiento de las normas de higiene y de seguridad en el trabajo, en los términos señalados en el artículo 191 C.T., sin perjuicio de las facultades conferidas a otros servicios del Estado en virtud de las leyes que los rigen.

Artc. 184, inc. 3º, C.T.

8.- Supervigilar, en lo pertinente, los trabajos de carga y descarga, reparación y conservación de naves y demás faenas en puertos, diques, desembarcaderos, muelles y espigones de atraque, sin perjuicio de las facultades de supervisión propias de la Autoridad Marítima.

Artc. 191, C.T.

9.- Corresponderá a la D.Tr. velar por el cumplimiento de las disposiciones referentes a la protección de la maternidad.

Artc. 207, C.T.

10.- Corresponderá a la D.Tr. fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones referentes al pago de los subsidios que deban efectuar los empleadores a sus trabajadoras, si por culpa de éstos las instituciones que deban pagar las prestaciones de salud no lo hagan.

Artc. 208, C.T.

11.- Las organizaciones sindicales estarán sujetas a la fiscalización de la Dirección del Trabajo y deberán proporcionarle los antecedentes que les solicite.

Artc. 299, C.T.

4.1 Tipos de Inspección:

Existen, en el derecho comparado, Inspectores generales y especializados, dando origen a dos sistemas de inspección del trabajo: Generalistas y Especializadas. Esta clasificación está determinada según sea que la inspección asuma labores de fiscalización de materias de orden laboral en general, por ejemplo: remuneraciones, descansos, condiciones de trabajo, etc., en los sistemas de inspiración francesa o realice labores especializadas, esto es, tenga como objetivo la fiscalización de materias específicas tales como: Higiene y Seguridad en los sistemas de inspiración Británica.

Expresa Cristian Melis que para los efectos de establecer si se está ante una Inspección Generalista o una Especializada, es posible distinguir cuatro materias de control: 

a. Control de ambientes de trabajo;

b. Control de condiciones de trabajo;

c. Control de relaciones de trabajo;

d. Control del empleo y la capacitación laboral.

El sistema de Inspección chileno, concluye Melis, tiene el carácter Generalista, abarcando su labor a las tres primeras áreas de acción.

4.1.1 Clasificación de la Fiscalización en Chile:

I.- En cuanto a su origen:

a.- Fiscalización Preventiva: es aquel tipo de fiscalización, que tiene su origen en las potestades públicas de los Servicios del Trabajo y que se manifiesta en la actuación de oficio, sin mediar requerimiento alguno, materializándose en la actuación del agente fiscalizador en terreno, despegando sus atribuciones y facultades con miras a velar por el cumplimiento de la legislación laboral.



Este tipo de fiscalización puede provenir ya sea por propia iniciativa de la autoridad o bien por los denominados “Programas Fiscalización”, los cuales, se relacionan con una rama o un sector de la actividad económica en particular. La Inspección del Trabajo, realiza un programa mensual, siendo el último el dirigido a las industrias de la provincia, verificando la vigencia del Reglamento Interno, Comité Paritario y Sala Cuna.

Existen Programas Nacionales de Fiscalización que tienen el propósito de prevenir el incumplimiento de las normas laborales, profundizar la capacidad de diagnóstico de la realidad laboral, adecuar los procedimientos que  se implementan durante las fiscalizaciones y revisar las empresas que, de acuerdo a estudios del Servicio, presentan mayores niveles de problemas. 

b.- Fiscalización solicitada: es aquella que tiene su origen e el Derecho de petición, reconocido como garantía constitucional en el artículo 19 Nº 14, de la Constitución de la República de 1980.Este tipo de fiscalización puede asumir las siguientes formas: 

1.- Denuncias de Público: Son producidas por los trabajadores, normalmente en la Oficina de Turno de la Inspección. Tienen el carácter de confidenciales para resguardar la estabilidad laboral del interesado. La denuncia se caracteriza por darse mientras se encuentra vigente la relación laboral.

2.- Denuncias escritas: son las denuncias que ingresan, como su nombre lo indica por escrito, en la oficina de partes. Normalmente son hechas por las organizaciones sindicales.

3.- Administradoras de Fondos de Pensiones: Constantemente las A.F.P. solicitan verificar antecedentes previsionales con vista a tramitar pensiones de trabajadores que presentan períodos impagos en sus imposiciones, requiriéndose al efecto la actuación de un fiscalizador en terreno.

4.- Solicitud de Autoridades: Se originan en solicitudes escritas de autoridades externas a  la Inspección, sean del servicio o ajenas a éste. 

5.- Reclamo: es el acto por el cual, estando terminada la relación laboral,  se cita a las partes, reclamante (trabajador) y reclamado (empleador) a un comparendo de conciliación a efectuarse en las oficinas de la Inspección del Trabajo correspondiente. 

II.- En cuanto al ámbito de aplicación:

a.- Fiscalización Integral: es proceso que tiene por objeto controlar todas las disposiciones legales y convencionales, para lo cual se revisan los documentos laborales, contables y previsionales.

En este tipo de fiscalización hay que considerar los siguientes aspectos:

i) Periodo de Revisión: para determinar el periodo que debe abarcar la fiscalización hay que distinguir si la empresa ha tenido fiscalizaciones anteriores, sin perjuicio que, cuando se detecten irregularidades , se extienda el periodo de revisión de los antecedentes de la empresa, hasta constatar que no existen infracciones y, además, se revise todo el periodo denunciado.

· Empresas que no registran fiscalizaciones: 

· Aspecto laboral: La revisión debe abarcar un periodo de dos años, con excepción de las horas extraordinarias ( se revisan sólo seis meses).

· Aspecto Previsional: La revisión debe cubrir un periodo de seis meses, sin perjuicio de verificar el pago de las imposiciones del periodo restante hasta abarcar dos años.

· Aspecto contable: El periodo que se abarcará según el aspecto de la legislación contable que se revise.

· Empresas que registren Fiscalizaciones: En este caso se omite el periodo fiscalizado. Sin embargo debe tenerse presente, que si la denuncia involucra un periodo ya revisado, necesariamente en esta fiscalización deberá considerársele y se revisará la documentación correspondiente a dicho periodo, a través de la modalidad de la fiscalización puntual.

·  Cuando la denuncia se refiere a un periodo posterior al cubierto por la última fiscalización, deberá revisarse el periodo denunciado  y aquel que media entre la última fiscalización y la nueva denuncia, hasta por un lapso de dos años. Para este efecto se debe tener presente las pautas señaladas para las empresas que no registran fiscalizaciones anteriores.

ii) Amplitud de la revisión: Para el efecto de determinar respecto de cuántos trabajadores debe revisarse la documentación , es necesario considerar el tamaño de la empresa de acuerdo al número de trabajadores.

· Empresas de hasta 30 trabajadores: Se debe revisar la documentación de todos los trabajadores.

· Empresas de 31 a 100 trabajadores: Se debe revisar la documentación de a lo menos 30 trabajadores. Para este efecto se debe determinar la estructura de la empresa teniendo en cuenta la manera en que se encuentran distribuidos los trabajadores según las distintas tareas que realicen, ya que de ellas se derivan diversas condiciones de trabajo y de remuneración que deben tenerse en cuenta al practicar la fiscalización. El objetivo es que la muestra seleccionada sea realmente representativa.

·  Definidas las áreas de actividad de la empresa, se multiplica el número de trabajadores que se desempeña en cada una de ellas por 30 y el producto resultante se divide por  el total de trabajadores de la empresa, obteniéndose de esta forma, el número de trabajadores de cada área, cuya documentación se revisará.

· Empresas de más de 100 trabajadores: En este caso el fiscalizador debe revisar la empresa utilizando como  muestra, a lo menos un 30% del total de los trabajadores. Para este efecto, una vez determinadas las áreas de actividad de la empresa, se multiplica por el número de trabajadores que se desempeña en cada una de ellas por 30 y el producto resultante se divide por 100, obteniéndose , de esta forma, el número de trabajadores de cada área cuya documentación se revisará. 

b.- Fiscalización Semi-Integral: es aquella que junto con controlar  los conceptos denunciados, incorpora cuatro obligatorios: Contratos, Control de Asistencia, Remuneraciones e Imposiciones.

c.- Fiscalización puntual: son aquellas que se remiten sólo al concepto denunciado. Se realizan cuando la empresa registra una fiscalización reciente. Hay fiscalizaciones puntuales que no sólo tratan el concepto denunciado, sino que sólo a la persona denunciante. Tal es el caso de las licencias médicas, los despidos  de los trabajadores aforados, infracciones al artc. 12 C.T., entre otros.

i) Periodo de revisión: Es el señalado en la comisión, salvo que, conforme a lo verificado, se detecten irregularidades, caso en el cual, debe extenderse la revisión hasta constatar que no existen infracciones.

ii) Amplitud de la revisión: La documentación, relacionada con el concepto denunciado o con la materia contenida en la comisión, se revisará sólo respecto de él o los trabajadores denunciantes y del recurrente según corresponda.

d.- Refiscalización: es aquel proceso de fiscalización que se caracteriza por la existencia de una nueva visita a la empresa ya fiscalizada, con posterioridad a la entrega del informe respectivo, con el objetivo de:

· Verificar si se cumplió o no, por parte del empleador aquellas instrucciones cursadas, que requirieron un plazo excepcional para su ejecución.

· Una vez, que el servicio de Impuestos Internos, Informa sobre la determinación de la utilidad líquida de la empresa, lo anterior en razón de haberse oficiado a dicho servicio a raíz de una primera visita, y se instruye  aquella pagar Gratificaciones.

· En caso de que se haya cursado en una primera visita multa, por no presentar la documentación requerida o por no mantenerla en el lugar de trabajo o por impedimento de visita.

4.2 Etapas de la fiscalización:

En términos generales el acto fiscalizador consta de las siguientes etapas:

a.- Preparación de la visita.

b.- Concurrencia al lugar de trabajo, presentándose ante un representante de la empresa.

c.- Entrevista en forma privada, individual, y sobre la basa de una muestra con trabajadores. Se presenta también ante los representantes de los trabajadores en caso de que éstos existan.

d.- Revisión documental y ocular de las materias a fiscalizar.

e.- Constatación de infracciones, levantamiento del Acta de Fiscalización en Terreno y aplicación de multa, tratándose de infracciones que no admiten corrección posterior(ej. No otorgar descanso semanal).

f.- Impartir instrucciones a través del formulario para la Corrección de Infracciones y aplicar multa en caso de no cumplirse las instrucciones impartidas.

g.- Si existen cotizaciones previsionales no declaradas y si previa instrucción no son regularizadas, se confeccionan y envían los formularios respectivos que dan cuanta de estas deudas a las instituciones previsionales y de salud para su cobro.

h.- Finalmente, el fiscalizador elabora un informe donde deja constancia de la situación verificada en la empresa.

4.2.1 Cursos que puede seguir una fiscalización.

 Los procesos de Fiscalización difieren unos de otros. Por lo tanto, el curso que siga a la fiscalización propiamente tal dependerá de múltiples factores tales como: materia fiscalizada, infracciones constatadas , aplicación de sanciones pecuniarias , entre otros.

 Las situaciones de mayor ocurrencia son las siguientes:

1.- Cumplimiento de instrucciones: constatada una infracción, se instruirá la corrección pertinente y si el empleador la cumple, la fiscalización termina sin multa. 

2.- Incumplimiento de la instrucción: se produce en el evento de que cursada la instrucción ésta no es cumplida, terminando la comisión con la aplicación de la sanción correspondiente.

3.- Impugnación de las instrucciones: frente a una instrucción, el empleador puede interponer una reconsideración ante la Inspección correspondiente, argumentando que aquélla no se ajusta a derecho. En este caso el Servicio resolverá aceptando la impugnación o ratificando la instrucción, situación que debe ser notificada al empleador.

4.- Reconsideraciones de multas: una vez aplicada la multa, el empleador puede apelar de ella, ya sea ante el servicio o ante los Juzgados del Trabajo. Por lo general, este trámite se efectúa una vez terminada la comisión. Este tema, por la importancia que tiene, lo analizaremos en detalle en el próximo capítulo.

5.-Licencias médicas: la comisión termina con la presentación de la licencia ante organismo competente por la empresa. En el caso de no haber cumplido el trámite dentro del plazo legal, deberá pagar el subsidio.

6.- Fueros: si se produjere un despido de un trabajador aforado, se exigirá la reincorporación. Si ésta no se produjere, se aplicará multa y se cerrará la comisión.

7.- Despidos: los fiscalizadores no pueden calificar las causales de un despido, materia que es de competencia judicial. Sólo podrán exigir el pago de conceptos adeudados.

8.- No presentación de documentos: en el caso que el empleador no presente la documentación requerida, la comisión se cerrará con multa y la materia quedará sujeta a refiscalización en un período posterior.

9.- Empresa no ubicada: puede ocurrir que la dirección de la empresa no hubiera sido dada con precisión por el denunciante. En este caso, la comisión se cerrará sin haberse realizado la comisión pero con la posibilidad de que el denunciante de mayores precisiones acerca del domicilio de la empresa a fiscalizar y de esa forma realizar la comisión correspondiente.

Se puede apreciar que se pueden producir variadas situaciones dependiendo  en gran medida de la constatación evidente de las infracciones y será efectiva la comisión fiscalizadora en la medida que la materia sea de clara competencia del fiscalizador y que el cumplimiento o incumplimiento de las obligaciones legales pueda ser verificado a través de la documentación laboral, previsional o contable. La falta de prueba documental, puede desvirtuar la justa denuncia del trabajador, como ocurre en los casos de deudas por bonos y horas extraordinarias. “De allí la importancia que los trabajadores se preocupen de registrar correctamente la información de su relación laboral, y si habiendo problemas en ello, no fuere posible solucionarlo dentro de la empresa, dar cuenta oportuna a la Inspección del Trabajo de la jurisdicción”.

4.3 Facultades y atribuciones de los Fiscalizadores.

Las facultades y atribuciones de los fiscalizadores pueden definirse como los medios jurídicos, es decir, el conjunto de facultades que se le confieren al inspector para que pueda ejercer eficazmente su función de fiscalización. Tales facultades se encuentran previstas en el Título IV de la L.O. del Servicio titulado “Del ejercicio de las Funciones y Atribuciones de los Inspectores”. Estas facultades y atribuciones se pueden clasificar de acuerdo a la terminología utilizada por la O.I.T., en facultades de control, de intimación y punitivas.

1.- Facultades de Control o Inspectivas.

a).- Constituirse como ministros de fe.

 Señala el artículo 23 de la L.O. que “los Inspectores del Trabajo tendrán el carácter de ministros de fe de todas las actuaciones que realicen en el ejercicio de sus funciones, dentro de las cuales podrán tomar declaraciones bajo juramento.

En consecuencia, los hechos constatados por los Inspectores del Trabajo y de los cuales deban informar de oficio o a requerimiento, constituirán presunción legal de veracidad para todos los efectos legales, incluso para los efectos de prueba judicial”.

Al respecto debemos mencionar que el artículo 462 del C.T. establece que las actas de que den constancia ante los Inspectores del Trabajo, tendrán mérito ejecutivo ante los Tribunales del Trabajo y el articulo 474, del mismo cuerpo legal, previene en la parte final de su inc, primero que “Dichos funcionarios actuaran como ministros de fe”.

En consecuencia, se estima que todos los hechos constatados por los Inspectores del Trabajo gozan de presunción legal de veracidad para todos los efectos legales, de tal manera que tales hechos se consideran ciertos mientras no se pruebe lo contrario.

b).- Derecho de libre acceso.

 El artículo 24 de la L.O. establece que “en el ejercicio de sus funciones fiscalizadoras los Inspectores podrán visitar los lugares de trabajo a cualquiera hora del día o de la noche. Los patrones o empleadores tendrán la obligación de dar todas las facilidades para que aquéllos puedan cumplir sus funciones; permitirles el acceso a todas las dependencias o sitios de faenas; facilitarles las conversaciones privadas que deseen mantener con los trabajadores y tratar personalmente con los Inspectores los problemas que deban solucionar en sus cometidos. Estarán obligados, además, a facilitar sus libros de contabilidad si los inspectores así lo exigieran , para los efectos de la fiscalización del cumplimiento de las leyes y reglamentos laborales y sociales”.

Esta facultad se considera esencial en la labor fiscalizadora, pues de no existir haría impracticable tal función. Acorde con lo anterior, el legislador establece en el artículo 25 de la L.O. una sanción  en el caso de impedimento o dificultad que realicen personas en el cometido del Inspector del Trabajo, es más, expresa el inc, 2º de tal artc. “el patrón o empleador será, en todo caso, directa y personalmente responsable de los impedimentos y dificultades que se opongan a la fiscalización o intervención, del pago de la multa que proceda y de los daños morales, físicos o materiales que sufran los Inspectores del Trabajo en el desempeño de sus funciones”.

 Según la circular Nº8 del Servicio, la visita de fiscalización debe practicarse sin aviso previo, a fin de que no puedan ocultar o disimular infracciones.

c).- Auxilio de la Fuerza Pública.

 Dispone el artc. 26 de la L.O. qué “los Inspectores del Trabajo podrán requerir el auxilio de la fuerza pública para el desempeño de sus funciones, debiendo el Cuerpo de Carabineros proporcionarla de inmediato, mediante la simple petición de funcionario respectivo”.

Por su parte en la Ord. Nº 6.638/303, de 11.11.94, se establece que los funcionarios  de la Dirección del trabajo se encuentran facultados  para requerir el auxilio de la fuerza pública para el desempeño de sus cometidos  o funciones, debiendo entenderse que ellas no solamente se cumplen, mediante el sistema de visitas sino que también ordenando comparecencias, exhibición de documentos etc., circunstancias todas que pueden colocar al funcionario de requerir tal auxilio par asegurar el adecuado cumplimiento de sus obligaciones.

 

Se estima en consecuencia que la facultad referida es amplia  y puede ser ejercida en cualquiera circunstancia  en que el desarrollo de la actividad fiscalizadora lo requiera.

Incluso, establece el dictamen en cuestión, que tal facultad puede ser solicitada par acompañar al fiscalizador  al recinto o lugar de trabajo, a una sede sindical, incluyendo un domicilio privado. Estimamos que esto último es una situación que no se puede inferir de la interpretación de la norma legal citada y que por lo tanto, va más allá de las atribuciones contenidas en la Ley.

d).- Actuación de Oficio.

  

El artículo 27 de la L.O., dispone que “ los Inspectores del Trabajo podrán actuar de oficio y aún fuera de su territorio jurisdiccional cuando sorprendan infracciones a la legislación laboral o cuando sean requeridos por personas que se identifiquen debidamente. De éstas actuaciones, el Inspector estará obligado a informar por escrito al respectivo jefe de la jurisdicción en que intervino, dentro del siguiente día hábil,  salvo causa justificada”.




Al respecto la norma no precisa si el Inspector debe  o no estar en servicio activo al momento de ejercer tal facultad.  Pensamos que debería estar desarrollando sus funciones fiscalizadoras, a pesar de encontrarse fuera de su territorio jurisdiccional.

e).- Entrevistas y verificación de documentos.

  Previene el art. 29 de la L.O que “ la Dirección del Trabajo y los funcionarios de su dependencia  podrán citar a empleadores, trabajadores, directores sindicales o a los representantes de unos u otros, o a cualquier persona en relación con problemas de su dependencia, para los efectos de procurar solución a los asuntos que se le sometan en el ejercicio de sus respectivas funciones, o que deriven del cumplimiento de disposiciones legales o reglamentarias, como asimismo, para prevenir posibles conflictos.

La comparecencia deberá ser personal o por medio de mandatario o apoderado con amplias facultades otorgadas por escrito.

No obstante lo anterior, cuando se estimara indispensable, la comparecencia deberá ser exclusivamente personal, circunstancia  que deberá constar en la citación respectiva”.

Por otra parte, el artc.  31 del mismo cuerpo legal citado establece  que “ los funcionarios  del Trabajo podrán requerir  de los empleadores, patrones o de sus representantes y de sus organizaciones, toda la documentación necesaria para efectuar las labores de fiscalización que les corresponda y todos los datos pertinentes para realizar las encuestas que patrocina la Dirección del trabajo, incluso la exhibición de sus registros contables para su examen.

Toda aquella documentación que deriva de las relaciones de trabajo deberá mantenerse en los establecimientos y faenas en que se desarrollen labores y funciones”.



Señala Melis que no se necesita de la existencia de una controversia, o de un reclamo o de una denuncia, para el ejercicio de esta facultad, basta que actuando dentro de las esferas de sus atribuciones el fiscalizador pida la correspondiente documentación. Estimamos que para ejercer la facultad en comento el fiscalizador debe por lo menos cumplir con los requisitos previos señalados en las etapas de la fiscalización para poder efectuarla dentro del marco legal, en otras palabras esta facultad no puede ser realizada en forma arbitraria en cualquier circunstancia.

En cuanto al tiempo que deben permanecer los documentos en el lugar de trabajo, la Ord. Nº 7.053/160, de 28.09.90 expresa que “... de lo expuesto y atendidas las diversas reglas de prescripción existentes en el ordenamiento jurídico vigente, es lícito estimar en opinión de este Servicio, que el lapso durante el cual un empleador debe conservar la documentación aludida es, a lo menos, el suficiente para respaldar debidamente las obligaciones laborales y contables de la empresa frente a un eventual ejercicio de acciones laborales, previsionales, civiles, penales o tributarias, según los casos. Espacio de tiempo que, por lo tanto, no podría ser inferior a los plazos de prescripción de cada uno de los diversos derechos y acciones...”.

Sobre el punto hemos de concluir que el espacio de tiempo establecido en el dictamen del Servicio es aceptable jurídicamente, sin embargo, sería conveniente establecerlo, por su importancia, en la normativa de rango legal, por razones de seguridad jurídica para las partes involucradas en la relación laboral.

El dictamen Nº 4.125/209, de 05.07.95 , establece que no existe inconveniente jurídico para que los empleadores utilicen los sistemas de microcopia o micrograbados de la legislación laboral y previsional en los términos previstos en la ley Nº 18.845, pudiendo destruir posteriormente sólo los documentos originales que la misma ley autoriza en los plazos y de acuerdo al procedimiento que ella establece. Se entiende en términos de la citada ley que microforma es cualquier alternativa de formatos de películas fotográficas, microfilmes u otros elementos análogos que contengan imágenes de documentos originales como producto del proceso de microcopia o micrograbado y que sean susceptibles de ser reproducidos.

En estas circunstancias cabe concluir que los empleadores del sector privado que han micrograbado o microcopiado la documentación laboral y previsional pueden proceder a la destrucción de los documentos originales. Sin perjuicio de lo anterior, debe puntualizarse que la utilización del método para reproducir documentos originales en los términos expuestos, no altera la obligación del empleador de mantener en los establecimientos y faenas en que se desarrollan labores y funciones, toda la documentación que deriva de las relaciones laborales, y exhibirla cuando sea requerido para ello, para cuyo efecto, deberá conservar en tales lugares las microformas respectivas y los originales de las actas de apertura y cierre, o bien copia autorizada de los referidos documentos.

2.- Facultades de Intimación.

  

Se entiende por intimación las instrucciones que con carácter imperativo son impartidas por el fiscalizador para la corrección de las infracciones constatadas. “Se trata entonces, de una orden dada por el fiscalizador al empleador para que este tome las medidas necesarias a fin de enmendar la situación de infracción en la que se encuentra, ello siempre y cuando la infracción admita una corrección posterior ya que en caso de no ser así corresponderá la aplicación directa de la sanción”. 

Esta facultad no se encuentra prevista  en nuestra legislación, pero se justifica si se considera que si el fiscalizador puede  aplicar sanciones, puede impartir instrucciones para evitar tal sanción. Dependiendo de la gravedad de la infracción el fiscalizador puede determinar entre dos posibilidades: formular una intimación con plazo de ejecución o una intimación de ejecución inmediata.

 

En el primer caso, la naturaleza de la infracción hace posible su corrección posterior. Son casos de infracciones referidas al no pago de algún estipendio o al otorgamiento de algún beneficio laboral. En el segundo caso, las infracciones no son posibles de corregir dentro de un plazo, por lo tanto, la intimación del Inspector debe ser cumplida de inmediato. Son situaciones de gravedad o de peligro para la vida de los trabajadores. Al respecto dispone el artc.  28 del D.F.L. Nº2/67 que “en el ejercicio de sus funciones fiscalizadoras, los Inspectores del Trabajo podrán ordenar la suspensión inmediata de las labores que a su juicio constituyen peligro inminente y para la salud o vida de los trabajadores y cuando constaten la ejecución de trabajos con infracción a la legislación laboral.

En el caso del inciso anterior, los trabajadores seguirán percibiendo sus remuneraciones, o el promedio diario de los últimos seis meses  si trabajaren a trato, o a sueldo y comisión, considerándose como efectivamente trabajado  el período de suspensión para todos los efectos legales”.

 Señala Melis que se puede concluir que los fiscalizadores del trabajo están facultados para decretar la suspensión inmediata de las labores en dos casos; si constatan la ejecución de labores que en su concepto, constituyan peligro inminente para la vida o salud de los trabajadores en contravención a la legislación laboral.

El dictamen Nº 4.336 /262, de 25.08.93, corregido según circular Nº 101, de 30.08.93, del Director del Trabajo establece que “... al establecer el D.F.L. Nº2 que para poder ordenar la suspensión de labores es necesario constatar que ellas se ejecuten con “peligro inminente” para la vida o salud de los trabajadores, cabe concluir que el legislador ha entendido que el peligro debe ser inmediato, es decir, de tal naturaleza que haga presumir que los dependientes están por sufrir en cualquier momento el daño de su vida o salud”.

El dictamen Nº 4.726/332, de 06.10.98, dispone que la medida de suspensión inmediata de labores que puede ordenar el Inspector del trabajo, en caso de constatar la ejecución de trabajos con infracción a la legislación laboral dice relación únicamente con normas de esta legislación que protegen directamente la vida y salud del trabajador, y no respecto de cualquier norma de tal legislación.

3.- Facultades Punitivas.  

En derecho comparado, en general, la aplicación de sanciones no es una facultad de la Inspección del Trabajo, por ejemplo, en el sistema español la inspección simplemente formula una propuesta de sanción a la autoridad competente, en cambio, en el sistema laboral chileno la Inspección del Trabajo si sanciona y se estima por la doctrina  que “ la fiscalización del cumplimiento de la legislación laboral, función primordial de la Dirección del Trabajo, debe necesariamente  traer aparejada la posibilidad de aplicar una sanción para el caso de contravención de la norma laboral”. 

las sanciones que puede aplicar directamente el Inspector del Trabajo son: la clausura y la multa administrativa.

a).- La clausura.

El artc. 34 de la L.O. dispone lo siguiente:

“En todos aquellos casos en que los Inspectores del Trabajo puedan aplicar multas administrativas, las reincidencias podrán ser sancionadas, además, con la clausura del establecimiento o faena, cuando ello fuere procedente, hasta por diez días, que será aplicada por el Inspector que constate la reincidencia”. El legislador ha establecido que es lo que se considera como reincidencia, expresando que estamos frente a ella, en la nueva infracción que se cometa dentro de los dos años siguientes a la fecha de la última clausura o multa, contados desde que se encuentra ejecutoriada. Se establece también la posibilidad de reclamar de la clausura, dentro de tercero día de ser notificada, ante los Juzgados del Trabajo y se sujetará al procedimiento establecido en el artc. 7° de la Ley N° 16.455  
 .(artcs. 35 y 36 de la L.O.). La multa se hará efectiva a contar del vigésimo día  siguiente a la notificación de la resolución que la decretó.

Se concluye- jurisprudencialmente- que es un requisito de la esencia que la clausura procede sólo con la aplicación conjunta de una multa administrativa,  por constituir la  clausura una sanción anexa  y complementaria a la sanción de multa al hacer una interpretación de la expresión además, que se define en el diccionario de la lengua española como “ A  más de esto o aquello”, lo que reafirma que debe aplicarse no en forma alternativa a la multa, sino que conjuntamente con ella. 

b).- La multa administrativa: este tema, por la importancia que tiene será tratado en el próximo capítulo.
   El inc. 1º del artc, 424 del Código del Trabajo establece que las referencias que “las leyes o reglamentos hagan a las Cortes del Trabajo o a los Juzgados del Trabajo, se entenderán efectuadas a las Cortes de Apelaciones o a los Juzgados de letras del Trabajo, respectivamente.

  El artc. 421 del C.T., dispone que en las comunas que no sean territorio jurisdiccional de los Juzgados de Letras del Trabajo, conocerán las materias que a éstos corresponde , los Juzgados de letras en lo 

civil. A falta de normas especiales, estas causas deben tramitarse  según el procedimiento ordinario del Capítulo II, del Título I del Libro V  del Código del Trabajo.

4.4 Jurisprudencia Administrativa:

 “ Compete a los fiscalizadores de la Dirección del Trabajo fiscalizar el correcto y oportuno cumplimiento de las obligaciones impuestas por el artc. 19 del D.L. Nº 3.500 por parte de las entidades pagadoras de subsidios, entre las que se encuentran las ISAPRES.

 Los fiscalizadores deben ajustarse, en cuanto el procedimiento para determinar la base de cálculo de las cotizaciones que se deben efectuar por el pago de subsidios por incapacidad laboral, a las instrucciones impartidas por el organismo competente para interpretar la legislación previsional”.

  Ord. Nº 3.680/56, de 17.05.89.

 
“ La Dirección del Trabajo carece de competencia para fiscalizar el cumplimiento del artículo 195 del Código del Trabajo y, por ende, para aplicar sanciones en caso de inobservancia del mismo”.

Ord. Nº8.913/153, de 27.11.89.

 “ Los Inspectores del Trabajo en el cumplimiento de sus funciones actúan como ministros de fe, pudiendo exigir la exhibición de toda aquella documentación que deriva de una relación laboral cuya existencia hubieren constatado debidamente, sin necesidad de un pronunciamiento previo de los Tribunales de Justicia”.

Ord. Nº 4.559/108, de 02.07.90.

 
“ EL Inspector del Trabajo cuenta con facultades legales para exigir el cambio de instalación de un sistema de control de asistencia  consistente en un reloj de control, desde el lugar de producción de una empresa al sitio de acceso a la misma, en uso de su facultad para fiscalizar la correcta aplicación de la legislación laboral”.

Ord. Nº 935/24, de 30.01.91.

 
“ La Dirección del Trabajo está facultada para requerir la comparecencia personal o por mandatario y sancionar la falta de comparecencia de quienes, teniendo la calidad de diputados o senadores de la República, aparezcan en sus relaciones particulares como infractores de la legislación laboral”.

  Ord. Nº 5.144/236, de 08.09.92.

“ La Dirección del Trabajo carece de competencia para fiscalizar la correcta aplicación de la legislación laboral respecto  a los funcionarios que se desempeñan en establecimientos educacionales traspasados a las municipalidades y administrados directamente por éstas, correspondiendo esta facultad a la Contraloría General de la República”.

Ord. Nº 1831/115, de 20.04.93.

“ Considerando que a este Servicio corresponde las fiscalización del cumplimiento de las normas de carácter laboral, procede  que la Inspección Provincial adopte las medidas tendientes a obtener la observancia  de las normas relativas al trabajo en horas extraordinarias, cursando a la empresa  las sanciones administrativas que procedan en caso de incumplimiento de las mismas”.

Ord. Nº 155/06, de 10.01.94.

“ La Dirección del Trabajo carece de facultades tanto para fiscalizar una sede diplomática como para  exigir de parte de ésta el cumplimiento de la normativa laboral y previsional vigente, aplicable a su personal no diplomático, que sea chileno o residente permanente en Chile”.

Ord. Nº 4539/213, de 05.08.94.

“ No resulta jurídicamente procedente que los fiscalizadores hagan exigible la responsabilidad subsidiaria que consigna el artículo 64 del Código del Trabajo, respecto del dueño de la obra y del contratista, según  corresponda”.

Ord. Nº 4546/220, de 21.07.95.

“ Las atribuciones fiscalizadoras de la Dirección del Trabajo pueden ejercerse en cualquier tiempo, sin perjuicio de  los alcances que en definitiva establezcan los Tribunales de Justicia”.

Ord, Nº 3780/150, de 04.07.96.

“ Los Inspectores del Trabajo llamados por ley para actuar como ministros de fe, deberán limitarse en su gestión a cumplir las funciones propias de fedatarios, es decir, la de asistir en cuerpo presente al acto de que se trate, para observar su desarrollo, certificar el levantamiento de actas, de copias de instrumentos originados en el  mismo acto, y autenticar dichos instrumentos, dentro de las cuales  podrán tomar declaraciones bajo juramento.

Por lo mismo, cualquiera actuación ajena a las funciones de fedatario precisadas en los párrafos precedentes, implica infringir lo dispuesto en el artículo séptimo de la Constitución Política de 980, en cuya virtud ninguna magistratura, ninguna persona ni grupo de personas puede atribuirse, ni aún a pretexto de circunstancias extraordinarias, otra autoridad o derechos que los que expresamente se les haya conferido en virtud de la Constitución o las leyes. Todo acto en contravención a este artículo es nulo y originará las responsabilidades y sanciones que la ley señale”.

Ord. Nº 6355/287, de 18.11.96.

“ Los fiscalizadores pueden requerir documentación a los empleadores para su revisión tanto en la empresa como en la Inspección, con excepción de los registros contables que no pueden mantenerse en ésta, todo ello en la medida que sean imprescindibles para la fiscalización”.

Ord. Nº 0617/035, de 05.02.97.

“ El acta de fiscalización de terreno, actualmente utilizada  en los procedimientos de fiscalización llevados a efecto por este Servicio, constituye un documento idóneo para acreditar la revisión de un control de asistencia y de las infracciones detectadas en relación a la materia”.

Ord. Nº 0535/028, de 04.02.97.

4.5 Jurisprudencia Judicial.

“ A través del dictamen objetado por el recurso de protección en estudio resulta indudable que la Inspección Provincial del Trabajo pretendió dilucidar y zanjar la cuestión  propuesta haciendo responsable y conminando a la empresa recurrente a pagar horas extraordinarias utilizadas por los obreros en los menesteres indicados con lo cual decidía en una materia de suyo difícil y que requiere de mayores antecedentes, máxime que el propio organismo fiscalizador había emitido instrucciones y opiniones que se contradecían entre sí no obstante que sean amplias las facultades fiscalizadoras que se establecen en las letras a) y b) del artículo 1º  del D.F.L. Nº 2, no es  atinente aceptar que con el sólo mérito del informe de los fiscalizadores se interprete  y se emita una resolución de carácter obligatorio respecto de una materia compleja  y controvertida como se ha indicado, emitiendo declaraciones que sólo podrían hacerse  en una sentencia dictada por un tribunal laboral competente, lo que constituye la violación de la garantía constitucional contenida en el artículo 19, inciso 4º de su Nº 3 de la Constitución Política del Estado”.

C. San Miguel. Sentencia de 22.05.92, causa rol Nº 7.191.

“ Las facultades que la ley otorga a la Dirección y a los Inspectores del Trabajo y sus fiscalizadores, deben siempre ejercerse cuando en sus funciones fiscalizadoras se encuentran frente a infracciones a las normas laborales, o sea, cuando se sorprendan contravenciones o cuando se requiera aclarar el sentido e interpretar normas de dudosa aplicación para darle el verdadero alcance.  La facultad de fiscalizar y la función de fijar sentido y alcance de las leyes del trabajo sólo permiten observar  y repara infracciones objetivas y evidentes a la legislación laboral y previsional, debiendo limitarse a efectuar la denuncia pertinente, porque la calificación jurídica de los hechos es una materia eminentemente jurisdiccional que cae en la esfera de los Tribunales de Justicia.”

C. San Miguel, sentencia de 22.04.93, causa rol Nº 10.392

“ Excede del marco jurídico de las atribuciones de un Inspector de la Dirección del Trabajo y constituye una actuación arbitraria e ilegal emitir declaraciones en cuanto a determinar si existe o no caso fortuito en la paralización de una nave, la que incide en el pago de salarios a sus tripulantes durante la paralización, declaración que sólo corresponde hacer en una sentencia dictada por tribunal competente, por lo que procede acoger el recurso de protección en resguardo de la correspondiente garantía constitucional”.

 C. Suprema, sentencia de 10.11.93, causa rol Nº 22.009.

“ Corresponde a los tribunales del trabajo determinar si el despido de un trabajador es o no legal, y escapa por lo mismo del ámbito de las facultades de la Dirección del trabajo. 

 Sobre el particular, debe tenerse presente la disposición contenida en el artículo 7º de la Constitución Política”.

C. Suprema, sentencia de 12.06.96, causa rol Nº 2.612

“...no es descartable el error en el legítimo ejercicio de esa atribución(fiscalización), error que puede en algún caso importar ilegalidad y/o arbitrariedad.

Por ello es que el artículo 474 del Mencionado Código hizo expresamente reclamables ante la judicatura de la especialidad, resoluciones funcionarias como las que han dado origen a lo cuestionado. No sólo eso, sino que el artículo 475 contempla sanciones para el funcionario abusivo.

 Que cuando la normativa que rige un área especifica del acontecer nacional, cual es la de la especie, ha previsto un régimen de impugnación a modo de contralor jurídico de lo que en ella se va plasmando, la abstención de su oportuno empleo conlleva formar aceptación de sus efectos , conforme al consagrado principio del acto u omisión propios; Que como, en su momento, la recurrente no se reclamó  contra lo obrado por el instituto fiscalizador , no cabe sino entender que éste ni sólo ejerció una facultad legal- como quedó primeramente sentado- sino que, además, lo hizo en un caso previsto por la ley y existiendo antecedentes que, al menos en principio, así lo justificaban.

Por lo tanto, descartado queda el reproche de ilegalidad.

 Que para que se entendiera arbitrario, requeriríase que el Oficio Nº 3.554/191 careciera de todo fundamento razonable y se mostrara fruto de del mero capricho o la torpeza. Basta su lectura para apreciar que, bien o mal. Exhibe una hilación  lógica de principio a fin; se basa en antecedentes de hecho ...., interpreta disposiciones legales atingentes...y concluye en forma consecuente con sus premisas fundantes.

Por consiguiente, imposible resulta atribuir arbitrariedad a la actuación sub judice”.

C. Apelaciones Santiago, sentencia de 3 de octubre de 1997, causa rol Nº 2.613.

“ El artículo 331 del Código del Trabajo, sólo faculta a la Inspección del Trabajo para pronunciarse sobre la reclamación de las observaciones formuladas por el empleador, pero no para revisar la legalidad del convenio suscrito de acuerdo a la ley laboral, exigiéndosele los requisitos establecidos para el convenio colectivo del trabajo.

Que para impugnar la validez de un convenio colectivo mediante vicios de nulidad como falta de consentimiento, los únicos órganos jurisdiccionales para ello son los Tribunales de  Justicia, mediante juicio de lato conocimiento”.

C. Apelaciones de San Miguel, sentencia de 21.04.97, causa rol Nº397-96

4.6 Estrategias y Políticas de Fiscalización.

Desde el punto de vista del área de fiscalización, por lo tanto, el logro de la misión de la Dirección del trabajo en lo que al efectivo cumplimiento normativo respecta, descansa en el perfeccionamiento sostenido de las formas de organización del trabajo, los procedimientos operativos, la cobertura u los productos y resultados de la actividad fiscalizadora y de sus relaciones con las restantes áreas operativas del Servicio.


Tales propósitos han sido abordados por el Departamento de Fiscalización sobre la base de las siguientes tres definiciones estratégicas.

1.- Modernización e informatización de los procedimientos operativos.


Los procedimientos operativos actualmente en uso constituye una modificación de antiguos procedimientos que fueron adecuándose por partes a las nuevas realidades laborales.  En los últimos años se ha hecho el esfuerzo de su readecuación global, conformando un todo coherente y probadamente efectivo que utiliza al máximo las potencialidades de los funcionarios y las posibilidades que ofrece la técnica computacional.


Esta readecuación, que debe ser completada en 1998, incluye tres elementos centrales:

· Nuevos procedimientos de fiscalización. Reingeniería global de los procedimientos operativos del área de fiscalización que se expresa en la operación de la atención de público en las oficinas de turno, la atención en comparendos, la fiscalización en terreno, la emisión de certificados de contratistas, etc.

· Descentralización de las reconsideraciones de multa, aprovechando el acceso a los antecedentes del solicitante y las posibilidades de control de la tarea que ofrece la información.

· Cobranza de las multas por parte de la Tesorería General de la república, también posible gracias a la sistematización y ordenamiento de la información y la puesta en práctica de procedimientos adecuados.

2.- Incremento de la capacidad operativa.
· Aumento en la cantidad de fiscalizadores y en la calidad de éstos, mediante una selección adecuada y capacidad permanente.

· Aumento en infraestructura y móviles.  Además de los recursos que se entrega al  Servicio en la Ley de Presupuesto, algunas Direcciones Regionales han postulado (de acuerdo con esquemas y procedimientos elaborados en el Departamento de Fiscalización) a fondos regionales para tener unidades móviles, con excelente resultado.

· Incremento de unidades operativas.  Se ha reestudiado la situación de las Inspecciones Intermitentes para la transformación de algunas de ellas en permanentes.

· Mejoramiento de los procedimientos de programación de la fiscalización de libre iniciativa y del uso de los recursos humanos para ella.  Se ha logrado estabilizar este tipo de fiscalización en más del 50 por ciento de la fiscalización total. 

3. Optimización de los procedimientos de control.

· Descentralización y  refuerzo de las actividades de Control Funcional y Técnico.  Cada una de las unidades del departamento de Fiscalización debe ejecutar actividades rutinarias de control funcional y técnico en su propio ámbito, las Direcciones  Regionales se hacen cargo del control funcional y técnico en las unidades de su jurisdicción, al tiempo que la Oficina de Contraloría del Servicio asume la coordinación del conjunto de estas actividades.

· Rigurosidad en el control de la gestión operativa.  La información en marcha permitirá un control permanente y actualizado de la gestión operativa del Servicio, velando por una adecuada utilización de los recursos humanos y materiales disponibles.  Además, se han elaborado criterios de actuación y procedimientos de control, así como herramientas de análisis (por ejemplo, un análisis mensual regional de la gestión  operativa) para que el nivel regional pueda cumplir con tal función respecto de las actividades operativas de su jurisdicción.

C.- Principales políticas del área de fiscalización.

1.-
Reforzar la importancia de la fiscalización programada.

Tal modalidad permite la adecuada focalización de los recursos de fiscalización, orientándolos a los sectores efectivamente más vulnerables.

2..-
Perfeccionar la actividad de fiscalización concertada.

La colaboración y coordinación de los actores de la relación laboral, particularmente las organizaciones sindicales, permiten ampliar los efectos de la fiscalización  así como objetivar los diagnósticos sectoriales para generar soluciones eficaces en las actividades de mayor complejidad.

3.-
Profundizar las actividades de reglamentación.

Evaluados los significativos avances regulatorios en áreas complejas, como control de descansos en el transporte interurbano y las jornadas excepcionales, corresponde profundizar tales experiencias y abordar otros temas y sectores que requieren de elaboración normativa en el marco de nuestras facultades.

4.-
Elevar  la calidad y eficacia de la fiscalización.

Fundamentalmente a través de las nuevas políticas de recursos humanos, particularmente las relativas a reclutamiento y capacitación, así como a través de las ventajas y oportunidades que los nuevos procedimientos y sistemas informáticos podrán a disposición de la actividad operaria.

5.-
Inspección de seguridad e higiene laboral.

Para convertir nuestras competencias en esta área en un eje de acción tan relevante como la fiscalización laboral y previsión, se reforzarán las medidas de capacitación, apoyo y coordinación con otros organismos públicos, para que progresivamente la inspección en seguridad e higiene se integre en plenitud a la actividad ordinaria  de fiscalización.

6.-
Generación y procesamiento de información sobre el mundo del trabajo.

Los nuevos procedimientos y los sistemas informáticos asociados, abrirán grandes posibilidades de recoger información cuantitativa y cualitativamente muy superior a la actual, potenciado así nuestra capacidad analítica como servicio y para cumplir más eficazmente el rol evaluatico que nuestra ley orgánica nos asigna. 

CAPITULO V: LA MULTA ADMINISTRATIVA.

“ La sanción administrativa constituye uno de los más importantes medios jurídicos de que se 

ha dotado a los fiscalizadores para ejercer las funciones de control y supervigilancia de 

la ley laboral y previsional en su caso.”

Revista Laboral Seguridad Social, N°51,pág.16

5.1 Verificación de la infracción 5.2 Formalidades de la aplicación de la multa administrativa 

5.3 Reclamación de la multa administrativa 5.4 Jurisprudencia judicial 5.5 Cuadro resumen de 

infracciones y multas.

El artículo 477 del C.T., inserto en el título final bajo el epígrafe: De la Fiscalización, de las Sanciones y de la Prescripción, dispone que “ Las infracciones a este Código y a sus leyes complementarias que no tengan señalada una sanción especial, serán penadas con multa a beneficio fiscal de una a diez unidades tributarias mensuales, incrementándose hasta en 0,15 unidad tributaria mensual por cada trabajador afectado por la infracción, en aquellas empresas con más de diez trabajadores afectos por la mencionada infracción.

Todas las multas por infracción a este Código y a sus leyes complementarias se podrán duplicar en caso de reincidencia dentro de un período no superior a doce meses. Constituirá reincidencia el hecho de volver a incurrir el empleador en una infracción a la misma disposición dentro del plazo mencionado o la circunstancia de persistir una vez evacuados todos los recursos administrativos y judiciales o vencidos los términos para interponerlos, en el incumplimiento que dio origen a la anterior sanción”
.

En el ámbito laboral chileno las sanciones pueden ser de distinta índole: indemnización por el despido injustificado, alteración de la carga de la prueba, la clausura, y la multa pecuniaria entre otras.

La naturaleza jurídica del acto que impone una sanción corresponde a la de un acto administrativo ejecutado por un órgano que integra la administración del Estado: La dirección del Trabajo.

Los actos administrativos de acuerdo a su contenido se pueden clasificar en actos de autorización, de aprobación, de admisión, de concesión, permisivos, procedimentales, de 

control, de registro, de certificación, de trámite, de ejecución, de notificación, de denegación, de renuncia , de dispensa y punitivos. Estos últimos son definidos por Enrique Silva Cimma como “ aquellos mediante los cuales se castiga por la Administración del Estado, porque la Administración tiene la facultad de sancionar no sólo en relación a sus propios agentes, sino también en relación a terceros frente a la administración del Estado, y así cuando la Administración impone una multa o una autoridad sanitaria impone un castigo pecuniario por infracción a las disposiciones del Código del ramo, en el fondo está sancionando a un tercero que ha infringido la ley en cuanto a sus relaciones con la Administración”. 

Señala Patricio Novoa que aquí es la Administración la que sanciona, no la justicia, sin perjuicio de que se pueda recurrir a los tribunales en contra de estos actos, pero cuando ello ocurra va a operar otro principio que obedece a la máxima latina solve et repete o sea, “ paga primero y reclama después”, que en el caso del derecho laboral se traduce en la consignación de la tercera parte de la multa.

La facultad de aplicación de la multa por parte de la Administración se estableció en virtud de la ley Nº 14.972, de 1962. Recordemos que el criterio del legislador del año 1931 era diferente en este punta ya que disponía el art. 575 que “Comprobada la efectividad de la infracción, los Inspectores del Trabajo y demás funcionarios competentes la denunciarán ante el respectivo juez del trabajo”. Se concluye de lo anterior que la facultad punitiva se mantenía dentro de la esfera judicial.

El actual artículo 474, inc. 1º, del C.T. dispone que “las sanciones por infracciones a las legislaciones laboral y de seguridad social como a sus reglamentos se aplicarán administrativamente por los respectivos inspectores o funcionarios que se determinen en el reglamento correspondiente. Dichos funcionarios actuarán como ministros de fe”.

La función primordial de la D.Tr. que es a nuestro juicio, la fiscalización de la legislación laboral, debe contar necesariamente con la facultad de sancionar administrativamente, mediante una multa, el incumplimiento de tal legislación.

Concluye Cristian Melis  que es posible afirmar – de acuerdo con lo señalado anteriormente – que la aplicación de multas es una facultad que compete de manera general al órgano administrativo con prescindencia del órgano judicial, tocando a éste actuar sólo frente a la reclamación de la multa cursada. 

Sólo podrían aplicar multas los Tribunales del Trabajo en aquellos casos en que expresamente los ha facultado el legislador. 

El profesor William  Thayer acota que la mayor expedición respecto de la aplicación de sanciones en caso alguno puede inducir a privilegiar la función represiva en perjuicio de la finalidad primordial de los Servicios del Trabajo, cual es obtener el oportuno y cabal cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales. En efecto, el Fiscalizador está instruido en orden a obtener, en lo posible, el cumplimiento voluntario de la ley, por ser lo más conveniente para los trabajadores. En sus actuaciones o normal es que dejen instrucciones escritas al infractor notificándole de las irregularidades e infracciones detectadas. Para su enmienda otorgan, por lo general, un plazo de dos días hábiles, el que es susceptible de ampliarse en caso que a juicio del fiscalizador, sea prácticamente imposible subsanar las infracciones las infracciones en el plazo señalado. Sólo excepcionalmente, la multa se aplicará en forma inmediata cuando haya trabas para el ejercicio de la función fiscalizadora o cuando se constaten infracciones de sean de tal envergadura que no permitan su corrección. En suma el fiscalizador llamado a sancionar debe ponderar en forma prudente las circunstancias de hecho y de derecho que concurren en cada caso en particular.

 
Al respecto hemos considerado para efectos de este estudio que la facultad de aplicar una sanción administrativa pecuniaria es un medio integrante de la función fiscalizadora de la D.Tr. , en otras términos, estimamos que no es función de la D.Tr. el sancionar mediante la aplicación de multas, sino que éstas  constituyen el medio jurídico para sancionar pecuniariamente por el hecho de incurrirse en infracciones de las normas laborales, máxime si el art. 1º de la L.O. del Servicio no prevé a tal facultad como una función. 

Por ejemplo, el artículo 478 inc. 2º del C.T. establece que el conocimiento y la resolución de la infracción a que hace referencia tal artc. corresponderá  a los Juzgados de Letras del trabajo, aplicando en tal caso una multa a beneficio fiscal de una a doce unidades tributarias mensuales, incrementándose hasta en un cuarto de unidad tributaria mensual por cada trabajador afectado por la infracción. 

Esta consideración tiene como argumento una sentencia de la Corte Suprema, la cual señala que “la resolución de la Dirección del Trabajo que sanciona con multa a un establecimiento educacional representa un acto de fiscalización legal que no merece el reproche de arbitrariedad”. 

 La sanción administrativa involucra dos aspectos que son fundamentales para alcanzar el objetivo del cumplimiento de la legislación laboral:

1.- En un aspecto preventivo creando intimidación general, con lo cual propende a que la ley sea respetada más por temor, haciendo conciencia que la sanción puede verificarse  en cualquier momento; es decir, que esta latente siempre la facultad de sancionar. 

2.- El castigo mismo o retribución frente a la infracción de obligaciones laborales o previsionales específicas. Aun en esta última situación, la multa, en definitiva, pretende del infractor que se corrijan las infracciones que motivaron su infracción.

 Las normas legales que regulan la sanción administrativa son las siguientes:

a) Código del trabajo y D.F.L. Nº 1 de 1994 en sus disposiciones transitorias que fijan los preceptos legales que deben ser respetados en la institución laboral y la sanción respectiva para el caso de que se constate su infracción o incumplimiento.

b)  Específicamente, el Libro V del Código del Trabajo, Título II, que establece la facultad del los Inspectores del Trabajo  para aplicar multas administrativas, las instancias de reclamación de las mismas y la cuantía de las multas establecidas por la legislación de fondo.

c) D.F.L. Nº 238, de 1963, dictado en virtud de facultades delegadas por la ley Nº 14.972, cuyos artículos 4º al 7º inclusive, mantienen vigencia, en conformidad a lo dispuesto por el art. 2º, de la ley Nº 8.620, de 1987.

d) D.F.L. Nº 2, de 1967, Estatuto Orgánico de la Dirección del Trabajo que establece las facultades de los Inspectores del trabajo y sanciones y procedimientos especiales.

e) D.L. Nº676, de 1974, que faculta al Director del Trabajo para dejar sin efecto multas administrativas en ciertos casos.

5.1 Verificación de la Infracción.

 Un elemento de suma importancia consiste en determinar cuales son los requisitos para que proceda la aplicación de la multa administrativa.

 En primer lugar, debe existir la norma legal que fije derechos u obligaciones, determinando claramente el sujeto, activo o pasivo, respectivamente.

 En segundo término, que se infrinja la referida disposición legal, que motiva la sanción.

 Que la infracción, en tercer lugar, tenga contemplada una sanción específica o bien, de aquellas que no contemplando una sanción especial, son también punibles.

Finalmente, que dicha infracción sea constatada fehacientemente por un agente público, Fiscalizador en esta caso, que pueda certificar el hecho de la infracción en su carácter de ministro de fe y disponer la sanción establecida por la Ley.

En síntesis, es menester que la multa cursada se encuentre correcta y debidamente tipificada, es decir, “debe contener  claramente la infracción que se ha constatado, los conceptos y normas legales infringidos, los trabajadores afectados, los periodos del incumplimiento y las disposiciones sancionadoras. Nos parece importante insistir en lo primordial de este acápite, ya que, justamente por errores en este aspecto es que se dejan sin efecto la mayor cantidad de multas". 

Por consiguiente, la  verificación de la infracción supone la presencia de faltas u omisiones previstas por el legislador para sancionar. Esto significa que de no haber una situación prevista por la ley, con su correspondiente sanción, no será posible aplicar una multa administrativa; en otros términos en la oportunidad que concurren tales supuestos se produce la infracción y nace la posibilidad de sancionar, monto que debe regularse en ese preciso momento.

Debemos mencionar –de acuerdo con Melis- que en general la ley contempla de diversas formas  las infracciones y las sanciones aplicables, así  ocurre en la situación de que sea la  propia norma establezca la sanción en caso de infracción (por ej. artc. 9º inc. 2º del C.T.) . En otros casos se establece una sanción especial para todas las contravenciones a un grupo de materias o de normas o de un título determinado ( por ej. artc. 208 del C.T.). Se puede, finalmente, establecer  una norma genérica supletoria, es decir, una sanción en particular (por ej. artc. 477 del C.T.)

5.2 Formalidades de aplicación de la Multa Administrativa.

1.- Funcionario que debe aplicar la multa administrativa.

 El Inspector del trabajo que constató la infracción es quien debe aplicar la multa administrativa y por consiguiente dictar la resolución que la impone. Se concluye que sólo puede sancionar el funcionario que ha verificado personalmente la infracción, elemento que consideramos adecuado por cuanto es el agente del Estado quien ha tenido un conocimiento directo de los hechos que ameritan tal sanción. Así lo establece expresamente el D.L. Nº238 y el D.F.L. Nº2.

El D.L. Nº238, de 1963, del ministerio de Previsión Social, que fijó el monto de las multas por infracción a las leyes sociales y su tramitación, esta vigente en virtud de lo dispuesto en el artc. 3 transitorio del C.T.(dictamen 6.6638/302, de 1994) dispone en su artc. 4º que “para los efectos de la ley 14.972, se entiende que “los respectivos Inspectores o funcionarios”, a que alude el artc. 2º de la misma, son los Inspectores del Trabajo o funcionarios de otros servicios o reparticiones encargadas de fiscalizar el cumplimiento de las leyes sociales, que han constatado la infracción.

Tratándose de Instituciones de Previsión, las multas serán decretadas  por el respectivo Vice presidente Ejecutivo o Director o por los Jefes de Agencias o sucursales”. 

 En este mismo sentido, el artc. 32, de la L.O. expresa que la  multa administrativa será aplicada por el Inspector del Trabajo que la constató.

2.- Contra quien se dirige la sanción.

De acuerdo con lo establecido en el artc. 474, inc. 5º del C.T., “serán responsable del pago de la multa la persona natural o jurídica propietaria de la empresa, predio o establecimiento. Subsidiariamente responderán de ellas los directores, gerentes o jefes de la empresa, predio o establecimiento donde se haya cometido la falta.”

En términos similares el srtc. 25 de la L.O , en el inc. 2º dispone que el patrón o empleador será responsable en todo caso, directa y personalmente, del pago de la multa que proceda.

Estas normas debemos vincularlas con la presunción de Derecho prevista en el artc. 4º del C.T., por lo que debemos concluir que en todos los trámites a que dé lugar la aplicación de sanciones, se presume de derecho que representa al empleador y que en tal carácter obliga a éste, el gerente, el administrador, el capitán de barco y, en general, la persona que ejerce habitualmente funciones de dirección o administración por cuenta o representación de una persona natural o jurídica. Sin embargo, debemos consignar que lo señalado en este punto, hay dos situaciones que son diferentes; una que corresponde a la persona obligada al pago de la multa y otra, contra quienes se dirige la sanción, pudiendo o no ser coincidentes ambas personas.

3.- Resolución emitida por el Inspector.

La aplicación de una multa administrativa, es un acto administrativo, el cual se expresa o manifiesta a través de una resolución emitida por el Inspector. En esta resolución se pueden distinguir tres partes:

 a).- Parte Expositiva: en ella debe darse cuenta clara y concreta de los hechos que constituyen la infracción y de los antecedentes principales. Se consignará, por ejemplo, el día, la hora, el lugar, el nombre del funcionario que realiza el cometido, las instrucciones impartidas. Se encabeza esta parte con la expresión “Vistos”.

  b).- Parte Considerativa: en ella se da cuenta de las disposiciones legales infringidas y aquellas que sancionan tal infracción. Se encabeza esta parte con la expesión “ Teniendo presente.”

  c).- Parte Resolutiva : en ella, se contiene la sanción en U.T.M. o en U.F. , según la naturaleza de la infracción laboral o previsional, respectivamente y su equivalencia en pesos a la fecha de la constatación de la infracción, la persona sancionada, la obligación de depositar su monto actualizado en Tesorería, debiendo acreditarse el pago mediante la boleta respectiva, se indicará también quien practicará la notificación y el hecho de que el infractor cuenta con un plazo para reclamar.

En el caso de que se trate de varias infracciones, determinará el momento de la multa por cada disposición infringida en forma separada y el recargo que procediere. 

 Advierte, por  último, que expirado el plazo, la resolución tendrá mérito ejecutivo para los efectos de exigir su cumplimiento. Se en cabeza esta parte con la Expresión “Resuelvo”.

4.- Notificación.

La resolución debe notificarse necesariamente al infractor para que produzca efecto. La notificación se efectúa por Carabineros o funcionario del Servicio, mediante la entrega de una copia de la resolución al infractor o a cualquier persona adulta de su domicilio o del lugar en que ejerza su actividad, extendiéndose la respectiva acta de notificación.(ver actual artc. 478 bis del C.T. norma que establece forma de notificación de la D.Tr.)

5.3  RECLAMACION DE LA MULTA ADMINISTRATIVA

El Título II y Final, del Libro V, del C.T., establecen los procedimientos de impugnación de las multas administrativas. Se pueden verificar dos tipos de impugnación: la Administrativa, a través de  la Reconsideración de la multa o de la Solicitud de Rebaja de la misma y la impugnación Judicial, a través de la Reclamación Judicial.

Debemos tener presente que para evitar una posible multa  en el caso de que el empleador haya sido fiscalizado y producto de este acto se les ha impartido instrucciones para que las cumpla, el paso a seguir es la solicitud de reconsiderar esas instrucciones si no existen a juicio del empleador las supuestas infracciones que se suponen, trámite que será determinante para suspender el procedimiento de fiscalización en lo que afecte a la materia impugnada. Esto no significa  que  el empleador renuncie a las eventuales reclamaciones judiciales en caso de que la solicitud fuere denegada; pero implica también que la D.Tr. pueda acogerla total o parcialmente, con lo cual no existiría el riesgo ya de ser sancionado. 

Si la solicitud de reconsideración no se acoge y el empleador resulta sancionado, podrá impugnar la multa ante los Tribunales, o bien ante la Dirección del Trabajo, como veremos a continuación. 

1.- Impugnación Administrativa.

El artículo 481 del C.T. faculta al Director del Trabajo, en los casos en que el afectado no haya reclamado de conformidad con el artc. 474 del mismo texto legal (reclamación por vía judicial), para dejar sin efecto o rebajar, en su caso las multas administrativas impuestas por funcionarios de su dependencia y renunciar o desistirse de la acción ejecutiva para su cobro siempre que concurra alguna de las siguientes circunstancias:

1).- Que se acredite fehacientemente haber dado íntegro cumplimiento a las disposiciones legales, convencionales o arbitrales cuya infracción motivo la sanción;

2).-  Que aparezca de manifiesto que se ha incurrió en un error de hecho al imponerse la multa. 

“ Si dentro de quince días de notificada la multa, el empleador corrigiere la infracción a satisfacción de la Dirección del trabajo, el monto de la multa se rebajará en un cincuenta por ciento, sin perjuicio del derecho de solicitar una reconsideración por el monto total de la multa, a la misma Dirección”.

De  acuerdo con el artc. 482 del mismo Código, el Director del Trabajo hará uso de la referida facultad mediante resolución fundada, a solicitud del interesado, la que deberá presentarse dentro del plazo de treinta días de notificada la resolución que aplicó la multa administrativa.
Esta resolución es reclamable ante el Juez de Letras del Trabajo dentro de quince días de notificada y en conformidad al artc. 474 del C.T. El  plazo establecido en este inciso es de días corridos; y, la prórroga del mismo, si el último día cae en un feriado, no procede. (dictamen Nº6.485/293, de 1996).

Lo anterior significa que el infractor dentro del plazo indicado podrá reclamar ente los tribunales laborales del pronunciamiento del Director del Trabajo, sea que éste haya confirmado la multa aplicada y en consecuencia rechazado la solicitud de reconsideración o dispuesto la rebaja de la misma, en cuyo caso el tercio que deberá consignar será de la multa rebajada y no de la originalmente cursada.

La solicitud de rebaja y la reconsideración total de la multa impuesta, en su caso, constituye un solo procedimiento, siendo conveniente presentarlas en un solo escrito. 

Existen por tanto dos  vías para impugnar la multa administrativa, en sede Administrativa. Una que consiste en la petición de rebaja de la resolución de la multa en un 50% de su monto, siempre que se de el presupuesto legal ya citado. En esta caso se trata no de dejar sin efecto la multa, sino de simplemente rebajarla. Por su parte, quien es competente para  conocer dicha solicitud es el Director del trabajo, quien determina si procede o no la rebaja, lo que por razones de buen servicio se hace por medio de delegaciones de facultades, tanto en el Departamento de Fiscalización como en las Direcciones Regionales.

Debemos hacer presente que para que sea posible esta vía es necesario que la naturaleza de la infracción que dio origen ala sanción administrativa, admita su corrección posterior.

La segunda  vía o posibilidad es la reconsideración de la multa aplicada, la que consiste en la solicitud de rebaja (por el 50% restante que no pudo ser objeto de solicitud en el caso anterior) o que se deje sin efecto la multa cursada, por que se dan los presupuestos para ello.  Los requisitos para este caso son que no se haya reclamado de la multa en sede judicial y que se haya interpuesto en el plazo señalado.

   Tramitación de la Impugnación de la multa en sede Administrativa.

La solicitud debe presentarse en la respectiva Inspección del trabajo, en ésta se deberá estampar la fecha de su recepción y adoptar las medidas conducentes para no progresar en la ejecución de la multa recurrida, hasta que el director resuelva la petición de reconsideración o de rebaja según el caso. Las solicitudes que se presenten en forma extemporánea, serán rechazadas de plano, por la Oficina de origen. Sobre este requisito, la D.Tr. ha determinado, en el dictamen Nº 290/17, de 11.01.96, que el plazo para solicitar reconsideración de las multas aplicadas por infracción a la legislación laboral y de seguridad social previsto en el inc. 1º del artc. 482 del C.T. , es de treinta días corridos. Los argumentos que sirven para esta interpretación de la D.Tr. , se basan en el análisis de las reglas generales sobre la materia contenidas en el Código Civil, específicamente en lo previsto en el artc. 50, de lo que se colige que no existiendo norma expresa que señale lo contrario, el plazo corre sin interrupción durante los días feriado, es decir, para su cómputo se consideran aún dichos días. Dicha norma (artc. 50) , consigna los plazos que la doctrina ha denominado continuos y que se oponen a los plazos discontinuos que son aquellos que sufren suspensión durante los días feriados. Cabe hacer presente- concluye el dictamen citado- que la afirmación anterior no puede verse desvirtuada por lo dispuesto en el artc. 429 del C.T., puesto que dicho artc. por expresa disposición de la ley, sólo resulta aplicable a los plazos previstos en el  Título I, del Libro V del C.T.

En la solicitud el sancionado deberá hacer las aseveraciones y descargos que estime procedentes, indicando en forma precisa la regularización de las infracciones sancionadas e indicando la oportunidad en que ello ocurrió. En el caso de haber cometido el fiscalizador un error de hecho, debe indicar en forma clara y concreta en que consistió tal error.

 En la solicitud es conveniente indicar , además, lo siguiente:

a).- Conducta laboral del sancionado señalando sino registra denuncias o reclamos en su contra, y si han existido, que éstos han sido solucionados a satisfacción de la autoridad administrativa y destacar, según sea el caso, la circunstancia de no haber sido sancionado con anterioridad.

 b).- Que no ha interpuesto reclamo judicial de conformidad al artículo 474 del C.T.

Una vez transcurrido el plazo de treinta días, los antecedentes de las solicitudes presentadas en tiempo y forma, serán entregados al fiscalizador que aplicó la sanción, para que éste, dentro de un plazo breve, emita informe sobre los siguientes aspectos:

a) Hechos que originaron la sanción.

b) Respuesta a las aseveraciones y descargos formulados por el recurrente.

c) Indicación precisa respecto a la regulación de la situación verificada y oportunidad en que ello ocurrió.

En el evento de haberse incurrido en un error de hecho, deberá señalarse los motivos que indujeron a cometerlo.

En ausencia del fiscalizador actuante, informará el jefe de oficina o el funcionario a quien éste designe.

Reunido todo lo anterior, se formará  sólo un expediente foliado, el cual deberá contener, ya sea se trate de una o dos presentaciones, los siguientes antecedentes:

a) Resolución de la multa y fecha de su notificación.

b) Solicitudes de reconsideración y/o rebaja.

c) Antecedentes acompañados por el recurrente.

d) Informe del Fiscalizador actuante.

e) Documentación soportante, como por ejemplo, copia de actas de comparendo, citaciones, actas de fiscalización, oficio de instrucciones, entre otros.

f) Conducta laboral del infractor señalando si registra denuncias o reclamos en su contra y sus resultados; si ha sido sancionado con anterioridad, indicando si es reincidente; y

g) Si ha interpuesto reclamo judicial de conformidad al artículo 474 del CT.

Formado el expediente respectivo, éste será enviado a la Dirección regional o al Departamento de Fiscalización de la Dirección Nacional, según corresponda, para conocimiento y resolución.

 Cualquiera que sea la resolución del Director del Trabajo, en orden a rebajar o dejar sin efecto la multa en cuestión o se haya desistido de la acción ejecutiva iniciada para su cobro por haberse acreditado fehacientemente el íntegro cumplimiento de las disposiciones legales, convencionales o arbitrales cuya infracción motivó la sanción, no quita al beneficiario el carácter de reincidente en caso de incurrir nuevamente en la misma falta.

Las facultades que asisten al Director del Trabajo en esta materia, sólo podrán ejercerse por una sola vez respecto de cada resolución de multa, de manera tal que las solicitudes que persigan reconsiderar por segunda, tercera o más veces, una multa cuya primera solicitud fue denegada o acogida en forma parcial, serán rechazadas de plano, sin acogerse a tramitación.

El pronunciamiento administrativo que resuelve la solicitud de rebaja y el que se emite sobre la petición de reconsideración total de la multa cursada, deberá notificarse al infractor o a cualquier persona adulta de su domicilio o lugar donde ejerza su industria, comercio o profesión, oficio, empleo o actividad, mediante la entrega de una copia de la resolución o pronunciamiento administrativo por parte de un funcionario del servicio o de Carabineros. En caso de que sea un funcionario del servicio que practique la notificación, la misma podrá verificarse además en el lugar que sirve de sede u oficio a la Inspección del Trabajo que aplicó a multa, dejando constancia de ello en el acta de notificación que se levante al efecto. 

La cobranza judicial respectiva se iniciará sólo una vez transcurrido el término de quince días desde la fecha de notificación del rechazo o rebaja, en el caso de que el infractor no haya reclamado de la resolución, de conformidad al artc. 474 del Código del Trabajo. La resolución Nº 100,dev 1998, conjunta de la D.Tr. y del Servicio de Tesorerías, traspasa a éste último servicio la cobranza de las multas aplicadas por la Dirección del Trabajo.

2. Impugnación judicial.

El inc. tercero del artc. 474 del C.T. dispone que “La resolución que aplique la multa administrativa será reclamable ante el Juez de Letras del trabajo, dentro de quince días de notificada por un funcionario de la Dirección del trabajo o de Carabineros de Chile, previa consignación de la tercera parte de la multa”.

Lo anterior significa que el infractor, dentro del plazo indicado, podrá reclamar ante los Tribunales Laborales del pronunciamiento del Director del Trabajo, sea que éste haya confirmado la multa aplicada y, en consecuencia, rechazado la solicitud de reconsideración o dispuesto la rebaja de la misma, en cuyo caso, el tercio que deberá consignar, será de la multa rebajada y no de la originalmente cursada.

Se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales, el escrito de reclamación que no vaya aparejado del comprobante de pago de la tercera parte de la multa impuesta, que acredita que ella se integró en Arcas Fiscales dentro del mismo plazo ya señalado.

 
La exigencia de consignar la tercera parte de la multa en arcas fiscales, como requisito previo para reclamar de ella, debe entenderse cumplida con el hecho de efectuar la consignación en la cuenta corriente de Tribunal si en la localidad no existe Servicio de Tesorerías, pues a lo imposible nadie esta obligado. (Corte de Concepción, sentencia de 16.01.85.)

El plazo de 15 días es de carácter civil, por lo que se cuenta desde el día siguiente de la notificación y es de días corridos, lo que da a entender que incluye los días festivos; es fatal, lo que obliga a que la reclamación se interponga necesariamente dentro de los quince días; además, es de carácter legal, lo cual significa que no se puede prorrogar. 

No presentándose reclamación o no reuniendo ésta los requisitos mencionados, la resolución que imponga la multa quedará firme.(art. 6º, D.F.L. Nº238, de 1963).

Aspectos impugnables de una multa.

El afectado, con la aplicación de una multa administrativa, puede reclamar o impugnar esta medida de la siguiente forma:

a) Puede contrarrestar el aspecto expositivo, fundado en la inexistencia de los hechos invocados por el fiscalizador, o que ocurrieron de diferente forma a lo denunciado. Este tipo de fundamento de la reclamación no resulta aconsejable utilizarlo, normalmente, cuando se está en presencia de infracciones “formales”, que corresponden a acciones u omisiones directas del multado, tales como la no asistencia a un comparendo, omisión que se acredita precisamente con el informe a certificación del Inspector actuante que es por lo demás quien aplica la sanción.

b) Se puede dirigir la raclamación en contra de la parte considerativa, alegándose mala aplicación de los preceptos legales, que no se ha acreditado infracción alguna, que se invocaron equivocadamente las disposiciones legales o que la norma legal de fondo ha sido mal interpretada. En este sentido, cuando se ataca la parte considerativa, lo que se estará en discusión serán, por cierto, problemas o puntos de derecho. Se discute, en otras palabras, el fondo del asunto.

c) Finalmente, el afectado puede impugnar la resolución en su parte resolutiva, caso en el cual se expondrá no ser acreedor de la multa o bien que esta es excesiva considerando la naturaleza de la infracción, por su situación económica o por otras circunstancias que estime atenuantes. 

Tramitación de la impugnación de la multa en sede judicial.      

El procedimiento aplicable corresponde al del Juicio Ordinario laboral, es decir, no tiene

 una   tramitación   especial,   sino   que  se rige  por  el  procedimiento    de   aplicación general, 

salvo que el demandante opte por el procedimiento de menor cuantía.

En dicho procedimiento, la      parte demandada, no es   el    fiscalizador que curso la multa 

administrativa, sino que la inspección del trabajo respectiva,   representada  por el Director Regional, 

Inspector Provincial o Inspector Comunal,  según    corresponda. 

La Resolución Exenta Nº 392, de 12.04.99, de la D.Tr., delega    parcialmente  la     facultad 

de representar judicialmente a la Dirección del Trabajo en los Inspectores Provinciales y  Comunales 

del Trabajo en los juicios sobre reclamaciones de multas administrativas y el  los  Directores 

Regionales del Trabajo en los juicios sobre reclamaciones contra los actos  que resuelven solicitudes 

de reconsideraciones de multas administrativas. 

 “Lamentablemente, el artículo 474 del C.T. no dispone un procedimiento especial para este 

reclamo y,  en   consecuencia,  éste  deberá   canalizarse a   través   de   las   reglas  que      hemos 

examinado del procedimiento laboral ordinario. En consecuencia, interpuesto   el  reclamo dentro 

del plazo y con la consignación ya señalada, aquél se tendrá como demanda    y el  Servicio    del

 Trabajo como demandado...” 
.

Sentencia del Tribunal.

 Si la raclamación carece de fundamentos, el juez se pronunciará por   su  rechaza; igual 

determinación adoptará si ésta se presentó fuera de plazo o sin acompañar la correspondiente

 boleta de consignación. En estos dos últimos casos puede incluso no admitirla a tramitación.

De acuerdo a  lo  dispuesto  por el  artc. 6º  del  D.F.L. 238,  la  resolución  que aplica 

una sanción adminisrativa se encuentra firme o ejecutoriada en los sigientes casos:

a) cuando no se interpone- como ya señalamos anteriormente- reclamo en su contra dentro del

       lazo legal, esto es dentro de los quince días de notificada.

b) Cuando presentado el reclamo dentro de plazo, no se acompaña el comprobante de pago de la

c)  tercera parte de la multa impuesta que acredite que ella se integró en arcas fiscales, dentro del

        mismo plazo de quince días.

d) Cuando denegada la relamación por el Tribunal competente, no procede recurso alguno en 

      contra de la sentencia judicial o ha transcurrido el plazo para interponerlo.

Se estimó hasta tiempo muy reciente – expresa Novoa- que la resolución recaída en este 

reclamo judicial  constituía una  sentencia  de    primera instancia , por lo tanto , era susceptible

del recurso de apelación en la Corte respectiva.  A   partir  del año    1998  ha variado el criterio 

 jurisprudencial, estimándose que dicha resolución es de única instancia, no susceptible de recurso

 de apelación, de tal manera que sólo podría interponerse en contra de ella el recurso de queja, en 

  los términos del artículo 549 del Código Orgánico de Tribunales. 

Relacionado    con  lo anterior, cabe plantearse la situación de que si el sancionado puede 

recurrir de protección, ante la Corte de Apelaciones respectiva, frente a la multa impuesta por un 

fiscalizador. “ Al respecto,  nuestros tribunales en general han aplicado la tesis que no puede ser 

este recurso de protección  tenido como un recurso procesal subsidiario de los contemplados por 

el legislador como ordinarios  para  la impugnación de multas administrativas, en otras palabras,

 no puede utilizarse como medio de     impugnación   de una   multa administrativa el recurso de 

protección, toda vez, que el medio de impugnación señalado  por el legislador es la reclamación

 judicial”. 

Dado que el tema referido al cobro ejecutivo de la multa administrativa escapa al tema de

 esta investigación no  será   analizado, sobre este  aspecto  recomendamos   remitirse   a        las 

publicaciones especializadas en materia laboral,    en    particular a la Revista Laboral Seguridad 

Social ya citada. 

Finalmente el artc. 475 del C.T. dispone que “los funcionarios a quienes se acredite que 

han   aplicado   sanciones  injustas o  arbitrarias  y   que   así  se califiquen por el  jefe  Superior 

del   Servicio,   serán  sancionados,  con  algunas  de  las  medidas disciplinarias del artículo 116 

del Estatuto    Administrativo,  atendido   el   mérito de  los    antecedentes    que se   reúnan  en 

el sumario correspondiente”.  Tal precepto   exige   que se pruebe haber actuado en forma injusta 

o arbitraria,   además de la   condición de que sea calificado por el Director   del  Trabajo y que la 

sanción  se   haga efectiva, luego   de   haber   sumariado   al   funcionario     con los antecedentes 

aportados.     En resumen,  lo  que   esta norma    sanciona, son   los    excesos  de las atribuciones 

legales  y  su  uso  malicioso  o  torcido, lo  cual  requiere la prueba del caso y la aplicación de un 

criterio valorativo.

5.4 Jurisprudencia Judicial.

 
“ Es improcedente la aplicación de multas por infracción a la legislación del Trabajo si en 

el proceso de reclamación se acredita que no existe entre las partes contrato de trabajo sino que de 

prestación  de servicios,  que aparece  probado  por su   texto escrito, las declaraciones de pago de 

impuestos, las retenciones por honorarios y los dichos de los trabajadores”.

Corte Suprema, sentencia de 14.07.88.

 “ La interpretación de un contrato, que habría sido tácitamente modificado, es materia

de lato conocimiento que debe ser resuelta en juicio, lo que hace improcedente que la Inspección

del Trabajo sancione con multa el incumplimiento de una interpretación   no    establecido  en

forma legal, pues sólo corresponde a la autoridad administrativa sancionar infracciones     a

 las leyes y reglamentos.

Corte de San Miguel, sentencia de 13.09.89.

“ Aunque el ordenamiento jurídico disponga de recursos o acciones especiales para la

 resolución de determinadas situaciones, cuando el acto u omisión estimados ilegal o arbitrario 

afecte además a   alguna   de las  garantías señaladas  en  el artículo   20 de la Constitución, es 

plenamente procedente la acción de protección.(considerando 2º).

Corte de Santiago, sentencia de 03.03.92., causa rol Nº 2.926-91.

 “ Procede   rechazar el  recurso  de  protección interpuesto  en   contra   la   resolución 

administrativa de un Inspector Comunal del Trabajo, que actúa en el ámbito de su competencia

 y que refleja un acabado   estudio de la    legislación   que rige la    materia,   sin   que   el mero

 desacuerdo   con    sus    tesis importe   que el    acto    correspondiente sea     arbitrario o ilegal. 

(considerando 3º).

Corte de Apelaciones de Santiago, sentencia de 28.03.93, causa rol Nº 8.894.

 “ Las resoluciones de la Dirección del Trabajo que apliquen multas pueden reclamarse 

administrativa   o   judicialmente, conforme  al   procedimiento   que contempla   el Código del 

Trabajo. Por consiguiente, sino se utiliza el procedimiento correspondiente, no puede emplearse 

el recurso    de protección, puesto que éste no constituye un sustituto jurisdiccional de cualquier 

acción o recurso cuando las leyes contemplan instancias y recursos específicos y determinados.

 No actúan ilegal o arbitrariamente los Inspectores del Trabajo al fiscalizar, calificar infracciones 

e imponer multas, porque están facultados para ello, según se desprende de los artículos 474º    y

478º del Código del Trabajo y 1º del D.F.L. Nº2 de 1967.

Corte de Apelaciones de Santiago, sentencia de 19.05.94., causa rol Nº 955-94.

“ Procede acoger recurso de protección interpuesto en contra de autoridad administrativa

 laboral que en forma ilegal aplica multa a empresa recurrente.

 Que también resultan arbitrarias las resoluciones que sancionan a las    empresas por no 

llevar al día, con las firmas de los trabajadores, los libros de control de asistencia y sus sumatorias

semanales, toda vez que la sanción aparece    aplicada por   una omisión formal       desvinculada

totalmente del propósito o finalidad   de   la norma reglamentaria,  si se    observa   que no existe 

reclamo alguno de parte de los trabajadores relativo al incumplimiento de la obligación de pagar

 remuneraciones por horas extraordinarias”. (considerando 5º).

Corte Suprema, sentencia de23.06.94, causa rol Nº 23.218.

“ No obstante que la interposición de un recurso de protección no impide el ejercicio 

de los demás derechos que el afectado puede hacer   valer ante la autoridad correspondiente,

resulta adecuado señalar que existen normas expresamente destinadas a impugnar la validez 

de sanciones administrativas; así está contemplado en el artículo 474 del Código del Trabajo, 

respecto de multas administrativas y en el Decreto Ley Nº 676, de 1974, modificado por la Ley 

19.250,  que permiten solicitar reconsideración de multas aplicadas por la Dirección del Trabajo”.

Corte Suprema, sentencia de 23.06.94, causa rol Nº 23.318.

 “ Para establecer el imperio del derecho procede dejar sin efecto las resoluciones de 

la autoridad administrativa que sanciona a una empresa imponiéndose multas que carecen de 

fundamento legal.

 
El cambio de régimen de servicios existente entre dos partes puede prodicirse  por mutuo

consentimiento o por causaslegales –como una desición judicial-, pero nunca por una   actividad 

administrativa de un órgano contralor de la regularidad de      las relaciones laborales,  dado que 

escapa del ámbito propio de la acción de supervigilabcia, la imposición burocrática de un criterio 

de calificación jurídica respecto de la vigencia de una expresión de la autonomía de   la voluntad 

contractual”.

 Corte Suprema , sentencia de 26.06.95, acusa rol Nº 31.497.

“ Las resoluciones   que imponen multas administrativas emanadas de la Dirección del

Trabajo, sólo admiten el ecurso de reclamación que conoce un tribunal de competencia laboral, 

por lo que el recurso de casación es improcedente”.

Corte Suprema, sentencia de 24.01.96, causa rol Nº 33.941.

“ Los arts. 474 y 476 del Código del Trabajo, establecen que los Inspectores del Trabajo 

fiscalizarán el cumplimiento de la legislación laboral, de seguridad social y de sus reglamentos,

 y   que a la  Dirección del Trabajo le corresponde la interpretación o determinación del sentido

y alcance   de   esa   legialación;      que los fiscalizadores denunciaron, entre otras infracciones,

 la falta   de   cumplimiento   de un    convenio   colectivo, en    relación al pago de incentivo, e

 instruyeron  a  la   recurrente  a  fin de que pagara la diferencia observada, cuya instrucción se

 impartió una vez que se analizaron los elementos aportados por los trabajadores denunciantes,

 los que entregó la visita a terreno y los documentos exibidos por la empresa, antecedentes que 

habría permitido concluir que   la empleadora     había     variado, unilateralmente, la aplicación 

práctica de   la   cláusula pertinente   del   convenio colectivo; que el proceder  descrito importa 

intromisión en materias eminentemente jurisdiccionales que el ordenamiento reserva al Poder 

Judicial, puesto que la Inspección recurrida se abocó al conocimiento de un conflicto  entre las 

partes, a raíz de  la aplicación de una cláusula convencional, y lo resolvió sobre     la base de 

una determinada interpretación de los alcances de esa cláusula , a la que arribó   por aplicación

de ciertos   principios   generales    del derecho,    entre los que    cita  la     doctrina de la regla 

de conducta; que   en    consecuencia, y   de conformidad  a lo   dispuesto   en   el   art. 7º de la 

Constitución  Política   de la República, la instrucción impugnada constituye una violación a la 

Garantía contemplada en el artc. 19 Nº 3 de la Carta Fundamental, en la medida que se impartió 

con el carácter de obligatoria, bajo apercibimiento legal de sanciones pecuniarias, privando a las 

partes de la posibilidad de   ocurrir ante el   tribunal   llamado por la ley a decidir la controversia 

surgida entre ellas a propósito del convenio colectivo y se acoge el recurso de protección”.

Corte Suprema, sentencia de 11.11.96.

 “ Es inadmisible  el  recurso  de apelación   deducido contra la resolución de la Dirección 

del   trabajo  que  aplica   sanciones   administrativas,   por incidir   en un procedimiento especial

 (Título II del Libro II del Código del Trabajo),   que   no    contempla recurso ordinario alguno al 

efecto”.(Hay voto disidente).

Corte de Apelaciones de Santiago, sentencia de 12.03.97.

5.5   Cuadro Nº 4  Resumen de Infracciones y Multas

CONCLUSIONES

 
El Derecho del Trabajo nace a partir de la acción del Estado en torno a la llamada cuestión 

social que originó e hizo necesaria una nueva legislación protectora de intereses no valorados hasta

entonces, de tal manera que “ el fundamento filosófico social de   esta intervención   radica    en un 

principio de justicia social que tiende en el plano económico a una más equitativa repartición  de la 

riqueza, y en el plano social, dar a todos iguales posibilidades de desarrollo y cultura”
.

 La acción del Estado se ha realizado en dos direcciones principales; en primer lugar, por vía legislativa mediante la dictación de leyes tutelares del trabajo; en segundo lugar  por la creación de organismos administrativos destinados a vigilar el funcionamiento de las empresas en orden a corregir y solucionar los desequilibrios y conflictos del trabajo.

En ese contexto uno de los principios informadores del Derecho del Trabajo es precisamente el principio protector, el cual se manifiesta, entre otros aspectos, en que las normas de naturaleza laboral se imponen a la autonomía privada de las partes ya sea “ por medio de normas de derecho necesario absoluto, que operan como máximo y mínimo absolutamente inderogable; o normas de derecho necesario relativo, que sólo contemplan mínimos inderogables in pejus”.
.

 
El nacimiento de la Dirección del Trabajo, confirma la segunda línea de intervención estatal, por cuanto de una  Oficina de Estadísticas en sus orígenes, la Dirección del Trabajo se ha convertido con el correr de los años en un Organismo Administrativo del Trabajo  con funciones determinadas y específicas, entre las cuales destaca la función fiscalizadora, que consideramos  es de la  esencia del Servicio. Otra función importante es la de fijar la interpretación de la legislación laboral y velar por su correcta aplicación, lo cual se realiza a través de dictámenes  referidos a situaciones de carácter particular o general.

María Ester Fredes, Directora Nacional del Servicio, expresa que si uno quiere remitirse al fundamento básico de la existencia de la legislación laboral y de la Dirección del Trabajo, tiene que entender que está profundamente relacionado con la búsqueda de la justicia social y la equidad en el crecimiento económico. Además esta unido a una concepción de los trabajadores y del trabajo humano, no como una mercancía, sino como un producto del ser, de la esencia de las personas. 

En la actualidad, la Dirección del Trabajo se proyecta como un organismo que no sólo fiscaliza el cumplimiento de la legislación laboral, sino que además realiza esfuerzos efectivos en orden a mostrar que el desarrollo del país requiere de su constante actividad en el sentido de prevenir infracciones a la legislación o de proponer soluciones viables para las partes en una relación de trabajo. El establecimiento de una cultura de cumplimiento laboral, forma también parte importante de su actual que hacer, ya que el futuro de nuestro país requiere no sólo de la confianza que debe existir entre las partes de toda relación laboral, sino que además de un Organismo Administrativo que sea parte y colaborador permanente de un desarrollo armónico y justo.

La importancia de la Dirección del Trabajo se puede sintetizar en que ella  recepciona el mandato que el inciso 3º del artículo 2º del Código del trabajo, incluido en Título Preliminar, se otorga al Estado cuando expresa que corresponderá al Estado amparar al trabajador en su derecho a elegir libremente su trabajo y velar por el cumplimiento de las normas que regulan la prestación de los servicios. Consecuente con lo anterior , el artículo 476 de mismo Código  establece la fiscalización del cumplimiento de la legislación laboral y su interpretación corresponde a la Dirección del Trabajo, sin perjuicio de las facultades conferidas a otros servicios administrativos en virtud de las leyes que los rigen. 

Para Patricio Novoa F. “resulta fácil fundamentar y justificar tanto la existencia de la Dirección del trabajo, como sus funciones. Desde el punto de vista histórico doctrinal, la base de ésta descansa en el sentido del propio intervencionismo. Asumido por el Estado un rol protector de las relaciones de trabajo, a través de una función legislativa tuitiva de orden público y de derecho necesario que impone enfáticamente la irrenunciabilidad de los derechos del trabajo, debe existir, como necesario corolario instrumental, un organismo encargado de cuidar de la efectividad de los mismos, toda ves que el trabajador le resta la posibilidad de acudir ante los organismos jurisdiccionales.” 
.

Concretemos las conclusiones de este estudio, siguiendo la estructura del mismo.

1.- Sobre la intervención Administrativa.

 
A parte de lo ya señalado en el preámbulo de estas conclusiones, sólo agregaremos que la intervención del Estado en materia laboral, al igual que en materia tributaria, se justifica por cuanto el cumplimiento de la misma  no puede confiarse, so pena de irrealidad, a la voluntariedad de los sujetos obligados. 

Pero no basta con una legislación interventora, sino que se hace necesario un mecanismo de aplicación lo más perfecto posible que prepare y desarrolle  lo dispuesto en la norma, llevando ello consigo una actividad reglamentaria, una actividad de control o inspectora y una actividad resolutoria y sancionatoria, actividades que son desarrolladas precisamente por la Dirección del Trabajo.

Manuel Alonso Olea y Emilia Casas, citan al respecto la siguiente reflexión de la O.I.T. “ La legislación laboral sin inspección es más un ejercicio de ética que una disciplina social obligatoria, nunca se encarecerá demasiado la importancia de un sistema eficaz y competente de inspección del trabajo para que la legislación laboral se observe en la práctica”. 

2.- Sobre el origen, evolución histórica  y estructura orgánica de la Dirección del Trabajo.

Desde su creación en 1924, mediante la ley Nº 4.053 que dispuso que la Oficina del Trabajo se denomine Dirección General del Trabajo y dependa directamente del Ministerio del Interior, el objetivo fue asegurar el cumplimiento estricto de las disposiciones legales del trabajo, otorgando a los Inspectores del Trabajo la facultad de visitar los establecimientos y vigilancia directa del trabajo, la Dirección del Trabajo ha adquirido un conjunto de prerrogativas que en lo sustancial se encuentran establecidas en el D.F.L. Nº2, de 1967, que definió al  Servicio como un organismo técnico, cuyas funciones básicas son: fiscalizar la aplicación de la legislación laboral; fijar por medio de dictámenes  el sentido y alcance de las leyes del trabajo; difundir la legislación laboral y supervigilar el funcionamiento de las organizaciones sindicales.

En los últimos veinte años  se le han ido asignando nuevas tareas como velar por la salud de los trabajadores, prohibiendo el trabajo extraordinario en  casos calificados, controlar los límites de las jornadas de trabajo, fiscalizar los descansos , velar por el cumplimiento de las normas de protección a la maternidad. En 1996, la Ley Nº 19.481, amplió las facultades a la Dirección del trabajo en las siguientes materias: Higiene, Seguridad y Prácticas Antisindicales y extiende el derecho a descanso dominical a los trabajadores que estaban exceptuados de tal beneficio.

A lo largo del tiempo la Dirección del Trabajo ha debido adaptarse a las condiciones históricas y en particular a la realidad esencialmente cambiante del mundo laboral, incrementando la difusión de la normativa laboral, la capacitación y asistencia técnica a las organizaciones sindicales y de empleadores, formas preventivas de fiscalización, así como política del diálogo en los conflictos entre trabajadores y empleadores; se ha preocupado de del estudio de los nuevos fenómenos que emergen del campo laboral y que pueden dar lugar a cambios, adecuación o elaboración de nuevas políticas laborales. De esta manera se puede 

comprender la Misión Institucional actual del Servicio que es la siguiente : “ Contribuir a modernizar y hacer más equitativas las relaciones laborales, velando por el cumplimiento normativo, promoviendo la capacidad de las propias partes para regularlas, sobre la base de la autonomía colectiva y el desarrollo de relaciones de equilibrio entre los actores, favoreciendo, de tal modo el desarrollo económico del país”. 
.

Esa evolución se aprecia en la estructura orgánica de la Dirección del Trabajo, la cual esta acorde con la complejidad de las relaciones laborales en la actualidad.

La Dirección del Trabajo está constituida por una Dirección Nacional y 13 Direcciones regionales, que representan respectivamente, el nivel central y las unidades territorialmente desconcentradas. La Dirección Nacional se encuentra conformada por la Dirección y la Subdirección que constituyen los niveles jerárquicos superiores responsables del funcionamiento de toda la Institución, y por los Departamentos , unidades técnicas que realizan la planificación, ejecución  y control de las labores de la D.Tr.  . Estos Departamentos son los siguientes: Jurídico, de Relaciones Laborales, de Estudios, de Recursos Humanos, de Informática, de Proyectos y Sistemas, Administrativo y de Fiscalización. En el nivel regional  existen en el país un total de 83 Inspecciones del Trabajo que atienden en forma permanente y 51 de carácter intermitente. Estas son las dependencias encargadas del cumplimiento de las labores operativas del Servicio en sus respectivos territorios jurisdiccionales y se dividen en Inspecciones Provinciales y Comunales del Trabajo. Cuentan con las siguientes unidades: atención de público, de comparendos, jurídica, de relaciones laborales y de fiscalización. 

 De acuerdo con el artc. 8, letra b, de la L.O., le corresponde al Departamento de Inspección (llamado en la actualidad Departamento de fiscalización), planificar, organizar, dirigir, coordinar y controlar la función de fiscalización que compete al Servicio. Pasemos entonces a las conclusiones sobre las funciones de la Dirección del trabajo.

3.- Sobre las funciones de la Dirección del trabajo.

 Ya hemos señalado que las principales funciones de la Dirección del Trabajo se consagran positivamente en el artc. 476 del Código del trabajo, el cual hay que vincularlo con la L.O. del Servicio.

En efecto , de acuerdo con el D.F.L. Nº2, de 1967, en su artc. 1º, le corresponde a la Dirección del trabajo:

a) La Fiscalización de la aplicación de la legislación laboral;

b) Fijar de oficio o a petición de parte por medio de dictámenes el sentido y alcance de las leyes del trabajo;

c) La divulgación de los principios técnicos y sociales de la legislación laboral;

d) La Supervigilancia del funcionamiento de los organismos sindicales y de conciliación, de acuerdo con las normas que los rigen, y

e) La realización de toda acción tendiente a prevenir y resolver los conflictos del trabajo.

  Según la doctrina estas funciones se pueden clasificar en :

a) Función Fiscalizadora.

b) Función Pre- contenciosa.

c) Función Normativa.

d) Función Sancionatoria o Punitiva.

Al respecto, sólo para efectos de este estudio hemos considerado como funciones de la D.Tr. a las tres primeras, ya que la función punitiva la hemos incluido como complemento en el ejercicio de la función fiscalizadora. Estimamos que en reemplazo de considerar a la labor sancionadora como una función del Servicio, deberíamos considerar la función conciliadora de la Dirección del Trabajo, la cual consiste básicamente en mediar entre las partes en conflicto laboral, sin perjuicio de las atribuciones de los Juzgados de Letras del Trabajo. Este es un tema que por  su relevancia merece señalar, de acuerdo con Marcelo Albornoz, Jefe del Departamento jurídico de la D.Tr., que la actividad conciliatoria del Servicio , a través de los comparendos de conciliación por relaciones laborales terminadas, importa un altísimo número de conflictos que son resueltos administrativamente, sin que en ellos intervengan los tribunales y sin que ello importe un procedimiento largo y costoso. 
.

4.- Sobre la Función Fiscalizadora.

La función  fiscalizadora de la D.Tr. se puede definir de acuerdo con la circular Nº8, de 1981, de la D.Tr., como el proceso metódico en virtud del cual se controla la aplicación de las disposiciones legales y convencionales, por cuyo cumplimiento corresponde velar a los Servicios del Trabajo.

La función fiscalizadora es ejercida por los fiscalizadores o Inspectores del trabajo, funcionarios que están dotados de un conjunto de facultades o atribuciones y calidades, para cumplir con el mandamiento legal que les corresponde.

La principal facultad de estos funcionarios, desde el punto de vista práctico, consiste en poder sancionar administrativamente, mediante la aplicación de multas, a quienes infrinjan las disposiciones laborales y previsionales vigentes.

La doctrina ha clasificado las facultades de los fiscalizadores de la siguiente forma:

a) Facultades de Control o Inspectivas.

b) Facultades de Intimación.

c) Facultades Punitivas.

Desde la perspectiva del área de fiscalización en cuanto a contribuir al logro de la misión institucional del Servicio es de la esencia, o la razón de ser de la Dirección del Trabajo, esto es velar por el cumplimiento normativo, tiene como propósitos el perfeccionamiento sostenido de las formas de organización del trabajo, los procedimientos operativos, la cobertura y los productos y resultados de la actividad fiscalizadora y de sus relaciones con las restantes áreas operativas del Servicio. Para cumplir con esos objetivos, se han definido tres líneas estratégicas:

 1ª .- Modernización e información de los procedimientos operativos.

 2ª.- Incremento de la capacidad operativa.

3º.- Optimización de los procedimientos de control.

Lo anterior significa entre otros aspectos: nuevos procedimientos de fiscalización; aumento de la cantidad de fiscalizadores y él la calidad de éstos;  descentralización y refuerzo de las actividades de control funcional y técnico, respectivamente.


El personal promedio destinado a actividades de fiscalización en 1998, fue de 540 fiscalizadores, los cuales cumplen su función en las áreas de turno, comparendo y fiscalización de terreno. Para ello cuentan con una dotación de 103 vehículos, para todo el país.

 
Cabe preguntarse sobre quien puede solicitar una fiscalización. La Respuesta es que cualquier trabajador lo puede hacer a través de una denuncia por incumplimiento de las disposiciones laborales, previsionales , de higiene y seguridad, o estipulaciones convencionales que les rigen. Además pueden solicitas una fiscalización los organismos públicos, organizaciones sindicales y, en general, cualquier persona que tenga conocimiento de un problema  de  tipo laboral y que no necesariamente sea trabajador de la empresa involucrada.

 La denuncia debe ser presentada personalmente por el trabajador o por un representante, en las oficinas de turno de la Inspección del Trabajo. La Unidad de Fiscalización designa a un fiscalizador quien realiza una visita inspectiva al lugar de trabajo. En terreno, el funcionario verifica si la denuncia es fundada y adopta las medidas que la ley le faculta para que se corrijan las irregularidades detectadas.

El caso termina cuando se regularizan todas las materias denunciadas. Si esto no sucede, el fiscalizador cursa las multas que corresponden, las que son a beneficio fiscal. Nos corresponde concluir entonces;

5.- Sobre la Multa administrativa.

Es la sanción pecuniaria que impone el funcionario del trabajo competente con las formalidades que la ley determina en los casos de infracción a la normativa laboral y/o previsional, de la cual se puede impugnar en sede administrativa o en sede judicial.

 
Para que tenga lugar la aplicación de una sanción administrativa y de manera específica , una multa administrativa , será menester que se acredite la concurrencia de los siguientes requisitos:

1º.- Debe existir la norma legal que fije derechos y obligaciones, determinando claramente el sujeto, activo o  pasivo, respectivamente de aquellos o éstos;

2º.- Que se infrinja la referida disposición legal, que motiva la sanción.

3º.- Que la infracción tenga contemplada una sanción específica o bien, de aquellas que no contemplando una sanción especial, son también punibles.

4º.- Que dicha infracción sea constatada en forma fehaciente por un agente público, el fiscalizador, en este caso, que pueda certificar el hecho de la infracción en su carácter de Ministro de fe y disponer la sanción establecida en la ley.

La verificación de la infracción supone, por consiguiente, la presencia de faltas u omisiones previstas por el legislador. Esto significa que de no haber una situación prevista en la ley, con su correspondiente sanción, no será posible la aplicación de la multa administrativa; en otros términos, en la oportunidad que concurren tales supuestos se produce la infracción y nace la posibilidad de sancionar, monto que debe regularse en esa oportunidad. A partir de la notificación de la multa comienzan a correr los plazos establecidos por la ley para la presentación de las solicitudes de reconsideración o de reclamos en los Tribunales. Los reclamos judiciales presentados ante los Juzgados de letras del Trabajo, pueden seguir la misma suerte que las solicitudes de reconsideración, esto es, mantener la multa, ser rebajada o dejada sin efecto. Las multas que se han mantenido o han sido rebajadas pueden tener los siguientes resultados:

a) Pagada por el infractor.

b) Ir a cobranza prejudicial.

c) Ir a compensación a Tesorería General de la República (se rebaja de los excedentes tributarios del infractor).

d) Ir a cobranza judicial (juicio ejecutivo).

e) Pasar a Archivo Transitorio en caso de ser incobrable en un determinado momento. 

 
Finalmente incluiremos en estas conclusiones, cuadros estadísticos de la función fiscalizadora de la Dirección del Trabajo.

PROGRAMAS NACIONALES DE FISCALIZACION EN 1998


Cada año, la Dirección del trabajo desarrolla Programas de Fiscalización orientadas a determinar el grado de cumplimiento de la normativa laboral en diferente aéreas productivas de nuestro país.  Estos programas se efectúan y planifican periódicamente.

Sector Agrícola.


El Programa nacional de Fiscalización al sector agrícola se realiza los años en aquellas regiones donde se concentra el desarrollo de esta actividad productiva y en particular se fiscaliza a los trabajadores de temporada.  El último año este programa se llevó a cabo entre los meses de diciembre de 1997 y enero de 1998.  En las 833 empresas que fueron fiscalizadas en este programa, se estableció una deuda previsional de $ 769.303.
Establecimientos Educacionales.


Durante los meses de julio y agosto de 1998 se fiscalizaron 1.772 establecidos del sector particular subvencionado, particular pagado, técnico profesional y colegios municipales.  Del total de trabajadores beneficiados por este programa, 44.165 eran docentes y 17.723 no dodentes, lo que da un total de 61.888 trabajadores beneficiados por la acción de los fiscalizadores de la Dirección del Trabajo.  Para estos trabajadores se realizaron Cobros Directos en imposiciones por un valor de $ 13. 482.868 y se cursaron Actas de Fiscalización por deuda previsional correspondiente a remuneraciones ascendentes a $ 20.869.944. 

Fiscalización a Supermercados.


Otro de los sectores fiscalizadores programadamente el año recién pasado fueron los supermercados y establecimientos afines.  En toral fueron visitados 1.127 de estos establecimientos entre los meses de octubre y noviembre de 1998.  Durante esta fiscalización se realizaron cobros directos relativos a imposiciones ascendentes a $ 2.961.406 y se establecieron Actas de Fiscalización por concepto de deuda previsional equivalentes a remuneraciones por un monto de $ 7.427.920.

Comercio.


Como cada año, el Servicio realizó en el mes de diciembre el Programa Nacional de Fiscalización del Comercio.  Esta fiscalización tiene la característica de desarrollo en una época del año muy sensible para este sector, porque coincide con la época navideña, período en que el comercio alarga sus jornadas de trabajo.  Este año fueron fiscalizadas 1.951 empresas en todo el país y el ítem que presentó mayor infracción fue el derecho a descanso, que en 595 casos fue mal ortorgado o no se otorgó.


A continuación presentamos un cuadro resumen con los aspectos más relevantes de cada uno de estos programas: Trabajadores involucrados en la fiscalización, materias fiscalizadas y las multas aplicadas por transgresiones a la normativa laboral vigente.

Cuadro Nº 5 Materias Consultadas en Oficina de Turno. 1998.

Cuadro Nº 6 Cuadro Comparativo Público Atendido. Años 1995 a 1998.

Cuadro N° 7. Fiscalizaciones según modalidad, año 1998.

Cuadro Nº 8. Detalle de Materiales Infringidas 1998.

Cuadro Nº 9.  Multas Aplicadas por Región 1998.

Cuadro Nº 10. Multas Aplicadas por Rama de Actividad Económica.
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